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RESUMEN 
 
En la presente investigación se analizó de qué manera el acuerdo plenario del V Pleno 
Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional sobre indemnización y remuneraciones 
devengadas afecta la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su reposición por 
despido incausado y fraudulento en la jurisdicción laboral.  
Asimismo, se dilucidó la posibilidad de extender el pago de las remuneraciones 
devengadas previsto en el Art. 40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como 
consecuencia de la reposición por nulidad de despido para el trabajador que demanda en la 
jurisdicción laboral su reposición por despido incausado y fraudulento. 
En ese sentido, se estableció que la naturaleza de las remuneraciones devengadas y los 
conceptos indemnizatorios derivados de la comisión de un despido inconstitucional en perjuicio del 
trabajador poseen naturalezas distintas y atienden a diferentes tutelas de derechos, por lo que un 
trabajador que fue víctima de un despido incausado o fraudulento puede acumular a su pretensión de 
reposición el pago de las remuneraciones devengadas y/o la indemnización por daños y perjuicios.   
 
 
Palabras clave: 
V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional, despido incausado, despido 
fraudulento, remuneraciones devengadas, indemnización por daños y perjuicios. 
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ABSTRACT 
 
In the present investigation, it was studied how the plenary agreement of the V Supreme 
Jurisdictional Plenary in Labor and Social Security matters regarding compensation and accrued 
remuneration affects the effective jurisdictional protection of the worker who demands his 
reinstatement for uncaused and fraudulent dismissal in the labor jurisdiction. 
It also elucidated the possibility of extending the payment remunerations foreseen in 
Art. 40 of the Labor Productivity and Competitiveness Law as a consequence of the reinstatement 
for nullity of dismissal for the worker who demands in the labor jurisdiction his reinstatement for 
uncaused and fraudulent dismissal. 
In this sense, it was defined that nature of the accrued remuneration and compensation 
concepts derived from the commission of an unconstitutional dismissal to the detriment of the worker 
have different natures and serve different rights tutelage, so that a worker who was the victim of a 
uncaused or fraudulent dismissal can accumulate to its demand for reinstatement the payment of 
accrued remuneration and / or compensation for damages. 
 
Key Words: 
V Supreme Jurisdictional Plenary in Labor and Social Security, uncaused dismissal, fraudulent 
dismissal, accrued remunerations, compensation for damages. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La estabilidad laboral y su tratamiento dentro del derecho del trabajo siempre ha 
constituido un asunto clave dentro de las distintas regulaciones en materia de derechos 
constitucionales, laborales, económicos y sociales de un Estado. En nuestro país, el derecho a acceder 
a un puesto de labores y, en consecuencia, el derecho a conservarlo sin que se vea afecto en su 
continuidad por actos abusivos, arbitrarios y vejatorios de los derechos y dignidad del trabajador, ha 
permanecido vigente. Incluso, ha protagonizado en no pocas ocasiones, el centro de debates sobre 
los alcances de su protección. Lo cual ha motivado que, con el paso del tiempo, la concepción de la 
propia estabilidad laboral haya experimentado cambios de inusitada relevancia. 
 
Es así como se pasa de contemplar en el Art. 48° de la Constitución Política de 1979 el 
derecho a la estabilidad absoluta en el trabajo, por medio de la cual el trabajador solo podía ser 
despedido por causa justa, tipificada y debidamente comprobada, y se le reemplazó por un modelo 
de “mínima protección” que tuvo su primera manifestación en la Ley de Fomento del Empleo (LFE) 
y que, una vez promulgada la Constitución de 1993, desembocó en la adopción de un paradigma más 
flexible en el que se brindaba al trabajador adecuada protección frente al despido arbitrario. 
 
Amparada en dicho cambio de concepción es que la legislación posterior, a saber, el 
Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, Decreto Legislativo N° 728, regula la figura del despido y establece, tanto 
para el caso de los denominados despidos nulos, como para los despidos arbitrarios, un tratamiento 
particular: en el caso de hallarse en alguna de las causales tipificadas en el Art. 29° de la referida 
norma, el trabajador víctima de un despido nulo podía demandar su reposición,  frente a lo cual el 
pago de las remuneraciones devengadas, así como el de los demás beneficios que le hubieran 
correspondido durante el periodo del cese ilegal, eran una consecuencia directa. Mientras que, con 
el despido arbitrario se otorgaba como única reparación a los trabajadores despedidos bajo dicha 
modalidad una tutela resarcitoria a través del pago de una indemnización tasada.  
 
Con el paso del tiempo, y gracias a la intervención del Tribunal Constitucional en la 
producción de sentencias tan relevantes como la recaída en el expediente N° 1124-2001-AA/TC 
(Caso Telefónica), o como las dictadas en los expedientes N° 976-2001-AA/TC (Caso Eusebio 
Llanos Huasco) y el N° 0206-2005-PC/TC (Caso César Baylon Flores), es que se estableció una 
nueva tipología de despido con la finalidad de tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores. 
De ese modo es que surgen el despido incausado y el despido fraudulento como dos nuevas categorías 
de despidos que podían acceder a la protección procesal de eficacia restitutoria, con lo cual, en la 
práctica, fueron equiparados con la figura del Despido Nulo en cuanto a sus efectos.  
 
Sin embargo, la creación jurisprudencial de los denominados por la doctrina despidos 
constitucionales (el despido incausado y fraudulento) originó dos posiciones, una que se muestra de 
acuerdo con el otorgamiento de las remuneraciones devengadas ante un despido incausado o 
fraudulento, al reconocer que las remuneraciones devengadas tienen naturaleza remunerativa; y la 
otra que rehúsa conceder la remuneraciones devengada al trabajador despedido incausada o 
fraudulentamente que demande su reposición, ya que al no estar previstas para tal tipología de 
despidos, y al poseer una naturaleza indemnizatoria, no son de su correspondencia. 
 
Esta situación ha ocasionado que órganos jurisdiccionales como la Corte Suprema 
cambiara su criterio en cuanto al otorgamiento de las remuneraciones devengadas, siendo en un 
primer momento favorable a su pago y, en la actualidad, hallándose en el extremo contrario.  
 
A ello debe sumarse la relativamente reciente adopción de un acuerdo plenario en 
mayoría correspondiente al V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional, 
acuerdo que precisamente versa sobre la indemnización y las remuneraciones devengadas en los 
casos de despido incausado y fraudulento, y que, por lo demás, fue el detonante que motivó el 
 15 
 
desarrollo de la presente investigación. Así pues, el V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia 
Laboral y Previsional (2017) establece al respecto de la indemnización y remuneraciones devengadas 
en los casos de despido fraudulento y despido incausado que:  
 
“(…) el trabajador tiene derecho a demandar la reposición en el empleo, además podrá 
acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y perjuicios sufridos, las que 
incluyen el daño emergente, lucro cesante y el daño moral. 
  
La indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión por 
remuneraciones devengadas (…)” 
 
Todo lo cual, si bien palia de algún modo la necesidad del trabajador de solicitar el pago 
de remuneraciones devengadas junto a su pretensión principal de reposición, se aborda de tal manera 
que tal necesidad se encauza como parte de una pretensión indemnizatoria (lucro cesante), 
desconociéndose la naturaleza remunerativa de dicho concepto y sus efectos restitutorios al 
impedírsele al trabajador acumular a su demanda de reposición por despido incausado o fraudulento 
el pago simultaneo de las remuneraciones devengadas y de la indemnización, produciéndose una 
afectación a la tutela jurisdiccional efectiva de los derechos laborales del demandante.  
 
Por consiguiente, mediante la presente investigación titulada: “Las remuneraciones 
devengadas en los despidos fraudulentos e incausados: implicaciones del V Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia Laboral y Previsional” se pretende responder al siguiente problema: ¿De qué 
manera el acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional 
sobre indemnización y remuneraciones devengadas afecta la tutela jurisdiccional efectiva del 
trabajador que demanda su reposición por despido incausado y fraudulento en la jurisdicción laboral?  
Razón por la que este trabajo se ha divido en cuatro capítulos: En el primero se plantean 
los aspectos relevantes de la problemática a tratar. Para tal fin, se ha formulado el siguiente enunciado 
al cual se pretende encontrar un desarrollo satisfactorio a la problemática de analizar de qué manera 
el acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional sobre 
indemnización y remuneraciones devengadas afecta la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador 
que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la jurisdicción laboral.  
En el segundo capítulo, se procede a desarrollar el marco o bases teóricas con el objetivo 
de presentar las estructuraciones de conceptos relevantes para el desarrollo de los objetivos del 
trabajo como los de pleno jurisdiccional y principios laborales, así como las definiciones de tutela 
jurisdiccional efectiva, estabilidad laboral y la correspondiente clasificación de los tipos de despido, 
la clasificación de las naturalezas de las remuneraciones devengadas y la configuración de las 
indemnizaciones por daños y perjuicios. En ese mismo apartado, se planteará la siguiente hipótesis:  
“El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional sobre 
indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador 
que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la jurisdicción laboral, puesto 
que se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de remuneraciones devengadas, aun cuando 
ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas pueden acumularse simultáneamente”. 
En el tercer capítulo se halla contenido el marco metodológico, señalando que el 
presente trabajo de investigación es de carácter descriptivo, correlacional, no experimental y 
documental. 
Y, finalmente, en el cuarto capítulo se realiza la probanza de la hipótesis y resultados, 
seguido, desde luego, por las conclusiones, recomendaciones, anexos y bibliografía de la 
investigación. 
El autor 
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CAPÍTULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA 
Conforme a lo mencionado precedentemente, el debate de si corresponde se otorgue 
el pago de remuneraciones devengadas a los trabajadores que demandan reposición por despido 
incausado o fraudulento, haciendo una extensión de lo previsto en el Art. 40° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, se ha manifestado a lo largo de la última década en la 
adopción de dos posiciones diametralmente opuestas en cuanto a la producción jurisprudencial.  
 
La primera postura indica que ante un despido incausado o fraudulento debe proceder 
el otorgamiento de las remuneraciones devengadas debido a que tales despidos, al igual que el 
despido nulo, son pluriofensivos de derechos constitucionales, además de resultar lesivos para la 
dignidad del trabajador y los principios esenciales del derecho de trabajo y, por lo tanto, la tutela 
restitutoria prevista por la legislación para la reposición por nulidad de despido debe hacérseles 
extensiva. Ello en tanto que sus efectos perjudiciales son análogos, teniendo en cuenta la naturaleza 
remunerativa de las remuneraciones devengadas.  
 
Mientras que la segunda posición no está de acuerdo que ante un despido incausado o 
fraudulento deba otorgarse el pago de las remuneraciones devengadas al trabajador que demande la 
reposición a su puesto, toda vez que, entre los argumentos, se manifiesta que no existió prestación 
efectiva de servicios y que, en función de ello, no puede atribuírsele una naturaleza remunerativa a 
las remuneraciones devengadas y, en consecuencia, deben ser otorgados como indemnización y no 
como remuneración. Así también, se indica que no podría hacerse extensiva la aplicación del 
tratamiento que la ley prevé para los casos despido nulo a los de reposición por despido fraudulento 
e incausado, en tanto que no pueden obrar ficciones jurídicas absolutas y ordenar la aplicación de 
una consecuencia que no se halla prevista en la ley para el caso particular de figuras que han sido 
establecidas vía jurisprudencia.  
 
Motivo en virtud del cual existe la necesidad de esclarecer si el acuerdo plenario en 
mayoría del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional respecto al tema de la 
indemnización y las remuneraciones devengadas en los casos de despido incausado y fraudulento 
resulta lesivo a la tutela efectiva de derechos del trabajador. Ello porque, si bien el pleno en cuestión 
representa un avance en la doctrina y jurisprudencia laborales al permitir que los trabajadores 
despedidos bajo dichos supuestos puedan acumular a su demanda de reposición el pago de una 
indemnización de daños y perjuicios, y, además, ser beneficiados con la orden de pago de “daños 
punitivos”, se insiste en impedir que el trabajador pueda demandar acumulativamente el pago de las 
remuneraciones devengadas, negándose la naturaleza restitutoria y desconociendo la connotación 
remunerativa de dicha pretensión en perjuicio del trabajador.  
 
Así también, esta investigación debe dilucidar si en los casos en los que el trabajador 
demanda la reposición por despido incausado o fraudulento procede, por extensión, el pago de las 
remuneraciones devengadas, tal y como se establece en la Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral (LPCL) para el caso de los procesos de reposición por nulidad de despido; toda vez que, en 
cuanto a efectos, dichos despidos resultan pluriofensivos a los derechos fundamentales y, por lo tanto, 
merecen la misma tutela restitutoria en función a los principios del derecho laboral.  
 
1.2. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación encuentra su justificación en el desarrollo de la propuesta más 
beneficiosa para que el trabajador que ha sido víctima de tales despidos pueda ejercitar sin limitantes 
o imposiciones restrictivas su derecho a solicitar la tutela de sus derechos lesionados, lo cual, como 
se verá en el desarrollo del trabajo en ciernes, no se agota con la reposición a su centro de labores, 
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sino que debería permitírsele poder pretender, tanto la restitución plena de los salarios y conceptos 
remunerativos que dejó de percibir durante el cese ilegal, como la satisfacción indemnizatoria de los 
daños que tal despido le provocase. 
 
De este modo, la importancia del estudio radicaría en el aporte teórico, doctrinario e 
interpretativo que permita contribuir a la solución de los conflictos que tengan como núcleo el pago 
de las remuneraciones devengadas de los trabajadores repuestos mediante las distintas categorías de 
despido y que, como puede verse, a raíz de la publicación del pleno jurisdiccional de referencia, no 
respectan un tratamiento pacífico, y mucho menos unánime, por parte de la doctrina y la 
jurisprudencia nacionales. 
  
 
1.3. OBJETIVOS 
 
1.3.1. Objetivo General 
 
Analizar de qué manera el acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en 
materia Laboral y Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afecta la tutela 
jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido incausado y fraudulento 
en la jurisdicción laboral.  
1.3.2. Objetivo Específico 
 
 Determinar si es posible extender el pago de las remuneraciones devengadas previsto 
en el Art. 40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de la 
reposición por nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral su 
reposición por despido incausado y fraudulento. 
 
 
1.4. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Al ser el presente un trabajo de investigación del tipo teórico y descriptivo, no posee 
delimitación espacial ni temporal. Por lo cual nos centraremos en el análisis de la doctrina 
constitucional del derecho laboral, la normativa relevante del sector, la jurisprudencia referente al 
despido y a la procedencia de las pretensiones restitutorias, remunerativas e indemnizatorias en los 
procesos de reposición; así como en el estudio de las implicaciones del V Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia Laboral y Previsional, con el objeto de hallar una solución satisfactoria a los 
problemas planteados. 
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 Bustamante (2016) en su trabajo de tesis “PROCEDENCIA DE LAS 
REMUNERACIONES DEJADAS DE PERCIBIR EN LOS DESPIDOS INCAUSADO Y 
FRAUDULENTO PARA LOS TRABAJADORES DEL RÉGIMEN DE LA ACTIVIDAD 
PRIVADA”, realizado en Piura, concluye que: La tutela restitutoria en nuestro país se otorga tanto 
a los despidos nulos como a los denominados despidos constitucionales, procediendo la reposición 
del trabajador una vez declarada la nulidad del acto de despido. No obstante, los efectos de dicha 
restitución no son uniformes debido a que solo frente al despido nulo la ley reconoce el pago de las 
remuneraciones devengadas a consecuencia de la reposición. Por lo cual, la falta de regulación frente 
a los casos de los despidos constitucionales conlleva a que los magistrados adopten posturas 
contrarias, provocando que los trabajadores cesados mediante despidos constitucionales no 
encuentren una adecuada protección de tutela restitutoria plena y efectiva. Asimismo, si bien la 
remuneración constituye uno de los elementos esenciales de la relación laboral, su condición 
contraprestativa tiene excepciones establecidas por ley, como es el caso de los supuestos de 
suspensión imperfecta del contrato de trabajo. De ahí que, ante dichos supuestos, los empleadores 
estarán obligados al pago del salario aun cuando no haya habido una prestación efectiva de labores. 
Con lo cual se dota a la remuneración de un carácter social sin restringirse a la contraprestatividad.  
 
La autora, además, concluye que las remuneraciones devengadas poseen una naturaleza 
jurídica propia,  de esencia retributiva y de carácter no indemnizatorio, cuyo sustento se asemeja al 
de la suspensión imperfecta en tanto que el trabajador no prestó servicios al empleador como 
consecuencia de un acto lesivo, arbitrario e inconstitucional y, por lo tanto, ese mismo trabajador 
afecto de despido incausado o fraudulento no puede asumir las consecuencias de un despido ilegal y 
perjudicarse económicamente por ello.  Es, por lo anterior, necesario que nuestros máximos 
representantes de justicia ante la falta de norma expresa que habilite el pago de las remuneraciones 
devengadas frente a despidos inconstitucionales, acojan un criterio uniforme que favorezca el 
otorgamiento de medidas de protección equivalentes con la legislación laboral, para poder 
contrarrestar la arbitrariedad de los empleadores y restituir íntegramente los derechos lesionados del 
trabajador.  
 
 García (2016) en su trabajo de tesis “LA EXTENSIÓN DEL PAGO DE 
REMUNERACIONES DEVENGADAS A LA RESTITUCIÓN POR DESPIDO INCAUSADO 
O FRAUDULENTO”, realizado en Trujillo, concluye que: Las remuneraciones devengadas 
derivadas de un proceso de amparo por despido lesivo de derechos o de un proceso laboral por 
nulidad de despido poseen naturaleza restitutoria, por lo que deben extenderse a la reposición por 
despido incausado y fraudulento. Ello, por cuanto la naturaleza jurídica de la remuneración en 
nuestro país se define como el pago que le corresponde al trabajador por la puesta a disposición de 
su actividad, cuyo sustrato también aplica para el caso de las remuneraciones devengadas, mismas 
que poseen la misma naturaleza retributiva que una remuneración propiamente dicha. A esto debe 
sumarse el que los efectos jurídicos de la reposición por despido incausado o fraudulento tienen la 
misma naturaleza jurídica que la reposición por declaratoria de nulidad de despido en tanto que se 
generan efectos jurídicos extintivos del acto de despido y corresponde la restitución del derecho 
retrotrayendo sus efectos hasta el momento de su celebración como una especie de nulidad absoluta 
originada por la afectación de derechos constitucionales. En consecuencia, no existe justificación 
válida para negar el pago de remuneraciones devengadas en los casos del despido incasuado o 
fraudulento, de negarse, se estaría vulnerando no solo la dignidad del trabajador sino también se está 
afectando el principio de igualdad o derecho a un trato igualitario entre justiciables.  
 
  Lavi (2016) en su trabajo de tesis “EL PAGO DE LAS REMUNERACIONES 
DEVENGADAS EN LA JURISDICCIÓN LABORAL”, realizado en Lima, concluye que: Al 
declarar el despido nulo, incausado o fraudulento el cese resulta inexistente debido a que se encuentra 
 19 
 
afecto de nulidad, en consecuencia, el pago de las remuneraciones dejadas de percibir durante el 
tiempo que duró el despido tiene naturaleza restitutoria, por lo que debe ordenarse su pago una vez 
sea declarada la ilegalidad del despido. No obstante, el autor enfatiza que la reposición no genera 
una nueva relación de trabajo y, por tanto, debe considerarse al periodo que duro el despido ilegal 
como laborado, debiéndose ordenar el pago de los conceptos que se suprimieron.  
 
Se concluye, también, que la remuneración debe ser considerada como aquel concepto 
que el trabajador percibe por la puesta a disposición de sus servicios. En vista de ello, una vez 
declarada la ilegalidad del despido, y tras evidenciarse que fue el empleador quien impidió al 
trabajador prestar sus servicios, no solo debe ordenarse la reposición del trabajador, sino también 
debe ordenarse el pago de todos los beneficios que éste dejo de percibir durante el tiempo que duró 
el despido. En suma, el fundamento del pago de las remuneraciones es la puesta a disposición de la 
fuerza de trabajo y no solo el aspecto contraprestativo.  
 
Finalmente, el autor encuentra que el fundamento del despido incausado y fraudulento 
se encuentra en el análisis del derecho fundamental al trabajo realizado por el Tribunal 
Constitucional, mientras que el del despido nulo se encuentra tipificado por la legislación laboral. 
Aunque, en esencia, en ambos casos se hace referencia a la vulneración de derechos fundamentales, 
por lo que al tener la misma naturaleza las consecuencias jurídicas deben ser las mismas. Es así que, 
si el pago de las remuneraciones devengadas es una consecuencia necesaria de la nulidad de despido, 
también resulta debe extenderse al despido incausado y fraudulento en aplicación el principio de 
irrenunciabilidad de derechos. Más aún, el pago de las remuneraciones devengadas es una 
manifestación del principio de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal.  
 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
 
 Pleno jurisdiccional 
“Los plenos jurisdiccionales constituyen una herramienta de gran utilidad en los 
sistemas de justicia, toda vez que favorecen la predictibilidad de las decisiones judiciales. A pesar de 
que los criterios adoptados en estos plenos no pueden ser calificados propiamente como actividad 
jurisdiccional (en la medida que no se origina de la resolución de un conflicto de intereses concretos), 
sirven como doctrina judicial de gran autoridad” (Valderrama et al., 2016). 
 Principios del derecho laboral  
“Líneas directrices que informan algunas normas e inspiran directa e indirectamente una 
serie de soluciones por lo que pueden servir para promover y encausar la aprobación de las normas, 
orientar la interpretación de las existentes y resolver los casos no previstos.” (Pla, 1978). 
Según la Sentencia recaída en el Exp. N° 0008-2005-PI/TC del Tribunal Constitucional, 
fundamento N° 24, 
 los principios del Derecho del trabajo son definidos como “aquellas reglas rectoras que 
informan la elaboración de las normas de carácter laboral, amén de servir de fuentes de inspiración 
directa o indirecta en la solución de conflictos, sea mediante la interpretación, aplicación o 
integración normativa”. 
 Tutela jurisdiccional efectiva 
El Tribunal Constitucional sostiene en la sentencia del Exp. N° 763-205-PA/TC que “la 
tutela judicial efectiva es un derecho constitucional de naturaleza procesal en virtud del cual toda 
persona o sujeto justiciable puede acceder a los órganos jurisdiccionales, independientemente del 
tipo de pretensión formulada y de la eventual legitimidad que pueda o no, acompañarle a su petitorio. 
En un sentido extensivo la tutela judicial efectiva permite también que lo que ha sido decidido 
judicialmente mediante una sentencia, resulte eficazmente cumplido. En otras palabras, con la tutela 
judicial efectiva no sólo se persigue asegurar la participación o acceso del justiciable a los diversos 
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mecanismos (procesos) que habilita el ordenamiento dentro de los supuestos establecidos para cada 
tipo de pretensión, sino que se busca garantizar que, tras el resultado obtenido, pueda verse este 
último materializado con una mínima y sensata dosis de eficacia“. 
 Estabilidad laboral 
“La estabilidad laboral se conceptualiza como aquella protección legal frente a las 
posibilidades de que el empleador extinga unilateralmente la relación laboral por causas no previstas 
en la Ley, apuntando a la permanencia del contrato de trabajo, sustentada en el principio de 
continuidad que se deriva del principio protector, por ende, que el contrato de trabajo tenga la más 
amplia duración.” (Navarrete, 2012). 
 Despido  
Para Neves (2015) el despido es la terminación de la relación laboral por iniciativa del 
empleador, ante un motivo imputable al trabajador.  
Blancas (2006) define al despido como el acto unilateral de la voluntad del empresario 
por virtud del cual éste decide poner fin a la relación de trabajo.  
En tanto que para Montoya (2013) el despido como extinción de la relación laboral, 
fundada exclusivamente en la voluntad unilateral del empleador, además presenta las siguientes 
características:  
 Es un acto unilateral del empleador, para cuya eficacia la voluntad del trabajador es 
innecesaria e irrelevante.  
 Es un acto constitutivo, por cuanto el empresario no se limita a proponer el despido, 
sino que él lo realiza directamente.  
 Es un acto recepticio, en cuanto su eficacia depende de que la voluntad extintiva del 
empleador sea conocida por el trabajador, a quien está destinada.  
 Es un acto que produce la extinción contractual, en cuanto cesan ad futurum los efectos 
del contrato.  
 
 Despido Nulo  
Para, Blancas (2006), menciona que “El despido nulo queda configurado como una 
clase de despido nítidamente diferenciado del despido arbitrario, al que el ordenamiento jurídico 
laboral dispensa la máxima tutela, expresada en la figura de la readmisión (reposición) el trabajador 
en la empresa”.  
Puede decirse, además, que el Despido nulo se produce cuando el despido del trabajador 
es motivado por un acto discriminatorio, en evidente vulneración de sus derechos fundamentales y 
constitucionales. A tal efecto el Art. 29° del TUO del D.L. N° 728 es el encargado de señalar los 
supuestos de la presente tipología. 
 Despido Incausado  
Según Jiménez (2009), el despido incausado se produce cuando se despide el trabajador, 
ya sea de manera verbal o mediante comunicación escrita, sin expresarle causa alguna derivada. Por 
ende, se tiene que para que el trabajador sea despedido debe imputársele una causa justa, además de 
respetarse el procedimiento previo para el despido. 
 Despido fraudulento 
Esta es otra categoría de despidos cuya invalidez proviene del hecho de que el 
empleador utiliza, formalmente, las disposiciones de la ley para justificar un despido que carece de 
justificación real. (Blancas, 2013). 
La sentencia del Tribunal Constitucional STC N° 976-2001-AA/TC, menciona que: se 
configura este supuesto cuando “Se despide al trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el 
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engaño, por ende, de manera contraria a la verdad y rectitud de las relaciones laborales; aun cuando 
se cumple con la imputación de una causa y los cánones procedimentales, como sucede cuando se 
imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o imaginarios o, asimismo, se le 
atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el principio de tipicidad (...) o se produce la 
extinción de la relación laboral con vicio de voluntad (...) o mediante la “fabricación de pruebas”. 
 
 Remuneraciones devengadas 
“Las remuneraciones devengadas abordan el concepto de salarios caídos, significando 
esto que es el importe que debe corresponderle al trabajador sino hubiera sido despedido, es decir, 
no solo las remuneraciones ordinarias, sino las bonificaciones, premios, etc. a más de los incrementos 
que en ese lapso hubieran devenido en obligatorio.” (Plá, 1987) 
 
 Naturaleza jurídica de las remuneraciones devengadas  
 
 Naturaleza remunerativa  
 
Neves (2012) menciona que “las remuneraciones devengadas tienen un carácter 
remunerativo o contraprestativo, pero no se agota en este. En otras palabras, es el pago que 
corresponde al trabajador por la puesta a disposición de su actividad”.  
 
Se arguye, en ese sentido, que los periodos de suspensión imperfecta en los que por 
voluntad ajena a la del trabajador este se ve imposibilitado de prestar sus servicios poseen una esencia 
remunerativa y que, por lo tanto, al proceder la reposición, debería proceder también el pago de las 
remuneraciones devengadas.  
 
 Naturaleza indemnizatoria  
El Dr. De Buen (s.f), refiere que los salarios vencidos: “(…) no es más que la expresión 
reducida de un concepto más amplio, equivalente a indemnización igual al importe de los salarios 
que habría devengado el trabajador. En realidad (…) se trata de una medida indemnizatoria y no, en 
rigor, de una situación especial del salario”.  
Asimismo, el Tribunal Constitucional, como lo veremos más adelante en numerosas 
sentencias, ha reconocido que las remuneraciones devengadas tienen naturaleza indemnizatoria en 
tanto que cumplen una finalidad resarcitoria de un daño patente cometido con el despido. 
 Indemnización por daños y prejuicios 
“Tanto en el caso de incumplimiento de obligaciones cuanto en el de actos ilícitos, el 
perjudicado por ellos tiene derecho a ser indemnizado por el causante de los daños que éste le haya 
ocasionado en forma efectiva y también de las utilidades que haya dejado de percibir por el retardo 
en el cumplimiento de la obligación, o en virtud del acto ilícito cometido.” (Ossorio, 2012). 
Cuando se trata de obligaciones de dar sumas de dinero, el perjuicio causado se traduce 
en intereses. La indemnización por daños y perjuicios está comprendida por daños patrimoniales 
(daño emergente y lucro cesante) y daños extra patrimoniales (daño moral): 
 El daño emergente y el lucro cesante: A decir de Osterling (2003), las pérdidas que 
sufre el acreedor como consecuencia de la inejecución de la obligación corresponden al daño 
emergente y las utilidades que deja de percibir, con motivo de la misma inejecución, corresponden 
al lucro  
 El daño moral: El daño moral es el daño no patrimonial que afecta los derechos de la 
persona o sus valores y pertenecen más a su mundo afectivo que a sus circunstancias económicas. 
En esta misma línea tenemos a Fernández (2000), parte de la idea, que dentro de la figura del daño 
moral se encuentra la frustración al proyecto de vida, el daño psicológico y el daño a la integridad 
física.  
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2.3. GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS  
 
Según Osorio (2012) se tienen las siguientes definiciones: 
 Acuerdo plenario: “Recibe este nombre el que adoptan las diversas salas de la cámara 
de un fuero, reunidas tal efecto, para unificar la jurisprudencia de los tribunales inferiores o de las 
salas mismas, cuando sus sentencias sobre una misma cuestión son divergentes”. 
 
 Acto Pluriofensivo de derechos: Dígase del efecto de un acto que compromete de 
forma vejatoria dos o más derechos. 
 
 Contrato de trabajo: “Esta institución ha sido definida por Cabanellas como ‘el que 
tiene por objeto la prestación continuada de servicios privados y con carácter económico, y por el 
cual una de las partes da una remuneración o recompensa, a cambio de disfrutar o de servirse, bajo 
su dependencia o dirección, de la actividad profesional de otra’. 
 
 Efectos jurídicos: “Aplicada al Derecho, varía notablemente el sentido de la palabra 
efecto; así, Hans Kelsen considera efectos de los actos jurídicos las consecuencias que, según las 
normas, “deben producir”.  Por ejemplo, dado el delito, “debe ser” la sanción; dado el contrato, debe 
convenirse la obligación. Pero distingue claramente el campo de la causalidad (campo del ser, de la 
naturaleza, de lo que de hecho sucede), del campo de la imputación (campo del deber ser, de las 
prescripciones normativas); en el primero, dada la causa, se produce indefectiblemente el efecto; en 
el segundo, dada la causa, la norma dispone que “debe” darse el efecto, lo cual no nos indica que de 
hecho así suceda, sino que así está dispuesto”. 
 
 Jurisdicción laboral: “La que tramita y resuelve, donde tiene independencia 
jurisdiccional, los juicios derivados de conflictos de Derecho entre trabajadores y empresarios”. 
 
 Métodos de interpretación de la ley laboral: “Con respecto a ella cabe decir también 
que, como en lo que se refiere a la ley penal, las normas interpretativas son las generales de aplicación 
a las demás ramas del Derecho, con la sola diferencia de que cualquier duda que surja en la 
interpretación de un precepto de índole laboral, debe ser resuelta en pro del trabajador”. 
 
 Pretensión principal: Derecho que se aduce para obtener algo o ejercer un título 
jurídico y en torno al cual gira la demanda. 
 
 Proceso de reposición laboral: Tutela procesal que busca el retorno del trabajador a su 
antiguo puesto de trabajo, dándose preferencia a la continuidad del contrato y a la conservación de 
las mismas condiciones laborales originales. 
 
 Trabajador: “Según el Diccionario de la Academia se llama así la persona que trabaja. 
También, sinónimo de obrero y de jornalero. En el Derecho del Trabajo es uno de sus sujetos”. 
 
 Suspensión del contrato: “Interrupción de la prestación efectiva de labores sin que ello 
signifique la terminación de la relación laboral. Al tener naturaleza temporal se mantiene vigente el 
contrato interrumpiéndose únicamente las obligaciones principales de las partes (si la suspensión es 
perfecta), o solo la que corresponde al trabajador (si la suspensión es imperfecta).” (Valderrama et 
al., 2016)  
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2.4. MARCO REFERENCIAL 
 
2.4.1. El Pleno jurisdiccional 
 
2.4.1.1. Definición  
 
Según la definición ofrecida por la “Guía Metodológica de Plenos Jurisdiccionales”, 
aprobada por el Consejo Ejecutivo Del Poder Judicial, los Plenos Jurisdiccionales:  
 
“(…) constituyen reuniones de Magistrados de la misma especialidad, de una, algunas 
o todas las Cortes Superiores de Justicia del país, orientadas a analizar situaciones problemáticas 
relacionadas al ejercicio de la función jurisdiccional; con la finalidad que mediante su debate y 
posteriores conclusiones se determine el criterio más apropiado para cada caso concreto.” (Centro de 
Investigaciones Judiciales [CIJ], 2008). 
 
De este modo, se tiene que es el Centro de Investigaciones Judiciales (CIJ), órgano de 
apoyo del Poder Judicial, el encargado de realizar plenos jurisdiccionales nacionales, regionales o 
distritales para lograr la predictibilidad de las resoluciones judiciales a partir de propiciar la 
generación de los criterios más apropiados para la problemática que los convoca, previo debate, 
internalización, reflexión y contemplación de las distintas aristas problmáticas. 
 
2.4.1.2. Objetivos 
 
A decir del precitado documento del CIJ (2008), los objetivos perseguidos por los 
Plenos Jurisdiccionales son los siguiente: 
 
 “Lograr la predictibilidad de las resoluciones judiciales mediante la unificación de 
criterios jurisprudenciales de los Magistrados de las distintas especialidades integrantes de las Cortes 
Superiores de Justicia de la República, para evitar fallos contradictorios en aras de reducir el margen 
de inseguridad jurídica.  
 
 Mejorar la calidad del servicio de impartición de justicia, atendiendo eficaz y 
eficientemente los procesos judiciales, que redunde en la disminución de la carga procesal de los 
juzgados y salas especializadas del país.  
 
 Promover la capacitación constante de los Magistrados de la República, mediante la 
implementación de talleres, conferencias magistrales y charlas en los eventos a organizarse.  
 
 Difusión de los Acuerdos Plenarios a nivel nacional mediante la publicación de los 
mismos; bajo la coordinación de la Comisión de Magistrados correspondiente y el Centro de 
Investigaciones Judiciales.  
 
 Mejorar el nivel de confianza ciudadana en el sistema de administración de justicia”. 
 
2.4.1.3. Tipos de plenos jurisdiccional  
 
En el país se puede afirmar que se llevan a cabo dos tipos de plenos: 
 
 Plenos Jurisdiccionales Supremos, desarrollados a instancias de los jueces de la Corte 
Suprema de Justicia, y 
 
 Plenos Jurisdiccionales Superiores, cuya organización recae en el CIJ y en las Cortes 
Superiores de Justicia del país; siendo que, dependiendo de los distritos judiciales participantes y de 
 24 
 
la envergadura geográfica que comprendan, estos pueden ser a su vez: Plenos Jurisdiccionales 
Distritales y Plenos Jurisdiccionales Regionales y Nacionales.  
 
2.4.1.4. Marco legal  
 
El marco normativo que regula lo concerniente a los Plenos Jurisdiccionales se 
encuentra constituido sobre la base de dos dispositivos normativos: La Ley Orgánica del Poder 
Judicial y la ya mencionada Guía Metodológica de Plenos Jurisdiccionales aprobada por el Consejo 
Ejecutivo Judicial.  
 
 Artículo 116 del Decreto Supremo N° 017-93-JUS, Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) 
 
 “Plenos jurisdiccionales. 
 
 Artículo 116.- Los integrantes de las Salas Especializadas, pueden reunirse en plenos 
jurisdiccionales nacionales, regionales o distritales a fin de concordar jurisprudencia de su 
especialidad, a instancia de los órganos de apoyo del Poder Judicial”. 
 
 Guía Metodológica de Plenos Jurisdiccionales: 
 
“En esta herramienta metodológica se precisa los procedimientos a seguir por las 
Comisiones de Magistrados de los Plenos Jurisdiccionales para la preparación, ejecución y difusión 
de los Plenos Jurisdiccionales Distritales, Regionales, Nacionales y Distritales, en coordinación con 
el CIJ.” (Equipo de Investigaciones de Soluciones Laborales, 2017). 
 
 Artículo 22 del Decreto Supremo N° 017-93-JUS, Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) 
 
“Artículo 22.- Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República 
ordenan la publicación trimestral en el diario oficial El Peruano de las Ejecutorias que fijan principios 
jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento, en todas las instancias judiciales”. 
 
Lo cual, indica que, para el caso de los Plenos Jurisdiccionales Supremos, “los 
principios jurisprudenciales que se acuerden por el Supremo Tribunal deben ser invocados por los 
magistrados de todas las instancias judiciales, cualquiera que sea su especialidad, como precedente 
de obligatorio cumplimiento” (Equipo de Investigaciones de Soluciones Laborales, 2017). 
 
2.4.1.5. Etapas del desarrollo de un pleno jurisdiccional 
 
Según lo indicado en el informe del equipo de investigación de Soluciones Laborales (2017), y en 
concordancia con la Guía Metodológica para la realización de los Plenos Jurisdiccionales, las tres 
etapas de desarrollo de los plenos son las siguientes:  
 
 Informativa: Se conduce la exposición fundamentada y doctrinaria de las situaciones 
problemáticas, misma que se produce mediante conferencias, conversatorios, lecturas comentadas, 
entre otros; a cargo del expositor o expositores invitados y bajo la dirección moderador. 
 
 Elaborativa: Comprenden la ejecución de trabajos de talleres sobre problemas o 
cuestiones y concluirá con las proposiciones pasibles de debate plenario. 
 
 Deliberativa y resolutiva: Realizada en la Sesión Plenaria, constituye la etapa más del 
Pleno Jurisdiccional. se someterán a debate las sesiones alcanzadas en la etapa, luego de la cual se 
procederá a la votación para la adopción de los Acuerdos Plenarios. 
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2.4.1.6. El acuerdo Plenario y sus efectos 
 
El Acuerdo Plenario es el acuerdo de voluntades al que arriban los magistrados 
participantes del pleno respecto del sentido, interpretación y aplicación de una o más normas de 
carácter sustantivo o procedimental relativas a los temas objeto de debate del Pleno Jurisdiccional. 
 
A fin de que una posición constituya Acuerdo Plenario, debe alcanzar unanimidad o 
mayoría simple de los votos emitidos por el total de magistrados superiores o de los vocales 
superiores participantes en el Pleno, según se trate de un pleno distrital o regional, respectivamente. 
 
De presentarse empate en la votación, el Presidente de la Comisión tendrá voto 
dirimente y en caso de no existir Acuerdo Plenario, las posiciones quedarán registradas, debiéndose 
indicar el número de votos a favor, en contra y las abstenciones si las hubiera. 
 
En cuanto a los efectos, si bien los acuerdos adoptados en el Acta de Sesión de los 
Plenos Jurisdiccionales Superiores no son vinculantes para la resolución de un caso concreto, 
orientan a los magistrados en el ejercicio de su función jurisdiccional 
 
“Sin embargo, las decisiones que emanan los Plenos Jurisdiccionales Supremos (o 
casatorios) que también persiguen la unificación de la línea jurisprudencial de las diferentes Salas 
Especializadas de la Corte Suprema de Justicia sí constituyen precedente vinculante no solo en el 
seno de esta máxima instancia judicial (precedente horizontal), sino también para los demás órganos 
jurisdiccionales inferiores (precedente vertical) según lo previsto en el artículo 400° del Código 
Procesal Civil”. (Equipo de Investigaciones de Soluciones Laborales, 2017). 
 
 
2.4.2. El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
 
2.4.2.1. Definición 
 
A decir de Priori  (2003) “es el derecho que tiene todo sujeto de derecho de acceder a 
un órgano jurisdiccional para solicitar la protección de una situación jurídica que se alega que está 
siendo vulnerada o amenazada a través de un proceso dotado de las mínimas garantías, luego del cual 
se expedirá una resolución fundada en Derecho con posibilidad de ejecución”.  
 
Así pues, nuestro Tribunal Constitucional sostiene en el Fundamento N° 6 de la 
Sentencia recaída en el Exp. N° 763-2005-PA/TC que “la tutela judicial efectiva es un derecho 
constitucional de naturaleza procesal en virtud del cual toda persona o sujeto justiciable puede 
acceder a los órganos jurisdiccionales, independientemente del tipo de pretensión formulada y de la 
eventual legitimidad que pueda o no, acompañarle a su petitorio.  
 
Indica, además, que la tutela jurisdiccional efectiva “(…) permite también que lo que 
ha sido decidido judicialmente mediante una sentencia, resulte eficazmente cumplido. (…) no sólo 
se persigue asegurar la participación o acceso del justiciable a los diversos mecanismos (procesos) 
que habilita el ordenamiento dentro de los supuestos establecidos para cada tipo de pretensión, sino 
que se busca garantizar que, tras el resultado obtenido, pueda verse este último materializado con 
una mínima y sensata dosis de eficacia“. 
 
2.4.2.2. Naturaleza Constitucional de la tutela jurisdiccional efectiva 
 
El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva posee un estatus de derecho fundamental, 
puesto que “(…) es fundamental para la propia efectividad de los derechos, toda vez que estos 
últimos, frente a situaciones de amenaza o agresión, siempre dependen de su plena realización” 
 26 
 
(Marinoni, 2007); esto es, que el precitado constituye un derecho inalienable a la propia naturaleza 
del sujeto, cuyo mérito recae en reafirmar y materializar el contenido de los otros derechos. 
 
 Lo anterior, sin duda, sirvió de base para el constituyente que le recogió de forma 
taxativa en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política de 1993, conforme al cual: 
 
“Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
 
(...) 3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional”. 
Este solo hecho supone, según Priori (2003), una serie de consecuencias, entre las que 
podemos mencionar las siguientes: 
 
 Posee una doble naturaleza, “por un lado, desarrolla una función en el plano subjetivo 
actuando como garantía del individuo; y por otro, desarrolla una función en el plano objetivo, 
asumiendo una dimensión institucional al constituir uno de los presupuestos indispensables de un 
Estado Constitucional” (Priori, 2003). 
 
 Constituye un derecho que se superpone a todos los poderes públicos del Estado. 
 
 La exigibilidad de este derecho no está compelida a la existencia previa de una norma 
legal específica. 
 
 Los jueces están obligados a inaplicar las normas que lesionen o amenacen la tutela 
jurisdiccional efectiva de derechos. Asimismo, toda norma del ordenamiento jurídico debe 
interpretarse a la luz del contenido de la tutela. 
 
 Cualquier acto que lesione o amenace el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es 
pasible la interposición de una demanda de amparo. 
 
2.4.2.3. La tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso 
 
Aunque el contenido pareciera ser análogo entre ambos, es necesario indicar que el 
derecho al debido proceso y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se tratan, en efecto, de 
derechos distintos, aunque íntimamente relacionados. De ahí que el constituyente peruano, como 
hemos visto en el apartado anterior, si bien los ha recogido en el mismo inciso, ha cuidado de 
mencionarlos de modo independiente.  
 
En primera instancia, a objeto de apreciar mejor la referida diferencia entre ambos 
derechos, a la definición que se ha expuesto de derecho a la tutela judicial debe añadirse lo acotado 
por Eguiguren (1999) cuando indica que la tutela comprende tres aspectos esenciales: el primero 
respecta a un derecho de los justiciables de acción y acceso real, libre, amplio e irrestricto a la 
prestación jurisdiccional del órgano estatal competente. El segundo remite a que la atención de las 
pretensiones se desarrolle conforme a las reglas del debido proceso. El tercer aspecto corresponde a 
la efectividad de la sentencia, la cual debe estar arreglada a derecho en forma y contenido.  
 
De otro lado, el derecho al debido proceso es definido como aquel derecho 
fundamental de carácter instrumental compuesto, a su vez, por un conjunto de derechos consagrados 
a la defensa del individuo en lo que a su dignidad, libertad y derechos individuales pudiera verse 
afecto, ya sea por la deficiente, insuficiente o nula existencia de un proceso, o porque un tercero 
pretende hacer uso abusivo de tales derechos. (Bustamante, 2001). 
 
Tal y como se observa, el derecho al debido proceso también está constituido por las 
garantías mínimas comprendidas en la tutela jurisdiccional efectiva, como el derecho de defensa, el 
derecho a la motivación de las resoluciones judiciales y el derecho a la ejecución de las decisiones 
 27 
 
jurisdiccionales. No obstante, las diferencias entre ambos estriban en su origen, dado que provienen 
de distintas tradiciones jurídicas.  
 
Así pues, el debido proceso, asentado en la tradición anglosajona del common law, ha 
ido evolucionando a partir del desarrollo jurisprudencial por lo que posee un contenido amplio, 
atendiendo a que es aplicable a ámbitos jurisdiccionales y no jurisdiccionales; mientras que, la tutela 
jurisdiccional efectiva, originada en la tradición del derecho romano germánico, se desarrolló a partir 
de los avances doctrinarios y legislativos y posee un contenido ideado en función de que el ámbito 
en el que se aplica es aquél donde interviene la función jurisdiccional. (Priori, 2003). 
 
2.4.2.4. Contenido del derecho de tutela jurisdiccional efectiva 
 
Dada la compleja composición del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, conviene 
detallar los derechos que lo conforman y dotan de contenido constitucional. Tales derechos, a decir 
de Priori (2003), se condicen a cada momento del iter procesal y se ordenan del siguiente modo:  
 
 Derecho al acceso a los órganos jurisdiccionales  
 
Todo ciudadano tiene el derecho inalienable de poder gozar de la libertad y las garantías 
que le permitan acudir a un órgano juridiccional a fin de solicitar, en condiciones de igualdad con los 
demás ciudadanos, la tutela que considere oportuna ante la posibilidad de que sus derechos se hayan 
visto afectados, conculcados, disminuidos o inaplicados.  
 
Aquello, enerva el que los sujetos tengan la posibilidad de formular cualquier tipo de 
pretensión, independientemente de su fundamento u objeto, al tiempo que los requisitos de carácter 
procesal que los justiciables deben cumplir sean interpretados de la manera más favorable posible a 
su admisión, teniendo la posibilidad de la subsanación de los defectos advertidos. Dado que, “si no 
se permite este acceso o éste se restringe, entonces, ello sería lo mismo que admitir que el Estado no 
tiene ningún interés en tutelar determinado derecho”. 
 
 Derecho a un proceso con las garantías mínimas 
 
A los justiciables que solicitan la tutela de sus derechos ante un órgano jurisdiccional 
les asiste el respeto de garantías mínimas tales como el juez natural (tercero dirimente e imparcial 
que conozca su causa), el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (lo cual se relaciona con el 
plazo razonable para resolver las pretensiones incoadas en un proceso sin obstaculización que anule 
el carácter efectivo de la tutela), el derecho a la asistencia de letrado y el derecho de defensa (derecho 
de acción, contradicción, presunción de inocencia, debido proceso, debida motivación de 
resoluciones, etc.). 
 
 Derecho a una resolución fundada en derecho 
 
Al termino de las instancias que componen el proceso, el órgano jurisdiccional debe 
expedir una resolución que termine el proceso, y, con este, el conflicto que le originó. Las 
resoluciones deben ser motivadas, razonables, coherentes y justas.  
 
 Derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales 
 
El cumplimiento y ejecución de las decisiones judiciales firmes involucran una 
necesidad urgente para la concretización de la justicia pretendida por las partes de un proceso, por lo 
que no basta únicamente el acceso a la justicia, sino que el sujeto que solicita la tutela debe contar 
con las herramientas necesarias para consumar los efectos de la sentencia, debiendo el órgano 
jurisdiccional llevar a cabo los actos necesarios para cumplir con su propio pronunciamiento. 
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2.4.3. Principios del Derecho del Trabajo 
 
2.4.3.1. Definición 
 
Los principios del derecho del trabajo son las “líneas directrices que informan algunas 
normas e inspiran directa o indirectamente una serie de soluciones por lo que pueden servir para 
promover y encauzar la aprobación de nuevas normas, orientar la interpretación de las existentes y 
resolver los casos no previstos” (Plá, 1978). 
 
Asimismo, tales principios son definidos por De Castro, tal y como es citado por Plá 
(1978), como “aquellas líneas directrices o postulados que inspiran el sentido de las normas laborales 
y configuran la regulación de las relaciones de trabajo con arreglo a criterios distintos de los que 
pueden darse en otras ramas del Derecho”.  
 
Según el Fundamento N° 20 de la sentencia recaída en el Exp. N° 0008-2005-PI/TC del 
el Tribunal Constitucional, los principios del Derecho del trabajo son “aquellas reglas rectoras que 
informan la elaboración de las normas de carácter laboral, amén de servir de fuentes de inspiración 
directa o indirecta en la solución de conflictos, sea mediante la interpretación, aplicación o 
integración normativa”. 
 
Es necesario recalcar que tales principios son exclusivos del derecho del trabajo. De ahí 
que su interpretación, así como aplicación en consonancia con el ordenamiento jurídico, siguen una 
lógica que resulta ajena a otras ramas del derecho debido al enfoque social que lo atraviesa y a la 
especial relación asimétrica que existe entre las partes conformadas por el empleador y el trabajador. 
  
El ordenamiento constitucional vigente recoge algunos de los principios más 
importantes del derecho del trabajo en el Art. 26°: 
 
“Art. 26 Constitución Política del Perú 
 
Principios que regulan la relación laboral: 
 
En la relación laboral se respetan los siguientes principios: 
 
1. Igualdad de oportunidades sin discriminación. 
2. Carácter   irrenunciable   de   los   derechos   reconocidos   por   la 
Constitución y la Ley. 
3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el sentido 
de una norma”. 
 
No obstante a lo anterior, si bien la naturaleza rectora, directriz y de basamento que 
poseen los principios del derecho de trabajo hacen que no sea un imperativo el que una norma les 
recoja en su texto para que estos cobren o dejen de tener vigencia; acorde al propósito de la presente 
investigación, es menester que el desarrollo teórico de este trabajo se enfoque exclusivamente en 
aquellos principios que guardan una relación directa con el despido lesivo de derechos fundamentales 
y el pago de las remuneraciones devengadas.  
 
Frente a tal consideración, es también urgente declarar que, aunque los principios que a 
continuación se tratarán pertenecen al ordenamiento laboral sustantivo, su aplicación alcanza a la 
parte adjetiva de la materia mediante los métodos de interpretación e integración del derecho que los 
jueces apliquen a fin de suplir los vacíos existentes en nuestro ordenamiento laboral y, a partir de 
ello, mejor resolver una causa que sin duda posee un componente sensible y social.  
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2.4.3.2. Principio Pro operario 
 
Dentro de la doctrina laboral, para tratadistas como Plá (1978) el principio pro operario 
consiste en una regla que, a su vez, materializa al principio protector, el cual, atendiendo a las brechas 
de desigualdad material que obran entre el trabajador y el empleador (relación asimétrica de poder, 
diferencia patente de medios logísticos y económicos para enfrentar un proceso, asimetría de la 
información, entre otros) establece un amparo preferente a una de las partes: la representada por el 
trabajador, en este caso la parte económica más débil de la relación de trabajo. Ello con la finalidad 
de equilibrar la relación procesal. 
 
De manera que el principio protector se expresa en tres reglas de aplicación general 
tanto en el derecho del trabajo sustantivo como en el procesal: 
 
 La regla del “in dubio pro operario”: En la que el juez e intérprete al tener que elegir 
entre varios sentidos distintos de una norma, debe preferir el que sea más favorable al trabajador. 
 
 La regla de la norma más favorable: Que refiere al operador jurídico que, en el caso de 
concurrir más de una norma aplicable, deberá optarse por la que sea más favorable al trabajador. 
 
 La regla de la condición más beneficiosa: Que señala que la aplicación de una nueva 
norma laboral nunca debe servir para medrar las condiciones más favorables en las que pudiera 
encontrarse un trabajador (aunque, en el caso peruano, tal condición se aplica en los hechos no 
normativa dado que, en los temas legislativos, se aplica la teoría de los hechos cumplidos y no la de 
los derechos adquiridos). 
 
Como se ha visto, el artículo 26° de nuestra Constitución Política el Perú señala que 
ante una duda insalvable sobre el sentido de una norma de naturaleza laboral debe optarse por la 
interpretación que resulte más favorable o beneficiosa al trabajador.  
 
A este respecto, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en sentencia recaída en 
el Exp. N° 0013-2002-AI/TC, ha precisado aún más los alcances y limitaciones de este principio y 
ha señalado que fija un criterio de interpretación irremediablemente utilizable en materia laboral, 
supeditado a la existencia de una duda insalvable sobre el sentido de una norma legal. 
 
2.4.3.3. Principio de irrenunciabilidad de derechos 
 
Para el jurista Plá (1978), la irrenunciabilidad de derechos consiste en “la imposibilidad 
jurídica de privarse voluntariamente de una o más ventajas concedidas por el derecho laboral en 
beneficio propio”. 
 
El trabajador no puede renunciar ni disminuir por voluntad propia los derechos 
establecidos en su favor por el ordenamiento jurídico, ya sea que se tratase de una norma de rango 
constitucional, una ley o en mérito de convenios colectivos. Dicho mandato imperativo sanciona con 
nulidad las trasgresiones y vincula al empleador a respetar el contenido de los derechos y 
prerrogativas que poseen los trabajadores.  
 
La Constitución peruana establece en el inciso 2 de su artículo 26º, la irrenunciabilidad 
e indisponibilidad de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley. Sin embargo, no se 
pronuncia taxativamente a cerca de los convenios colectivos suscritos entre los sindicatos y el 
empleador. Aun así, es menester indicar que los acuerdos alcanzados por la vía de la negociación 
colectiva poseen una naturaleza normativa dado que son fuentes del derecho de trabajo al ser ley 
entre las partes, lo cual significa que los beneficios obtenidos, si bien pueden ser objeto de revisión, 
modificación o ampliación, de ningún modo pueden ser utilizados para empeorar, lesionar o 
precarizar las condiciones de los trabajadores, ello por cuanto tal negociación opera dentro de un 
margen de disponibilidad que tiene como prohibición cualquier reforma en peor que trasgreda el 
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carácter de indisponibilidad e irrenunciabilidad de los derechos fundamentales. De este modo, se 
concluye que los convenios colectivos no pueden erigirse en vías para desmantelar o cercenar los 
avances en materia de derechos que beneficien a los trabajadores. 
 
El máximo intérprete de la Constitución en el Fundamento N° 24 de la Sentencia N° 
0008-2005-PI/TC establece que además de lo ya revisado también tienen carácter de irrenunciables 
los derechos reconocidos por los tratados de Derechos Humanos al comprender el estándar mínimo 
de derechos que todo Estado debe garantizar a sus ciudadanos. Por lo que, tal y como lo indica el 
artículo V del Código Civil, la renuncia a tales derechos sería nula y sin efecto legal alguno. 
 
En paralelo, la referida sentencia precisa el que un derecho de naturaleza laboral puede 
provenir de una norma dispositiva, la misma que suple o interpreta una voluntad no declarada y que, 
al mismo tiempo, otorga a los trabajadores la posibilidad de disponer sobre la conveniencia de un 
derecho dentro del marco de la Constitución y la ley; o de una norma taxativa, en tanto que es aquella 
que ordena y dispone sin tomar en cuenta la voluntad de los sujetos de la relación laboral. Siendo 
que la irrenunciabilidad opera en el caso de tales normas taxativas y se sanciona con la invalidez la 
transgresión de esta pauta sin basilar. (Neves, 2003). 
 
Así también, la irrenunciabilidad se instituye en un mecanismo de protección del 
trabajador debido a que al constituir la parte más debil de la relación de trabajo podría verse orillado 
de mutuo propio, por injerencia de terceros jerarquicamente superior a ellos o, por el propio 
empleador del que dependen, para  que renuncie de modo unilateral e irrevocable de buena parte de 
las prerrogativas que los tratados, constitución, ley y ordenamiento público le conceden.  
 
2.4.3.4. Principio de continuidad 
Este principio es definido por Plá (1978) como: “(…) la tendencia actual del derecho 
del trabajo de atribuirle la más larga duración a la relación laboral desde todos los puntos de vista y 
en todos los aspectos”. 
Mediante el principio de continuidad “se establece un vínculo duradero entre las partes 
que forman parte de la relación laboral; es decir, al celebrarse el contrato de trabajo, se presume que 
existe una vocación entre las partes involucradas en el sentido de que tal relación se conserve en el 
tiempo, por un periodo indeterminado o indefinido”. (Zavala, 2009). 
En consecuencia, puede aseverarse que “el principio de continuidad de la relación 
laboral impone limitaciones tanto a la contratación temporal como al despido no justificado, ya que 
ese principio confluye con el de causalidad, en virtud del cual la duración del contrato debe ser 
garantizada mientras subsista la fuente que la originó”. (Pacheco, 2015). 
La Corte Suprema de Justicia de la República manifestó en la Casación N° 960-2006-
Lima que el principio de continuidad es aquella regla “en virtud de la cual el contrato de trabajo se 
considera como uno de duración indefinida resistente a las circunstancias que en ese proceso pueda 
alterar tal carácter (…) a   pesar   que   determinadas   circunstancias   puedan aparecer como razón 
o motivo de su terminación como en el caso de despidos violatorios de los derechos constitucionales, 
cuya sanción al importar la reconstitución jurídica de la relación de   trabajo   como   si   esta   nunca   
hubiese   interrumpido, determinada no solo por el derecho del trabajador al ser reincorporado al 
empleo, sino también a que se le reconozcan todos aquellos derechos con contenido económico, cuyo 
goce le hubiese correspondido durante el periodo que duró su cese de facto (…)”. 
En aplicación del llamado principio de continuidad, señala la Casación N° 2144-2005- 
Lima, el contrato de trabajo perdura en el tiempo y no puede ser afectado o concluido por 
circunstancias distintas a las fijadas en la ley, menos si se trata de violaciones de derechos 
constitucionales. 
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2.4.3.5. Principio de igualdad de trato y no discriminación 
 
Este principio se encuentra regulado en nuestra Constitución de forma general, en el 
inciso 2 del artículo 2°, y de forma específica al derecho de trabajo, en el inciso 1 del artículo 26º.  
Respecto de su contenido amplio o general la Corte de Vértice en su Sentencia contenida 
en el Exp. N° 0018-1996-AL/TC, manifiesta que “el principio de igualdad  (…) no solo exige, para 
el tratamiento desigual en la aplicación de la ley a las personas, que la finalidad sea legítima, sino 
que los que reciban el trato desigual sean en verdad desiguales; que los derechos personales a la 
dignidad, a la integridad física, psíquica y moral, al libre desarrollo y bienestar adecuado, al 
desarrollo de la vida y a no ser víctima de violencia ni sometido a trato humillantes, son derechos 
constitucionales aplicables a todo ser humano. Sin que interese su grado de educación, sus 
costumbres, su conducta o su identidad cultural. En lo que respecta a estos derechos fundamentales, 
todas las personas son iguales, y no debe admitirse, en algunas personas y en otras no, la violación 
de estos derechos”. 
No obstante, debe tenerse en cuenta que la igualdad concebida desde el derecho laboral 
no es una igualdad meramente formal o abstracta, como aquella que reclama el liberalismo clásico y 
un sector de la tradición civilista; sino que se configura como un igualdad real o material que desde 
el Derecho Social intenta nivelar un conjunto de relaciones de por sí antitéticas y desiguales como 
las que se suscitan dentro del ámbito laboral entre patrón y trabajadores. De ahí que se ha señalado 
con acierto que el derecho del trabajo es un corpus “desigualador o compensatorio”. (Ermida, 2011). 
En el segundo caso, y teniendo en cuenta el sentido de igualdad líneas arriba referido, 
el Tribunal Constitucional en el Fundamento N° 23 de la Sentencia signada con el Exp. N° 0008- 
2005-AI/TC establece además que “esta regla de igualdad asegura, en lo relativo a los derechos 
laborales, la igualdad de oportunidades de acceso al empleo (...).  La igualdad de oportunidades -en 
estricto, igualdad de trato- obliga a que la conducta, ya sea del Estado o los particulares, en relación 
a las actividades laborales, no generen una diferenciación no razonable y, por ende, arbitraria. En ese 
sentido, la discriminación aparece en cuanto se afecta al trabajador en sus características innatas 
como ser humano (lo propio y privativo de la especie), o cuando se vulnera la cláusula de no 
discriminación contenida en la constitución”. 
 
2.4.4. Estabilidad laboral 
 
2.4.4.1. Origen  
 
El origen de la estabilidad laboral ha sido ampliamente estudiado en la doctrina y este 
se ubica de forma inequívoca en la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 al 
proclamar, de forma pionera y que serviría de modelo para el resto de ordenamientos 
latinoamericanos, que el empleador que despidiese a un trabajador sin causa justificada o por la 
integración de este a una asociación, sindicato o a la participación de una huelga licita deberá cumplir 
el contrato (reponerlo) o indemnizarlo, dejando la consecuencia idónea a elección del trabajador 
afectado. (Blancas, 2013). 
Pese a ello, y aun cuando varios países latinoamericanos habían incorporado de manera 
progresiva el derecho a la estabilidad laboral, es recién hasta 1982 con la suscripción y entrada en 
vigencia (1985) del Convenio OIT 158 que los Estados parte vieron incorporado al precitado derecho 
desde las instancias supranacionales, en tanto que garantía fundamental tal y como es establecida en 
su Artículo 4: 
“No se pondrá término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que exista para 
ello una causa justificada relacionada con su capacidad o su conducta o basada en las necesidades de 
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funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio”. (Organización Internacional de Trabajo 
- OIT, 1982) 
Como puede apreciarse, el Convenio recoge las medidas de anulación del despido y 
subsecuente readmisión al centro de labores o pago de suma indemnizatoria, ambas a elección del 
trabajador; pero lo establece en un marco mínimo que permita la adaptabilidad del supuesto a los 
diferentes ordenamientos legales de los Estado parte. (Blancas, 2013). 
2.4.4.2. Fundamentos del Derecho a la Estabilidad Laboral 
 
 El derecho al trabajo 
 
El tratadista Néstor de Buen, citado por Blancas (2013), refiere que el derecho al trabajo 
se manifiesta en, primer término, al derecho a acceder a un empleo, y, en segundo término, al derecho 
de conservarlo, es decir, a no ser despedido sin que para ello medie causa justa. Y es respecto del 
segundo aspecto del derecho al trabajo que De Buen sugiere que puede sintetizarse en la siguiente 
fórmula: “todo trabajador tiene derecho a conservar el empleo salvo que hubiera causa justa para 
privarlo de él. Este principio se identifica como el de la estabilidad del empleo”.  
 
En consonancia con lo desarrollado por la doctrina internacional, el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, también denominado Protocolo de San Salvador, no solo consagra el derecho a la 
estabilidad laboral en su dimensión más tradicional y básica (acceso al empleo), sino que recoge 
también el derecho a la conservación y permanencia en el empleo por parte del trabajador. 
 
En el caso del Perú, la Constitución Política de 1979 en su artículo 42°, declaraba al 
derecho al trabajo como un deber social, llegándolo a incluir dentro de los fundamentos del Estado 
y del régimen económico, lo que se condecía con la tendencia social predominante en el espíritu del 
constituyente. Posteriormente, si bien se atenuó el viso social en la Constitución predecesora, la de 
1993, en el artículo 22° se consagró al trabajo en una doble dimensión de deber y derecho. Y es 
precisamente en dicho contexto que en el año de 1995 el Perú se adhirió al Protocolo de San Salvador, 
dispositivo que a partir de su ratificación adquirió fuerza vinculante y, por tanto, conforma desde 
entonces “el bloque de constitucionalidad” que le dota de una observancia obligatoria en materia de 
derechos humanos., según lo decidido por el Tribunal Constitucional en la Sentencia del Exp. N° 
0025-2005-PI/TC y N° 0026-2005-PI/TC. (Blancas 2013). 
 
 El principio de continuidad 
 
Como se ha referido en el apartado correspondiente a los Principios del derecho del 
trabajo de la presente investigación, el principio de continuidad implica “la tendencia actual del 
derecho del trabajo de atribuirle la más larga duración a la relación laboral desde todos los puntos de 
vista y en todos los aspectos (Plá, 1978).  
 
Conviene, entonces, mencionar los principales alcances del principio de continuidad: 
 
 Preferencia por los contratos de duración indefinida. 
 Amplitud para las transformaciones del contrato. 
 Facilidades en que se haya incurrido. 
 Resistencia a admitir la rescisión unilateral del contrato por voluntad patronal. 
 Prolongación del contrato en casos de sustitución del empleador. 
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 Garantía de los derechos colectivos 
 
Siguiendo a Blancas (2018), al asegurarse la permanencia del trabajador, en tanto que 
la conservación de su empleo contribuye a su percepción de seguridad y estabilidad, le garantiza el 
ejercicio de sus derechos colectivos y libertades de carácter sindical, sin temor a represalias por parte 
del empleador, dado que, de ocurrir estas, el trabajador queda facultado a solicitar tutela 
jurisdiccional efectiva para salvaguardar la lesión a sus derechos fundamentales.  
 
Por consiguiente, la estabilidad laboral y su régimen de protección adecuado sustentan 
el fortalecimiento de las instituciones gremiales y sindicales al fortalecer el trabajo de organización, 
el ejercicio de las atribuciones necesarias para la huelga, la negociación colectiva, la 
representatividad democrática, y ello redunda finalmente en una mejoría en los beneficios colectivos 
e individuales que los trabajadores pueden conseguir.  
 
2.4.4.3. Clases de estabilidad laboral 
 
 Estabilidad relativa 
A decir de Plá (1978), “la estabilidad relativa (…) se configura en los restantes casos en 
que existe protección contra el despido, pero ella no llega a asegurar la reincorporación efectiva del 
trabajador”.  
De consistir las medidas reparadoras en el pago de una indemnización compensatoria 
del despido incausado, y, al mismo tiempo, de corresponder dicha indemnización en una reparación 
económica, se debe hablar entonces de una "estabilidad relativa". (Blancas, 2013). 
 Estabilidad laboral absoluta 
La estabilidad laboral absoluta “se caracteriza por asegurar la reincorporación efectiva 
del trabajador sin que el empleador pueda negar ese reingreso.” (Plá, 1978). 
Por ende, cuando el empleador carece de una potestad que le autorice al despido de un 
trabajador y quede limitado a ejercerlo como derecho condicionado a la existencia de una causa justa, 
el régimen es de estabilidad laboral. “El carácter "relativo" o "absoluto" de este, no deriva de la 
necesidad de la causa justa para el despido, pues si la legislación prescinde de tal exigencia 
simplemente no hay estabilidad, sino de la eficacia protectora de las medidas de reparación previstas 
para remediar el despido injustificado”. (Blancas, 2013). 
 
2.4.4.4. La estabilidad en las principales normas peruanas 
 
En consonancia con lo listado por Rivera (2017), el régimen de estabilidad laboral en 
el Perú se ha desenvuelto a partir de los siguientes hitos normativos: 
 
 Decreto Ley N° 18471 
 
Promulgado el 10 de noviembre de 1970, fue el primer instrumento normativo que 
instituyó un régimen de estabilidad laboral absoluta, invocando como fundamento básico el de la 
protección al derecho al trabajo tanto de los trabajadores del sector privado como los de las empresas 
públicas y se obtenía luego de haber superado los 3 meses del periodo de prueba. 
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Una vez que el trabajador alcanzaba la estabilidad laboral únicamente podía ser 
despedido por las causas tipificadas en las normas vigentes: falta grave, reducción de personal por 
causas económicas o técnicas o por liquidación de la empresa. 
 
 
 Decreto Ley N° 22126  
Norma vigente a partir del 21 de marzo de 1978. Su entrada vigencia irrespetó el derecho 
adquirido a la estabilidad de aquellos trabajadores que al entrar en vigencia esta norma habían 
superado el plazo que esta establecía para ser beneficiarios de la estabilidad. En ese sentido, la norma 
condicionaba a que el trabajador debía cumplir tres años continuados de trabajo con el mismo 
empleador para que recién pudiera acceder a la estabilidad laboral absoluta. Asimismo, facultaba a 
los empleadores a despedir a los trabajadores con un previo aviso de 90 días o el pago que 
corresponde a este plazo. Por otro lado, se incrementó el monto indemnizatorio de tres a doce 
remuneraciones.  
 Constitución Política del Perú de 1979 
El artículo 48° de la Constitución de 1979, ubicado en el Capítulo V “Del Trabajo” en 
el Título I consagrado a los Derechos y Deberes Fundamentales de la Persona reconocía el derecho 
a la estabilidad de trabajo a un nivel de norma constitucional, siendo que únicamente procede el 
despido al trabajador fundado en causa justa y debidamente comprobada. A partir de la entrada en 
vigencia de este corpus constitucional, la actuación del legislador quedaría supeditada al contenido 
esencial de esta. 
 Ley N° 24514 
 
Tras la entrada en vigencia de la Constitución de 1979 el 28 de julio de 1980, se 
cuestionaba la legitimidad del Decreto Ley N° 22126 por lo que, el 6 de junio de 1986, entró en 
vigencia la ley materia del presente comentario y, con esta, se retornó a la estabilidad laboral de los 
trabajadores, estableciéndose que, en caso de despido arbitrario, el trabajador será repuesto en el 
puesto que ejercía. Añadido a ello, se eliminó el periodo de adquisición de la estabilidad (que regía 
a partir del cumplimiento de tres años continuados najo el mismo empleador), se indicó que la 
estabilidad del trabajo se obtenía al cumplir el periodo de prueba y se estableció como requerimiento 
para el despido la realización de un procedimiento previo. 
 
 Finalmente, la Constitución Política de 1993, vigente hasta hoy, otorga una adecuada 
protección contra el despido arbitrario. Esta norma constitucional fue desarrollada con la Ley de 
Fomento del Empleo y sus modificaciones, estableciendo la estabilidad relativa y la flexibilización 
del mercado laboral peruano. 
 
2.4.5. El despido  
 
2.4.5.1. Definición  
 
En palabras de Montoya Melgar, citado por Blancas (2013), el despido, como extinción 
de la relación laboral, fundada exclusivamente en la voluntad unilateral del empleador, presenta, los 
siguientes caracteres: 
 
 “Es un acto unilateral del empleador, para cuya eficacia la voluntad del trabajador es 
innecesaria e irrelevante. 
 Es un acto constitutivo, por cuanto el empresario no se limita a proponer el despido, 
sino que él lo realiza directamente. 
 Es un acto recepticio, en cuanto su eficacia depende de que la voluntad extintiva del 
empleador sea conocida por el trabajador, a quien está destinada. 
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 Es un acto que produce la extinción contractual, en cuanto cesan ad futurum los efectos 
del contrato”. 
 
Como primera definición, se tiene que el despido “es una forma de extinción del 
contrato de trabajo que surge de la voluntad de alguna de las partes y puede fundarse en una justa 
causa o disponerse sin expresión de ésta”. El despido se constituye, además, como “un acto informal, 
es decir que puede manifestarse verbalmente o por escrito. Pero, en el caso de despido con preaviso 
y de despido con justa causa, es requisito ineludible la forma escrita.” (Grisolia, 2000). 
 
Citando a Blancas (2013), que, a su vez, se remite a Plá (1978), puede concluirse que 
“el despido es un acto unilateral por el cual el empleador poner fin al contrato de trabajo”. Dicho 
acto uniletarel debe obedecer a una causa justa que habilite al ejercicio de la misma.  
 
Ello significa que el despido es una institución causal tal y como lo refiere la 
interpretación que se hace del Convenio N° 158 de la OIT cuando, en su artículo 4 menciona que las 
causas justificadas se relacionan: Con la conducta del trabajador (incumplimientos o faltas graves), 
con al capacidad del trabajador y/o con ñas basadas pr las necesidad deñ funcionamiento del agante 
empleador.  
 
2.4.5.2. Regulación legal del despido: Despido Nulo y Arbitrario  
 
 Despido Nulo 
 
“El despido nulo queda configurado como una clase de despido nítidamente 
diferenciado del despido arbitrario, al que el ordenamiento jurídico laboral dispensa la máxima tutela, 
expresada en la figura de la readmisión (reposición) el trabajador en la empresa”. (Blancas, 2013). 
 
Tal figura se encuentra prevista taxativamente en el artículo 29° la Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral, de ahora en adelante LPCL, y sanciona con la nulidad del acto lesivo de 
derechos fundamentales al despido que haya ocurrido motivado en alguna de las siguientes causales:  
 
“a) La afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales;  
 
b) Ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa 
calidad;  
 
c) Presentar una queja o participar en un proceso contra el empleador ante las 
autoridades competentes, (…);  
 
d) La discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión, idioma, discapacidad o 
de cualquier otra índole; 
 
e) El embarazo, si el despido se produce en cualquier momento del período de gestación 
o dentro de los 90 (noventa) días posteriores al parto. Se presume que el despido tiene por motivo el 
embarazo, si el empleador no acredita en este caso la existencia de causa justa para despedir. Lo 
dispuesto en el presente inciso es aplicable siempre que el empleador hubiere sido notificado 
documentalmente del embarazo en forma previa al despido y no enerva la facultad del empleador de 
despedir por causa justa." 
 
Dado que el despido nulo compromete de forma lesiva los derechos fundamentales del 
trabajador que es víctima de este, lo cual deviene consecuencias gravosas, el artículo 34° de la LPCL 
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en su párrafo tercero ha previsto que “si se declara fundada la demanda el trabajador será repuesto 
en su empleo, salvo que, en ejecución de sentencia, opte por la indemnización establecida en el 
Artículo 38° (una remuneración y media por cada año de servicio, tasa indemnizatoria que le 
corresponde al despido arbitrario)”.  
 
En consecuencia, se observa el reconocimiento de una doble tutela en favor del 
trabajador: una tutela de índole restitutoria (reposición al centro de labores) y otra resarcitoria 
(indemnización alternativa a la reposición).  
 
En esa línea de ideas, es que la precitada LPCL en su artículo 40° establece que:  
 
“Al declarar fundada la demanda de nulidad de despido, el juez ordenará el pago de las 
remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo, con deducción de los períodos 
de inactividad procesal no imputables a las partes. Asimismo, ordenará los depósitos 
correspondientes a la compensación por tiempo de servicios y, de ser el caso, con sus intereses”. 
 
Lo cual suscita una norma contemplada en cuanto a la LPCL únicamente para el despido 
nulo con la finalidad de procurar efectos restitutorios plenos al trabajador repuesto como 
consecuencia directa de la declaración de nulidad del acto de despido perpetrado en su contra y, que 
al mismo tiempo, funge de mecanismo disuasorio de cara a los empleadores que incurran en 
detrimento de los derechos fundamentales del trabajador. 
 
 Despido Arbitrario 
 
El despido arbitrario es definido como aquel despido que se produce cuando el 
empleador cesa unilateralmente a un trabajador sin expresión de causa o porque no se pudo demostrar 
ésta en juicio. En efecto, el art. 34° de la LPCL, señala que ante tales supuestos el trabajador tiene 
como derecho el pago de un indemnización o resarcimiento económico la cual, según el concepto 
tarifado por el artículo 38° de la LPCL, equivale a una remuneración y media ordinaria mensual por 
cada año completo de servicios con un tope máximo de doce (12) remuneraciones y su abono le 
corresponde a trabajadores que hayan superado el período de prueba. 
 
Pero no es sino con las sentencias del Tribunal Constitucional Exp. NO 1124-2001 -
AA/TC (Caso Fetratel Telefónica), Exp. 976-2011-AA/TC (Caso Eusebio Llanos Huasco) y Exp. 
NO 0206-2005PA/TC (Caso Baylón Flores), que el despido arbitrario y su interpretación cobro un 
nuevo giro con el fin de tutelar lo que, a todas luces, se había convertido en un modo soterrado de 
“comprar” inopinadamente la salida de un trabajador. 
  
2.4.5.3. Regulación constitucional del despido: Despido Incausado y Fraudulento 
 
 Despido incausado 
 
Aparece esta modalidad de conformidad con lo establecido en la sentencia del Tribunal 
Constitucional de fecha 11 de julio de 2002 (Caso Telefónica, expediente N.° 1124-2002-AA/TC); 
es decir, se configura en torno al “derecho de trabajo” al cautelar la vigencia plena del artículo 22° 
de la Constitución y demás conexos. 
De este modo, y según lo señala la Sentencia N° 976-2011-AA/TC (Caso Eusebio 
Llanos Huasco) en su Fundamento N° 15, apartado b, el despido incausado se produce cuando “se 
despide al trabajador, ya sea de manera verbal o mediante comunicación escrita, sin expresarle causa 
alguna derivada de la conducta o la labor que la justifique”. 
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Este tipo en específico de despido presenta dos grupos de supuestos claramente 
identificables: La desnaturalización o simulación contractuales y la Suspensión desproporcionada e 
indefinida de labores. Pero, al mismo tiempo, presenta los supuestos que a continuación se pasan a 
enlistar: 
 Por no expresar la causa del despido. 
 Por la terminación del contrato de trabajo de duración determinada desnaturalizado. 
 Por la terminación del contrato de locación de servicios desnaturalizado. 
 Por la desnaturalización del convenio de prácticas profesionales. 
 Por la jubilación forzosa del trabajador. 
 
 
 Despido fraudulento 
 
Conforme lo señala la Sentencia N° 976-2011-AA/TC (Caso Eusebio Llanos Huasco) 
“aparece esta modalidad de conformidad con lo establecido implícitamente en la sentencia del 
Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 0628-2001-AA/TC, de fecha 10 de julio de 2002. En 
aquel caso se pretendió presentar un supuesto de renuncia voluntaria cuando en realidad no lo era”. 
 
En tal caso, el Tribunal Constitucional señala en el Fundamento N° 15 aparatado C que 
se produce un despido fraudulento cuando: 
 
“Se despide al trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el engaño, por ende, de 
manera contraria a la verdad y la rectitud de las relaciones laborales; aun cuando se cumple con la 
imputación de una causal y los cánones procedimentales, como sucede cuando se imputa al trabajador 
hechos notoriamente inexistentes, falsos o imaginarios o, asimismo, se le atribuye una falta no 
prevista legalmente, vulnerando el principio de tipicidad, como lo ha señalado, en este último caso, 
la jurisprudencia de este Tribunal (Exp. N° 415-987-AA/TC, 555-99-AA/TC y 150-2000-AA/TC); 
o se produce la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad (Exp. N° 628-2001-AA/TC) o 
mediante la ‘fabricación de pruebas’ (…)”. 
 
Y dado que tal modalidad de despido no presenta causa justa existente ni tampoco 
presenta alguna que se halle conforme a ley, y, más aún, encierra un contenido doloso (ánimo 
perverso del empleador) que se hace patente y resulta demostrable en los supuestos que encierra esta 
tipología de despido en específico, la situación es equiparable al despido sin invocación de causa, 
razón por la cual este acto deviene lesivo del derecho constitucional al trabajo. 
 
En ese tenor el despido fraudulento puede generarse a partir de: 
 
 Despidos con imputaciones inexistentes, falsos o imaginarias. 
 Despidos que violan el principio de tipicidad. 
 Despidos con vicio de voluntad. 
 Despido con violaciones de los principios laborales 
 
 
2.4.6. La remuneración devengada 
 
2.4.6.1. Definición de remuneración 
 
La remuneración, junto al componente de subordinación y prestación personal de 
servicios, es un elemento fundamental de toda relación de trabajo. Y así lo reconoce la legislación 
laboral vigente cuando en el Art. 6° del TUO del D.L. N° 728 la define, para todo efecto legal, como:  
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“(…) el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios, en dinero o en especie, 
cualquiera sea la forma o denominación que tenga, siempre que sean de su libre disposición”. 
Así, para buena parte de la doctrina nacional la remuneración, para el caso de Pizarro 
(2006) es “la ventaja patrimonial percibida por el trabajador como contraprestación global o genérica 
principalmente conmutativa, pero con rasgos aleatorios, a la puesta a disposición de su fuerza de 
trabajo”. Definición que, sin duda alguna, amplia las fronteras de la teoría contractualita y atribuye 
carácter remunerativo a los pagos que se realicen al trabajador cuando presten un servicio efectivo 
al empleador, cuando una norma expresa faculte la no prestación de servicios (permisos, vacaciones, 
licencias, etc.) o cuando el trabajador no preste sus servicios por causa atribuible al empleador.  
 Pero su importancia no se agota en su dimensión de elemento constituyente de una 
relación de trabajo, sino que en sí misma la remuneración comprende un derecho fundamental 
reconocido en el artículo 24 de la Constitución de 1993, el que a continuación procedemos a citar:  
“Artículo 24°. - El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, 
que procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual. El pago de la remuneración y de 
los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación del empleador. 
Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de las organizaciones 
representativas de los trabajadores y de los empleadores” 
En la fórmula precedente se aprecia un contenido general y un contenido programático 
en tanto que concibe a la remuneración más allá de un mero pago por un servicio efectuado, y se 
centra en la naturaleza integral de subsistencia cuando alude al derecho que todo trabajador posee en 
recibir una remuneración razonable, equitativa, suficiente y justa, capaz de asegurar la manutención 
y contribuir a un bienestar material-espiritual tanto para él como para los suyos. Así también, al 
constitucionalizarse, se evidencia que existe un legítimo interés de parte del Estado en procurar su 
regulación, tratamiento y desarrollo legislativo-judicial. (Toyama, 2008). 
Ya lo decía en su oportunidad el maestro Mario De La Cueva (1985): la remuneración 
es la retribución que debe percibir el trabajador por su trabajo, a fin de que pueda conducir una 
existencia que corresponda a la dignidad de la persona humana, o bien una retribución que asegure 
al trabajador y su familia una existencia decorosa.  
2.4.6.2. Clasificación de la remuneración 
 
 Remuneración Básica 
Según Toyama (2016), “la remuneración básica es una remuneración principal fija a 
través de la cual el trabajador recibe una misma cantidad, determinada por cada uno de los módulos 
temporales en los que desarrolla su prestación laboral”.  
Al tener un carácter de básica, los beneficios sociales o complementos de carácter 
remunerativos deben calcularse en función a esta. Es importante hacer notar que, debido al principio 
protector y al carácter tuitivo del Derecho del Trabajo, las remuneraciones que el trabajador percibe 
de forma periódica no puede ser inferior a la Remuneración Legal establecida por la norma, para esto 
debe tenerse en cuenta la modalidad de contratación, el régimen laboral y demás particularidades 
distintas de los regímenes de contratación general de pago mensual: pago por jornal o a destajo, etc.  
 Remuneración Mínima Vital 
En el Perú, como en el resto de países latinoamericanos y de la Comunidad Europea, la 
remuneración mínima se configura a partir de la reglamentación del Estado, la cual debe reajustarse 
(incrementarse) cada cierto periodo para suplir las necesidades sobrevenidas al encarecimiento del 
costo de vida y demás necesidades básicas.  
La denominación que en el Perú se ha dado al salario mínimo desde el año 1990 es la 
de “Remuneración Mínima Vital” (RMV), aunque tanto en la Constitución de 1993 como en los 
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recientes dispositivos normativos que han incrementado su cuantía se suprima la expresión “vital”, 
ello no altera su carácter esencialmente fundamental como medio de subsistencia del trabajador y los 
suyos.  
 Remuneración imprecisa 
En este aparatado se encuentran las modalidades remunerativas cuyos montos pagados 
al trabajador se encuentran directamente relacionados a las ventas que efectúen o a las labores en pos 
al cumplimiento de una meta específica. En la legislación laboral vigente se reconoce a los 
trabajadores bajo esta modalidad como trabajadores comisionistas dado que a objeto de calcular el 
total de su remuneración toman como uno de los valores el monto de remuneración a pagar por cada 
venta individualmente considerada. 
2.4.6.3. Características de la remuneración 
 
 Libre Disposición 
 
La autonomía en la decisión que el trabajador toma respecto del destino que la dará a la 
remuneración es otro de los rasgos esenciales de dicha figura. En ese respecto, el trabajador posee la 
potestad exclusiva, en tanto que propietario de la remuneración, de disfrutar o disponer de ella como 
mejor le parezca.  
 
 Incremento Patrimonial 
Como regla general se tiene por sentado que todo pago de conceptos remunerativos 
enerva un incremento del patrimonio personal (e incluso del patrimonio familiar) del trabajador.  
 Irrenunciabilidad: 
Desde el fuero constitucional vigente, específicamente en el numeral 2 del Art. 26° se 
indica que los derechos reconocidos por la constitución y la ley posee un carácter irrenunciable; es 
decir que, con la irrenunciabilidad, se coacta la posibilidad que el trabajador tiene de ceder, 
abandonar, eliminar o renunciar de forma irrevocable a los derechos laborales que le son otorgados 
y reconocidos por la Constitución, la ley y el propio orden público; sea que tal resolución sea tomada 
por el trabajador de mutuo propio o que se viera orillado a optar por la renunciar de sus derechos 
instigado por su empleador. 
De ahí que, a sabiendas del riesgo latente que significa conformar la parte débil de una 
relación de trabajo, el principio de irrenunciabilidad implica que el trabajador no puede declinar al 
pago de la remuneración debida al constituir este un derecho reconocido. 
 Inembargabilidad e intangibilidad 
La remuneración enerva un interés de subsistencia para el trabajador pues de ella 
depende la manutención y el bienestar material suyo y de los que dependen de él. Así pues, afectar 
el total del pago debido a un trabajador implicaría menoscabar en exceso su indemnidad económica. 
Así pues, conforme lo ha recogido la legislación al observar el numeral 6 del Art. 648° del Código 
Procesal Civil, se aprecia que a las remuneraciones y pensiones se les califica como bienes 
inembargables “cuando no excedan de cinco Unidades de Referencia Procesal. El exceso es 
embargable hasta una tercera parte”.  
La remuneración debe ser pagada de manera completa, no hay lugar a su pago parcial, 
ni cabe su reducción, tampoco puede ser compensada por decisión unilateral del empleador, salvo en 
casos determinados por ley, o convención colectiva. 
 Alimentario: 
Desde el ámbito doctrinal hay unanimidad respecto del carácter alimentario que 
distingue a la remuneración de otras figuras legales, ya que, en la mayoría de los casos, a decir de 
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Cabanellas (1964), “el salario convenido (…) está destinado a cubrir las necesidades primordiales 
del trabajador, ya que constituye el medio normal que tiene de sustentarse”, y de poder brindar la 
manutención que su familia necesita al cubrir sus necesidades básicas, tanto materiales como 
espirituales. De ahí la relevancia del aseguramiento de una remuneración que sea justa, equitativa y 
suficiente para que, de ese modo, los trabajadores tengan condiciones mínimas de dignidad que les 
permita seguir con su vida.  
 
 Contraprestatividad 
La doctrina y el desarrollo interpretativo del Tribunal Constitucional han considerado a 
la contraprestatividad como un rasgo esencial de la remuneración. Ello refiere que la remuneración 
es la retribución dineraria o en especie que el trabajador obtiene a cambio de su desempeño laboral, 
en ejecución de un contrato de trabajo, y que deviene obligatorio su cumplimiento por parte del 
empleador.  
Sin embargo, debe resaltarse el hecho de que, si bien “la remuneración tiene carácter 
contraprestativo, pero no se agota en este. En otras palabras, es el pago que corresponde al trabajador 
por la puesta a disposición de su actividad (…) es más que contraprestación, ya que la inactividad 
temporal del trabajador originada en ciertas causas, no conlleva la suspensión de la remuneración” 
(Neves, 2012).  
Es en el espectro de tales causas que aparecen los supuestos de SUSPENSIÓN 
IMPERFECTA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO, mismos que se otorgan en virtud a la ley 
(por ejemplo, los contenidos en el Art. 12° del T.U.O del D. L. N° 728) y que ocasionan que en 
circunstancias tales como los descansos remunerados, vacaciones, feriados, día de descanso semanal, 
periodo de invalidez temporal, enfermedad y accidente comprobados, periodo de maternidad, 
licencia para desempeñar cargo cívico, servicio militar o cargos sindicales, licencias concedidas por 
el empleador, entre otros; el trabajador reciba con normalidad el pago debido de su remuneración, 
aunque dichas labores no configuren una prestación efectiva de servicios . 
Como se ha apuntado en líneas anteriores la remuneración trasciende su naturaleza 
primigenia que tendía a situarla en un mero fuero económico, sino que cobra relevancia social como 
medio de subsistencia para el trabajador y para los que dependen de este a nivel dinerario, 
alimenticio, educativo, etc. Esto es, la remuneración cumple un rol de corte social pues garantiza la 
ciudadanía y el ejercicio de prerrogativas básicas a quienes constituyen la fuerza laboral y productiva 
que dinamiza a un Estado.  
Por lo que, si bien la suspensión imperfecta constituye una excepción al carácter 
contraprestativo de la remuneración, aquello se estableció a objeto de salvaguardar las situaciones 
en las que los trabajadores no puedan brindar efectivamente sus servicios por causas que se 
encuentran más allá de sus posibilidades, que le son impuestas por la ley de forma expresa o porque, 
simple y sencillamente, le son inevitables. Con esto se dota de “humanidad” a la relación laboral en 
consonancia con el principio protector del Derecho del Trabajo, pues de no prever esta especial 
protección se correría el riesgo de reducir perversamente a la figura de la remuneración al nivel de 
un intercambio y ello, conllevaría, ineludiblemente, a la instrumentalización de la mano de obra bajo 
el entendido de que los trabajadores son meras herramientas que venden su fuerza de trabajo a cambio 
de dinero. 
Cabe resaltar que los supuestos antes abordados no son las únicas posibilidades en las 
que el trabajador puede recibir el pago de una remuneración sin que hubiera prestado servicios 
efectivos. El T.U.O. del D. L. N° 728 en su Art. 29°, como se ha visto en el apartado correspondiente 
al Despido Nulo, prevé como medida protectora que ante la comisión de dicho despido en agravio 
de un trabajador y de sus derechos fundamentales, este, al optar por la aplicación de medidas 
restitutorias (la reposición a su centro de labores), le corresponde como consecuencia el pago de las 
remuneraciones devengadas, puesto que la privación de sus servicios efectivos hacia su empleador 
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ocurrió por la comisión de un acto ilegal que escapa de su responsabilidad como empelado y que 
recae únicamente en un arrebato unilateral de la patronal.  
 
2.4.6.4. Definición de remuneraciones devengadas 
 
A decir de Mario Pasco Cosmópolis, citado por Fernández (2017), las remuneraciones 
devengadas corresponden al importe que “(…) el trabajador habría normalmente percibido si no 
hubiera sido despedido, vale decir, no solo las remuneraciones ordinarias o comunes, sino las 
bonificaciones, premios, primas, etc., a más de los incrementos que en ese lapso hubieran devenido 
obligatorio”.  
En suma, el concepto de remuneraciones devengadas, o también denominado “salarios 
truncos” o “remuneraciones caídas”, alude al monto dinerario que le corresponde recibir al trabajador 
como consecuencia directa de la reposición que obtuviere frente al cese unilateral e ilegal impuesto 
por el empleador en menoscabo de sus derechos constitucionales. Por lo cual puede concluirse que 
la remuneración devengada tiene como finalidad el restablecimiento de la continuidad de la relación 
laboral y la restitución del vínculo laboral como si este nunca hubiera sufrido interrupción alguna sin 
solución de continuidad (Fernández, 2017). 
En el Art. 40° del T.U.O. del D.L. N° 728, en correspondencia directa al tipo de Despido 
Nulo establecido en el Art. 29° del mismo cuerpo normativo, se señala que: 
“Al declarar fundada la demanda de nulidad de despido, el Juez ordenará el pago de las 
remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo, con deducción de los periodos 
de inactividad. 
Asimismo, ordenará los depósitos correspondientes a la compensación por tiempo de 
servicios y, de ser el caso, con sus intereses”. 
De este modo, el trabajador cuyo despido sea declarado nulo en sede judicial tiene 
derecho a optar por la consecuencia de la reposición en el centro de labores y, por ende, se le debe 
abonar el monto de los salarios que hubiera percibido de no haber sido cesado unilateral y 
vejatoriamente por el empleador. En la sentencia, el juez debe ordenar el pago de las remuneraciones 
dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo el despido ilegal, aun cuando el trabajador no 
haya prestado servicio efectivo de labores por causa imputable al empleador (Blancas, 2013). 
 
2.4.6.5. Naturaleza jurídica de la remuneración devengada 
 
A la fecha, en la doctrina laboral existen dos posturas marcadas que buscan definir y 
regular la naturaleza jurídica de la institución de la remuneración devengada. De una parte, se 
esgrime la postura de que la naturaleza que posee el pago de los devengados es restitutoria, y por 
ende remunerativa, puesto que mana de un acto nulo cuyos efectos jurídicos devienen ineficaces y 
sin solución de continuidad por lo que, ante sentencia que ordene la reposición le sigue la 
consecuencia inmediata del pago de los salarios caídos y todo aquel concepto remunerativo que el 
trabajador hubiera merecido de no haber sido víctima de un despido lesivo de derechos. Y de otro 
lado, hay quienes reputan al pago de las remuneraciones devengadas una naturaleza indemnizatoria, 
esto es, se les imputa un efecto resarcitorio por cuanto se concederían como mecanismo reparador 
frente a la comisión de un daño patente manifestado en la comisión del despido lesivo de derechos 
fundamentales. A continuación, se desarrollarán ambas posturas por ser la de mayor gravidez en la 
discusión jurídico laboral y, por tanto, las que suscitan mayores controversias entre sí:  
 Naturaleza Jurídica Restitutoria y Remunerativa: 
Como se ha acotado anteriormente las remuneraciones devengadas poseen un carácter 
remunerativo, contraprestativo o retributivo, sin embargo, no se agota en este último (Neves, 2012). 
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Esto significa que la remuneración antes que solo quedar reducida al pago que se hace por una labor, 
a decir de Pizarro (2006) compete al pago que le compete recibir al trabajador por la “puesta a 
disposición de su actividad”.  
Blancas (2013), citando al maestro Américo Plá, incide que el pago de la remuneración 
devengada a consecuencia de un despido que fuera anulado se ha establecido en casi todos los países 
que consideran la figura de la nulidad de despido, señalando que es una constante que proceda a la 
reposición del trabajador y al correspondiente pago de los salarios que el trabajador dejó de percibir 
por culpa del despido ilegal obrado por su empleador. Ello porque de esa manera se retrotraen el 
estado de las cosas hasta el instante previo en el que se cesó de forma vejatoria al trabajador. Para lo 
cual, a fin de actuar como si dicho despido nunca hubiese tenido lugar y que, por tanto, tampoco lo 
tuvieran sus efectos, deben pagarse las remuneraciones devengadas por todo el tiempo en que los 
servicios no fueron efectivamente prestados, así como el hecho de que el tiempo transcurrido desde 
que se perpetró el despido hasta la reposición debe ser tomado en cuenta para todo cálculo que 
involucre el tiempo de servicio del trabajador, así como para el computo de beneficios que dependan 
de este.  
Solo de ese modo es que, en virtud de la naturaleza retributiva y remunerativa de las 
remuneraciones devengadas, se alcanza la finalidad de reconstituir el vínculo laboral. En ese sentido 
se afirma que la falta de prestación de servicios no acarrea la liberación del empleador de su 
obligación al pago como ocurriría en un contrato de prestaciones recíprocas. Y esto ocurre, como se 
ha esbozado, porque el despido ilegal es un acto nulo desde su origen, por consiguiente, tanto este 
como sus efectos derivados carecen de eficacia jurídica.   
 Naturaleza Jurídica Indemnizatoria 
 
A decir de Bustamante (2016), tomando como punto de partida las posturas 
desarrolladas por De la Cueva y De Buen, quienes, a su vez, consideraban a las remuneraciones 
devengadas como una especie de costas judiciales o, en términos generales, como un tipo de 
indemnización. 
Asimismo, el Tribunal de Vértice, como se verá en oportunidad, reconoció en un primer 
momento que las remuneraciones devengadas tienen naturaleza indemnizatoria en tanto que 
pretenden resarcir el menoscabo de un acto violatorio de derechos fundamentales.  
Aquello puede apreciarse en la Sentencia recaída en el Exp. N° 1450-2001-AA/TC 
cuando en su Fundamento N° 1 se indica que:  
“Aunque es inobjetable que a un trabajador cesado indebidamente en sus funciones se 
le ocasiona un perjuicio durante todo el periodo que no laboró, ello no puede suponer el 
reconocimiento de haberes, sino exclusivamente el de una indemnización por el daño generado. Sin 
embargo, la delimitación de los alcances de dicha indemnización no es un asunto que pueda ser 
dilucidado mediante esta vía que más bien se orienta a restituir los derechos vulnerados o amenazados 
por actos u omisiones inconstitucionales” (…).  
Y que, aunque la denominación empleada para designar a la institución per sé no sea 
del todo uniforme o clara (remuneraciones devengadas, devengados, salarios caídos, salarios truncos, 
remuneraciones vencidas, y similares), esta solo tiene como objetivo determinar con exactitud el 
origen de la responsabilidad del empleador, puesto que, tomando en cuenta la teoría contractualita 
de prestaciones recíprocas, esta no puede constituir una verdadera remuneración puesto que, durante 
el tiempo en que subsiste el menoscabo tampoco existe una prestación efectiva de labores y por ende 
no es posible abonar una remuneración por un servicio que nunca se brindó.  
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2.4.7. Indemnización por daños y perjuicios contractual 
 
2.4.7.1. Concepto de indemnización por daños y perjuicios 
 
“La indemnización es la reconstrucción del patrimonio del lesionado; este, después y 
mediante la indemnización debe volver a ser, en su valor ya que, en sus componentes concretos, el 
mismo que era antes del daño que lo ha afectado”. La finalidad de la reparación se basa en 
consideraciones de justicia, interés social y de eficacia económica. (Messineo, 1954). 
En esa misma línea se entiende que “tanto en el caso de incumplimiento de obligaciones 
cuanto en el de actos ilícitos, el perjudicado por ellos tiene derecho a ser indemnizado por el causante 
de los daños que éste le haya ocasionado en forma efectiva y también de las utilidades que haya 
dejado de percibir por el retardo en el cumplimiento de la obligación, o en virtud del acto ilícito 
cometido.” (Ossorio, 2012).  
Para Osterling (2015) la indmenización de daños y perjuicios se encuentra encaminada 
a restablecer el estado de cosas que se habían tenido mediante el resarcimiento. Además, el mismo 
autor señala que para que exista un daño contractual no basta que se incumpla una obligación y que 
dicho incumplimiento sea imputable al deudor, sino que debe acreditarse que tal incumpliento causó 
un perjuicio, esto es, demostrar la existencia de los daños y perjuicios conforme se establece en el 
Art. 1331° del Código Civil de 1984: “la prueba de los daños y perjuicios y de su cuantía también 
corresponde al perjudicado por la inejecución de la obligación, o por su cumplimiento parcial, tardío 
o defectuoso”. 
Por consiguiente, puede concluirse que para la procedencia del pago de la 
indemnización deben confluir de forma copulativa los siguientes requisitos: que el incumplimiento 
sea imputable al deudor, que el incumplimiento produzca un perjuicio y la prueba de su existencia. 
2.4.7.2. Elementos 
 
 La Inejecución de la Obligación por dolo o culpa 
Si bien le compete al juez apreciar en el caso particular la inejecución de la obligación 
o su cumplimiento defectuoso, tardío o parcial; corresponde al acreedor de la obligación de dar, hacer 
o no hacer probar el incumpliendo acaecido, en tanto que el deudor habrá de demostrar el 
cumplimiento. (Osterling, 2015). 
 Dolo:  
 
Entendido este como el incumplimiento o inejecución de la obligación con miras a 
perjudicar, dañar o afectar al acreedor de la misma (vulnerar sus derechos), es entendido por 
Osterling (2015) como la mala fe, el ánimo de incumplir a toda costa con una obligación previamente 
contraída de forma válida.  
De acuerdo a lo anterior, y en relación a la prueba del dolo, se tiene que el Art. 1329° 
del Código Civil de 1984 establece que: “se presume que la inejecución de la obligación, o su 
cumplimiento parcial, tardío o defectuoso obedece a culpa leve del deudor, pues se trata de una 
presunción juris tantum”, siendo que, por lo demás, en virtud del Art. 1330° del mismo corpus 
normativo, un deudor puede exonerarse de responsabilidad si prueba su inculpabilidad y, por el 
contrario, el acreedor puede agravar la situación del deudor si prueba que la inejecución de la 
obligación se produjo por dolo.  
 Culpa: 
La culpa puede ser definida, como bien apunta Osterling (2015), como aquel resultado 
o consecuencia dañosa no querido por el deudor. Como tal, la culpa puede atribuirse a la negligencia, 
falta de pericia, imprudencia o falta de diligencia por parte del deudor.  
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La diferencia más clara que existe entre los conceptos de dolo y culpa es que, el primero, 
reviste un carácter intencional, hay un inequívoco ánimo de perjuicio, y en el segundo este ánimo es 
inexistente.  
 La Imputabilidad del Deudor (nexo causal) 
A objeto de que el daño pueda ser imputable al deudor es necesario que exista un nexo 
causal que relacione la acción o la omisión del deudor y la inejecución de la obligación, esto es, la 
consecuencia dañosa. A efectos de ser alcanzados por la indemnización de daños y perjuicios el daño 
debe ser una consecuencia del hecho u omisión a reparar. (Osterling, 2015). 
 El Daño 
El daño comprende todo menoscabo, detrimento o afectación de carácter cierto (lo cual 
significa que no debe ser ni eventual ni hipotético) que sufre una persona por la inejecución de la 
obligación. El daño puede ser concebido, además, como la lesión efectuada contra un derecho o un 
interés tutelado por el ordenamiento jurídico a consecuencia del incumplimiento de una obligación 
pactada de común acuerdo y voluntaria (responsabilidad contractual) o causada por la inobservancia 
y trasgresión del deber de no causar daño a otro (responsabilidad extracontractual). (Osterling, 2015). 
Se debe acotar con incisiva importancia que la persona que alega ser víctima de un daño 
debe probarlo, de lo contrario no se cumpliría con el requisito esencial para ser beneficiario de un 
eventual petitorio de indemnización por daños y perjuicios. 
 Daños Patrimoniales: 
 
Como su nomen iuris lo da a entender, los daños materiales afectan al patrimonio de la 
persona ya sea de forma directa como indirecta, por lo que, a partir de ambas derivaciones, el daño 
patrimonial se divide en:  
 
El daño emergente y el lucro cesante:  
 
En palabras de Osterling (2015), el daño emergente lo constituyen las pérdidas, 
afectaciones o menoscabos que el acreedor sufre a consecuencia de la inejecución de la obligación. 
Mientras que el lucro cesante es definido como aquellas utilidades o montos dinerarios que, de no 
haber ocurrido el daño, hubieran incidido en acrecentar o consolidar el patrimonio del acreedor, pero 
que, por causa del daño y la subsecuente inejecución de las obligaciones, su percepción fue truncada, 
lo cual deviene pérdidas que sufre el acreedor. De ahí que se considere al lucro cesante como aquel 
lucro esperado con probabilidad.  
 
 Daño Extrapatrimonial: 
 
Daño moral:  
 
Se considera que, siguiendo a Osterling (2015), el daño moral, en tanto que de un 
componente amplio, implica la comisión de una lesión a la integridad espiritual, psicológica, personal 
y/o) sentimental de una persona, lo cual genera una afectación a su dignidad que incide 
negativamente en el sujeto. No obstante, como todo daño, aunque con una textura probatoria amplia, 
requiere de aportes que sustente su existencia por parte del acreedor. Y ello porque, precisamente, el 
daño moral no deriva en un enriquecimiento indebido para el acreedor, sino que enerva la reparación 
de un daño causado. 
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2.5. HIPÓTESIS 
 
2.5.1. Hipótesis General 
 
El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y 
Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela jurisdiccional 
efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la 
jurisdicción laboral, puesto que se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de 
indemnización por daños y perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de 
remuneraciones devengadas, aun cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas 
pueden  acumularse simultáneamente. 
2.5.2. Hipótesis Específicas 
 
Sí, sería posible extender el pago de las remuneraciones devengadas previsto en el Art. 
40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de la reposición por 
nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral su reposición por 
despido incausado y fraudulento; debido a los principios del derecho laboral y la naturaleza jurídica 
restitutoria y remunerativa de las remuneraciones devengadas. 
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CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. ENFOQUE Y DISEÑO 
 
3.1.1. Enfoque 
 
 Cualitativo y no experimental: porque se busca analizar y explicar de qué modo un 
acuerdo tomado por el V Pleno Supremo en materia Laboral y Previsional afecta la tutela 
jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado 
en la jurisdicción laboral.  
 
3.1.2. Diseño  
 
 Es teórico-fundamentada, ya que se busca generar una teoría que explique cómo se 
afectaría la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido 
fraudulento o incausado en la jurisdicción laboral en tanto se restrinja su derecho a acumular a su 
demanda únicamente una pretensión de pago de daños y perjuicios, cuando podría demandar 
simultáneamente a esta el pago de sus remuneraciones devengadas; tomando como referencia 
opiniones que tienen diversos autores al respecto, ello con la finalidad de aportar una nueva visión 
al fenómeno estudiado, y dar una solución que privilegie los principios del derecho laboral aplicados 
a la defensa de los derechos del trabajador víctima de un despido lesivo.  
 
 La presente investigación se basará en un diseño descriptivo y, además, documental, 
que consiste en un proceso basado en la búsqueda, análisis, crítica e interpretación de datos 
secundarios, es decir, los obtenidos y registrados por otros investigadores en fuentes documentales 
como son: impresas, audiovisuales, jurisprudenciales o electrónicas. 
 
 Este trabajo es de investigación-acción, ya que con ello se buscará resolver problemas 
cotidianos, mejorando practicas concretas, con ello se busca aportar un criterio de tutela efectiva que 
permita un cumplimiento adecuado de los derechos laborales conculcados de los trabajadores que 
han sido despedidos mediante actos fraudulentos o incausados, en suma, pluriofensivos, buscando 
con ello unificar criterios y adoptar la mejor tutela para el caso concreto.   
 
3.2. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
 Método Analítico Sintético: Analizando la doctrina, legislación nacional e 
internacional obtenida sobre el particular, para de esta manera si lo decidido por el V Pleno 
Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional lesiona los derechos del trabajador. 
 
 Método deductivo Inductivo: Mediante el cual se establecerán determinadas 
conclusiones partiendo del análisis del marco legal de las normas para con ello determinar si resultan 
correctos los criterios por los cuales se impide a los trabajadores demandar acumulativamente el pago 
de remuneraciones devengadas a su reposición por despido fraudulento o incausado en la vía laboral, 
y si esto vulnera o no el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador al restringir dicho 
derecho y evitar que se formulen demandas simultáneamente por indemnización y pago de 
remuneraciones devengadas.  
 
 Hermenéutica Jurídica: Se emplea con la finalidad de llegar a una interpretación clara 
de los principios fundamentales del derecho laboral, la normativa constitucional, la norma laboral 
respectiva y los distintos pronunciamientos jurisprudenciales, internacionales y nacionales, que 
contribuyan a demostrar la validez de la postura que se presenta exponer en el presente trabajo. Por 
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ello, se estudiarán las normas del el Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto Único Ordenado de la 
Ley de Productividad y Competitividad Laboral, Decreto Legislativo N° 728, así como los principios 
consagrados por la doctrina laboral, las disposiciones de la Constitución Política del Perú, así como 
convenios y máximas de la Organización Interamericana de Trabajo (OIT), La Corte Interamericana 
de Derechos Humanas y demás entes del derecho internacional. 
 La información se procesará de acuerdo a los logros obtenidos mediante las técnicas, 
fuentes e instrumentos empleados para la recolección de la información. De esta forma, los datos 
obtenidos se analizarán detalladamente con la finalidad de dar validez a la hipótesis planteada. 
 
3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
 Fuentes Directas: V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional;  
Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, Decreto Legislativo N° 728; Constitución política del Perú; convenios y 
máximas de la Organización Interamericana de Trabajo (OIT); sentencias de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanas; doctrina, artículos jurídicos publicados en Gaceta Jurídica, Actualidad 
Jurídica, Soluciones Laborales, Libros especializados, internet, notas periodísticas, entrevistas, entre 
otros. 
 
 Técnicas: La técnica a emplearse será aquella que privilegie los documentos, a fin de 
analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de 
investigación, las técnicas a emplearse son las siguientes: 
 
 Fichaje: a través del fichaje bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito 
directa o indirectamente sobre las implicaciones del V Pleno Jurisdiccional Supremo en 
Materia Laboral y Previsional, sus críticas y defensas, llegando a tener una postura respecto 
a la investigación. 
 
 Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará 
minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de nuestra 
investigación. 
 
 Procesamiento de información: La información se procesará de acuerdo a los 
logros obtenidos mediante las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la recolección 
de la información. 
 
 Análisis y presentación de datos y resultados: Los datos obtenidos se 
analizarán detalladamente con la finalidad de dar validez a la hipótesis planteada. 
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CAPÍTULO IV: RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
4.1.  PROBANZA JURÍDICO-DOCTRINAL 
 
El presente trabajo de investigación obedece a un enfoque cualitativo y no experimental, 
sustentado, a su vez, en un diseño de investigación descriptiva, documental y teórico que pretende 
analizar y explicar de qué modo el tercer acuerdo adoptado en mayoría por el V Pleno Supremo en 
materia Laboral y Previsional afecta la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su 
reposición por despido fraudulento o incausado en la jurisdicción laboral.  
Es por ello que, en vista de lo anterior, a continuación, se efectuará la probanza jurídico 
doctrinal con el objetivo de evaluar los hallazgos, posturas y aportes que tanto la doctrina laboral 
como la jurisprudencia han producido alrededor del tema y, una vez culminados tales procesos, 
arribar a las conclusiones del presente trabajo.  
 
4.1.1. Hipótesis General 
 
“El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y 
Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela jurisdiccional 
efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la 
jurisdicción laboral, puesto que se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de 
indemnización por daños y perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de 
remuneraciones devengadas, aun cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas 
pueden acumularse simultáneamente”. 
 
4.1.1.1. Variable Independiente 
Se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de indemnización por 
daños y perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de remuneraciones devengadas, aun 
cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas pueden acumularse simultáneamente. 
 
 Antecedentes normativos y jurisprudenciales de las remuneraciones devengadas 
 
 Criterio en las Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
sobre remuneraciones devengadas   
 
El 21 de enero de 1981, el Estado peruano depositó ante la Secretaria General de la 
Organización de los Estados Americanos (OEA), la declaración unilateral por medio de la cual 
reconoció “como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación 
de la Convención”.  
 
En nuestra legislación nacional vigente, específicamente, en el Artículo V del Código 
Procesal Constitucional del 2004, se exhorta a que los derechos constitucionales deban ser 
interpretados en lo que a su alcance y contenido se refiere en concordancia expresa con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la legislación supranacional (convenios y tratados en materia de 
derechos humanos) y, desde luego, bajo arreglo de las decisiones que produzcan los tribunales 
internacionales de derechos humanos de los que el Perú es parte, como, en efecto lo es la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (de ahora en adelante, Corte IDH). 
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Estando a lo dispuesto es, pues, necesario conocer el criterio hegemónico y homogéneo 
que el fuero de la Corte IDH ha producido con relación al pago de las remuneraciones devengadas 
(también denominados salarios caídos, remuneraciones truncas, devengados, etc.) que se originan 
con la reposición de un trabajador que ha sido despedido en un acto evidente que lesiona sus derechos 
fundamentales, para lo cual se debe tener en cuenta la evolución del derrotero argumental de la Corte 
IDH en los fundamentos de los casos que a continuación se exponen:  
 
Caso del Tribunal Constitucional (Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano 
vs. Perú). Sentencia del 31 de enero de 2001 de Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Fundamentos:  
 
“119. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional requiere la plena restitución (restitutio in integrum), 
lo que consiste en el restablecimiento de la situación anterior, y la 
reparación de las consecuencias que la infracción produjo, así como 
el pago de una indemnización como compensación por los daños 
ocasionados.  
120. (…) la Corte debe disponer que se garantice a los lesionados en el goce 
de sus derechos o libertades conculcados. La Corte observa que el 17 
de noviembre de 2000 el Congreso de la República del Perú dispuso la 
reinstalación de los magistrados en sus respectivos cargos (supra 26 y 
56.30), la cual ya se efectuó. No obstante, esta Corte considera que, 
adicionalmente, el Estado debe resarcir a dichos magistrados por los 
salarios y prestaciones dejados de percibir (supra 56.31). También 
estima necesario el resarcimiento de las costas y gastos en que hubieran 
incurrido las víctimas con motivo de las gestiones relacionadas con la 
tramitación del caso ante la justicia, tanto en la jurisdicción interna 
como internacional.  
121.  Esta Corte ha manifestado, en relación al daño material en el supuesto 
de víctimas sobrevivientes, que el cálculo de la indemnización debe 
tener en cuenta, entre otros factores, el tiempo que éstas permanecieron 
sin trabajar. La Corte considera que dicho criterio es aplicable en el 
presente caso, y para tal efecto dispone que el Estado debe pagar los 
montos correspondientes a los salarios caídos y demás derechos 
laborales que correspondan a los magistrados destituidos, de 
acuerdo con su legislación. Asimismo, el Estado deberá compensar 
a los funcionarios por todo otro daño que éstos acrediten 
debidamente y que sean consecuencia de las violaciones declaradas 
en la presente Sentencia. El Estado deberá proceder a fijar, siguiendo 
los trámites nacionales pertinentes, los montos indemnizatorios 
respectivos, a fin de que las víctimas los reciban en el plazo más breve 
posible”. (Caso Tribunal Constitucional vs. Perú, 2001). 
 
 
Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Sentencia del 02 de febrero de 2001 de 
Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Fundamentos:  
 
“202.  La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional requiere de la plena restitución (restitutio in integrum), 
que consiste en el restablecimiento de la situación anterior y en la 
reparación de las consecuencias que la infracción produjo, así como 
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el pago de una indemnización como compensación por los daños 
ocasionados”. 
 
Caso Reverón Trujillo y otros vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 de 
Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Fundamentos:  
 
“126.  En lo que respecta a la falta de pago de los salarios dejados de percibir 
por la señora Reverón Trujillo, la Corte considera que ni la 
reestructuración del Poder Judicial ni el carácter provisorio del cargo de 
la presunta víctima tienen relación alguna con su derecho a ser reparada 
por la destitución arbitraria que sufrió. Conforme a la jurisprudencia de 
la Corte, las reparaciones son medidas que tienden a hacer 
desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. La reparación 
del daño ocasionado por la infracción requiere, siempre que sea 
posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste 
en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto posible, 
cabe determinar una serie de medidas para, además de garantizar los 
derechos conculcados, reparar las consecuencias que la infracción 
produjo, así como establecer el pago de una indemnización como 
compensación por los daños ocasionados. Concretamente, el Tribunal 
ha señalado que, en casos de destituciones arbitrarias de magistrados, 
‘el Estado debe resarcir a dichos magistrados por los salarios y 
prestaciones dejados de percibir’”.  
 
Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador. Sentencia 
del 28 de agosto de 2013 de Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Fundamentos:  
 
 “244. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución 
(restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la 
situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la mayoría 
de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tribunal 
determinará medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar 
las consecuencias que las infracciones produjeron. Por tanto, la Corte 
ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, 
a fin de resarcir los daños de manera integral, por lo que además de las 
compensaciones pecuniarias, las medidas de restitución, satisfacción y 
garantías de no repetición tienen especial relevancia por los daños 
ocasionados”.  
 
En virtud de los argumentos vertidos en las sentencias que se han citado, se aprecia que, 
en tanto que tribunal supranacional con competencia resolutoria en materia de vejación de derechos 
fundamentales, derechos como el derecho al trabajo y todo lo que este implica; la Corte IDH 
comprende que la perpetración de un despido lesivo de derechos acarrea un daño que incide 
demoledoramente a nivel económico, material, personal y hasta familiar en el trabajador afectado, y 
señala que el único modo de alcanzar la plena restitución de los derechos conculcados es garantizar 
el restablecimiento de la situación anterior.   
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Sin perjuicio de lo anterior, se debe recalcar que para la Corte IDH la plena restitución, 
o restitutio in integrum, implica que el trabajador víctima de un despido ilegal no solo le asiste el 
derecho a la reposición en su centro y puesto de labores, sino que también aquello acarrea el pago de 
los salarios caídos, además del abono de los beneficios laborales que son de su correspondencia. No 
obstante, es la propia Corte IDH la que prescribe el derecho que tiene el trabajador de recibir una 
compensación adecuada (indemnización) por los daños e inconvenientes que le causó el despido 
lesivo. Lo que de forma indubitable hace referencia a que tanto el pago de las remuneraciones caídas 
y el derecho a peticionar el pago de una indemnización por daños y perjuicios no son contrapuestas, 
mucho menos alternativas, esto es, que se concedería una en reemplazo de la otra. Si bien poseen 
naturalezas diferentes y persiguen conceptos que se reputan disimiles aun cuando poseen el mismo 
detonador (el despido ilegal), aquello no los hace ni intercambiables ni pasables de sustituir al otro.  
 
Al respecto, conviene apuntar que en los casos más recientes la Corte IDH ha 
progresado en la rigurosidad de los fundamentos que sostenían sus fallos en la materia. Y esto, antes 
que negar su carácter vinculante de sus fallos, evidencia un dinamismo propio de la evolución del 
derecho y de la comprensión de sus instituciones. Por ejemplo, en el Caso Tribunal Constitucional 
vs. Perú que data del año 2001, se resuelve que el cálculo de la indemnización debe tenerse en cuenta 
el tiempo que se permaneció sin trabajar hecho en virtud del cual, como se verá más adelante, ha sido 
tomado por la Corte Suprema de Justicia del Perú como basamento para aseverar que el pago de 
remuneraciones devengadas resulta improcedente, debido a que estas son la base del cálculo de la 
indemnización por daños y perjuicios.  
 
Ahora bien, el mencionado progreso en cuanto a los lineamientos doctrinarios y su 
precisión se expresa en sentencias recientes como la que atañe al caso Reverón Trujillo vs. 
Venezuela, lo mismo que al del Tribunal Constitucional vs. Ecuador, casos en los que señala que, 
frente a un despido pluriofensivo, “el Estado debe resarcir a dichos magistrados por los salarios y 
prestaciones dejados de percibir”, confirmando de esa manera lo que se ha afirmado con anterioridad: 
la plena reparación frente a un despido que vulnera derechos fundamentales además de la reposición, 
consiste en la plena restitución de los salarios caídos y de los conceptos remunerativos que 
corresponden al trabajador, siendo que aquello no es contrario ni impide el pago de una 
indemnización por daños y perjuicios a objeto de buscar el resarcimiento de los daños causados.  
 
 
 Posturas del Tribunal Constitucional del Perú frente al pago de remuneraciones 
devengadas 
 
Como bien analiza Pizarro (2006), pese a que no existe precedente vinculante sobre el 
particular, el Tribunal Constitucional ha desarrollado una postura que se presenta consolidada sobre 
lo que atañe a los petitorios de pago de remuneraciones devengadas como pretensión accesoria en 
los procesos de amparo por despido lesivo de derechos.  
 
En ese sentido, se tiene que la posición desarrollada por el Trinunal Constitucional 
descansa sobre dos posturas, las que a seguir se procederán a dilucidar: 
 
 
Primera postura: La remuneración como contraprestación efectiva de servicios: 
Desde 1997 el Tribunal Constitucional mantiene la postura de que “la remuneración 
constituye una contraprestación por un servicio realmente efectuado” (Pizarro, 2006).  
Este es el caso de Sentencias como la recaída en el Exp. Nº 555-99-AA/TC, en cuyos 
Fundamentos N° 7 y 8 se deja por sentado lo siguiente:  
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“7.   Que la circunstancia de que se haya despedido a la demandante a través 
de un acto lesivo a los derechos constitucionales antes señalados, trae 
consigo también la afectación al derecho al trabajo reconocido por el 
artículo 22º de la vigente Constitución Política del Estado, en cuanto a 
que la conservación de un puesto de trabajo que aquél implica ha sido 
conculcado por un acto desprovisto de juridicidad, esto es, viciado de 
inconstitucionalidad. 
 8.   Que la remuneración constituye una contraprestación por un servicio 
realmente efectuado, lo que no ha ocurrido en el presente caso 
durante el período no laborado”. 
Frente a ello se sostiene que el periodo comprendido desde la comisión del despido 
vejatorio de derechos y el momento en que el trabajador es efectivamente repuesto a su trabajo, no 
origina ningún derecho a percibir el pago de las remuneraciones devengadas por cuanto no existió 
una prestación efectiva de servicios, con lo cual se puede vislumbrar que para el Tribunal 
Constitucional la remuneración se agota en un fin meramente contraprestativo, fruto de una 
interpretación literal del Art. 6° del T.U.O. del D. L . N° 728: “constituye remuneración para todo 
efecto legal el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios”.    
Segunda postura: El pago de las remuneraciones tiene carácter indemnizatorio: 
Así, desde el año 2003, como bien apunta Pizarro (2006) si bien el Tribunal 
Constitucional “continúa declarando improcedentes las solicitudes de pago de remuneraciones 
devengadas (…), deja a salvo el derecho de los recurrentes a solicitar el pago de la indemnización 
que pudiera reconocer”, declarando únicamente fundado el extremo que atañe a la reposición del 
trabajador. Esto es tomado como punto de partida para que el Tribunal en las sentencias que siguieron 
señalara expresamente que el pago de las remuneraciones devengadas posee naturaleza 
indemnizatoria y no restitutoria (influenciado por la CIDH), por lo que el pretendido pago de las 
remuneraciones devengadas debía demandarse en la vía ordinaria puesto que la vía constitucional no 
es la competente para pronunciarse sobre conceptos económicos. 
Al respecto, debe observarse lo dispuesto en la Sentencia recaída en el Exp. N° 2349-
2003-AA/TC cuando señala en su Fundamento N° 4, en el ínterin de un caso de reposición por 
despido lesivo de derechos fundamentales en los que, además, el recurrente plantea una pretensión 
de pago de remuneraciones devengadas, que: 
“4.     Teniendo la reclamación de pago de las remuneraciones dejadas de 
percibir naturaleza indemnizatoria y no, obviamente, restitutoria, 
debe dejarse a salvo el derecho del demandante para que lo haga 
valer, en todo caso, en la forma legal que corresponda”. 
 
 Posturas de la Corte Suprema de Justicia de la República frente a la procedencia 
del pago de las remuneraciones devengadas 
A favor de la procedencia de remuneraciones devengas en despidos incausados y 
fraudulentos:  
La Corte Suprema de Justicia de la República, en tanto que última instancia de la vía 
ordinaria, en un principio, adoptó una posición favorable al pago de las remuneraciones devengadas 
demandado por los trabajadores que habían sido repuestos en virtud de una acción de amparo 
interpuesta contra un despido lesivo de derechos. Por consiguiente, en las ejecutorias supremas que 
inicialmente emitió dicho órgano, se contempló el hecho de que debe interpretarse el Art. 40° del 
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T.U.O. del D. L N° 728, cuyo texto prescribe el pago de las remuneraciones devengadas frente a los 
casos de nulidad de despido, y hace extensiva su aplicación a los trabajadores víctimas de un despido 
lesivo de derechos que han sido repuestos vía amparo. 
En concordancia a lo citado por Blancas (2013) y, a fin de precisar los argumentos que 
de manera inicial utilizó la Corte Suprema para pronunciarse a favor de la procedencia del pago de 
las remuneraciones devengadas se debe atender a los fundamentos desarrollador por la Ejecutoria 
Suprema recaída en la Casación N° 044-2002-LIMA:  
“Cuarto: Que, la impugnante sostiene que la naturaleza de la sentencia de 
amparo que declara nulo y sin efecto un acto de separación o despido laboral, 
es similar al efecto reconocido por el artículo cuarenta del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo setecientos veintiocho, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral, respecto a la acción de nulidad del 
despido. 
Quinto: Que, al respecto es necesario destacar que cuando el artículo uno de 
la ley veintitrés mil quinientos seis, señala que el objeto de la acción de 
garantía es reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de 
violación de un derecho constitucional, su aplicación supone una necesaria 
armonía y congruencia entre la oportunidad de la declaración judicial y la 
retroactividad de la misma al caso. 
Sexto: Que, en consecuencia, si a través de una Acción de Amparo se 
ordena la reposición laboral, tal declaración supone la generación de 
efectos jurídicos sobre el período transcurrido desde que se produce la 
violación del derecho hasta su restitución por mandato judicial, con la 
finalidad que la situación laboral del trabajador sea exactamente la misma, por 
cuanto que el efecto de esta Garantía Constitucional guarda relación con una 
nulidad de despido, ya que la reposición al empleo no se logra sólo por la 
actividad material del empresario dirigida a permitir el acceso del trabajador 
a la Empresa; sino que es necesario que la reincorporación sea una 
restitución completa del estado anterior, sin alteraciones unilateralmente 
establecidas por la Empresa en relación al contrato que unía a las partes, 
la reposición debe respetar también, igualmente todas las situaciones, 
obligaciones y derechos subjetivos pertenecientes al trabajador antes de la 
terminación contractual ilegítima. No habrá reposición si no se conservan 
situaciones nacidas del contrato como la categoría, la retribución o la 
antigüedad. 
Sétimo: Que, al establecer la Sala de mérito que el pago de las 
remuneraciones devengadas previstas en la mencionada norma sólo es 
procedente para los casos de despidos nulos, ha efectuado una 
interpretación restrictiva de la misma”. 
También debe hacerse referencia a lo resuelto por la Ejecutoria Suprema de la Casación 
N° 2001-2002-LIMA:  
Noveno: “Que, es bajo este contexto que se debe analizar la pretensión de 
pago de remuneraciones y beneficios devengados que reclama el demandante 
por todo el periodo que duró su cese indebido, pues al haberse restituido su 
derecho conculcado y repuestas las cosas al estado anterior del cese, 
significa que se ha restablecido para todo los efectos automáticamente la 
relación laboral entre las partes,  dado que el acto lesivo sobre el cual ha 
recaído pronunciamiento jurisdiccional es el despido mismo, en consecuencia 
el lapso que el demandante estuvo fuera del empleo debe reconocerse 
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como tiempo de servicios efectivamente prestados a la emplazada con el 
correspondiente pago de sus derechos y beneficios dejados de percibir.” 
En esta primera etapa, el criterio adoptado por la Corte Suprema establecía que, en 
esencia, el efecto de la acción de amparo, lo cual aplica también al caso de la impugnación de los 
equipos incausados y fraudulentos, se asemeja al efecto de la nulidad de despido; pues, ambos causan 
la cesación de los efectos que se hubieran producido por el acto nulo, ilegal y/o viciado, así como la 
invalidación de todos los efectos derivados de lo provocado con la comisión del referido despido. Y 
así lo demuestra la Casación 1806-2004-LIMA cuando indica de forma indubitable: 
"La naturaleza de las remuneraciones y beneficios devengados que se 
reclaman es propiamente retributiva y no así indemnizatoria dado que su 
sustento es la reconstrucción jurídica del vínculo laboral declarada en vía de 
acción de amparo, por lo que el lapso que el actor estuvo fuera del empleo 
no solo debe ser reconocido por la emplazada como tiempo de servicios 
efectivamente prestados sino también como condición que genera el pago de 
sus derechos y beneficios dejados de percibir". 
Ello implica que al restituir los derechos conculcados al trabajador y una vez que se ha 
concedido su reposición debe proceder a restablecerse de forma automática la relación laboral entre 
las partes como si nunca se hubiera interrumpido y eso implica la restitución de todos los derechos 
que le son de correspondencia (naturaleza retributiva): el pago de las remuneraciones devengadas, la 
consideración del tiempo que duró el despido lesivo hasta su efectiva reposición como parte del 
cómputo del tiempo de servicio y el depósito de los beneficios sociales, prerrogativas y montos 
pensionarios conforme a ley.  
 
En contra de la procedencia de remuneraciones devengas en despidos incausados 
y fraudulentos: 
En la actualidad, la Corte Suprema ha cambiado abruptamente su posición, virando 
hacia una línea jurisprudencial que propugna la tesis de la improcedencia del pago de las 
remuneraciones devengadas en los casos en los que un trabajador sufriera un despido vejatorio de 
derechos fundamentales distinto del despido nulo.  
A continuación, es menester referirnos a la Casación N° 2712-2009-LIMA, debido a 
que funge de matriz para la instauración del nuevo criterio que desconoce la suspensión imperfecta 
de la relación laboral durante el periodo en el que el trabajador fue despedido de forma injustificada 
y, en consecuencia, desestima el pago de cualquier concepto vinculado a las remuneraciones 
devengadas por cuanto alude a que no existe, en primer lugar, contraprestación efectiva de labores, 
y, por lo demás, arguye mediante una interpretación legalista que únicamente aquello se prevé frente 
a la nulidad de despido según lo estipulado en el Art. 29° y 40° del T.U.O. del D.L N° 728.   
Siendo ello así, entre los principales fundamentos de la precitada Casación se 
encuentran los siguientes: 
“Sexto: “(…) a efectos de precisar esta distinción, es pertinente indicar que la 
naturaleza restitutoria del proceso de amparo implica que, en adelante, las 
cosas vuelvan a un estado idéntico al que existía antes de la afectación del 
derecho, por tanto, no es finalidad del proceso de amparo negar la 
existencia de los actos pasados, sino impedir que la afectación continúe en 
el futuro, en ese sentido la restitución es una figura totalmente distinta a 
la reparación o la indemnización, que corresponden a los procesos 
ordinarios y que tienen naturaleza prioritariamente patrimonial.” (…) 
Décimo Segundo: Cabe mencionar que en este caso no es pertinente alegar 
que se ha producido una suspensión imperfecta del contrato de trabajo, 
sin considerar el análisis expuesto sobre la naturaleza del proceso de amparo; 
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en ese sentido es necesario enfatizar que en cuanto se precisa que la 
remuneración para todo efecto legal constituye el integro de lo que el 
trabajador recibe por sus servicios, lo que no se ha configurado en el presente 
caso por parte del trabajador durante el tiempo dejado de laborar; 
interpretación que es concordante con el criterio del Tribunal Constitucional 
al respecto en casos análogos, lo cual no implica negar que efectivamente 
pueda existir clara verosimilitud sobre la existencia de daños al impedirse 
el ejercicio de los derechos del trabajador, los mismos que deben ser 
evaluados e indemnizados, según los hechos de cada caso concreto y ante el 
juez y vía procedimental predeterminados por Ley para dicha pretensión, 
razones por todas las cuales el recurso de casación deviene en fundado". 
 
 Se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de indemnización 
por daños y perjuicios 
 
 V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional 
Con fecha 04 de agosto de 2017 se publicó en el diario oficial El Peruano el V Pleno 
Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y Previsional (de aquí en más V PJSLP), pleno que reviste 
especial relevancia puesto que en su Tema III se decidió tratar lo concerniente a la procedencia del 
pago de remuneraciones devengadas y la indemnización por daños y perjuicios frente a los 
trabajadores víctimas de despidos incausados y fraudulentos.  
No obstante, como hemos advertido a lo largo del desarrollo progresivo de los distintos 
criterios que los órganos jurisdiccionales como la Corte Suprema han tomado con relación a la 
materia a discutir, en esta oportunidad no se produjo un acuerdo en mayoría que recogiera una postura 
unánime; sino que, nuevamente, se puso de manifiesto un voto dividido, demostrando que así como 
ocurre en las discusiones de corte doctrinal, en la judicatura, el pago de remuneraciones devengadas 
frente a despidos incausados y fraudulentos no es pacífica. 
Visto lo anterior, se tiene que el V PJSLP resolvió adoptar por mayoría el siguiente 
acuerdo plenario: 
Acuerdo Plenario en Mayoría 
“En los casos de despido incausado y despido fraudulento, el trabajador 
tiene derecho a demandar la reposición en el empleo, además podrá 
acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y 
perjuicios sufridos, las que incluyen el daño emergente, lucro cesante y el 
daño moral. 
La indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión 
por remuneraciones devengadas. 
 
El juez valorará los medios probatorios para determinar la existencia del daño, 
la relación de causalidad con el despido, el factor subjetivo de atribución de 
responsabilidad, y el cálculo de la suma indemnizatoria, según el petitorio y 
los hechos; asimismo, en caso se le reconozca al trabajador un monto 
indemnizatorio por daños y perjuicios, el juez de oficio ordenará pagar 
una suma por daños punitivos, la misma cuyo monto máximo será 
equivalente al monto que hubiera correspondido al trabajador aportar al 
Sistema Privado de Pensiones, Sistema Nacional de Pensiones o cualquier otro 
régimen previsional que corresponda”.  
 
Además, es pertinente referirse a las conclusiones a las que se llegó para optar por el 
precitado acuerdo, mismas que se desglosan a continuación: 
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1. No existe diferencia entre los despidos incausados y fraudulentos en tanto que ambos 
no tienen origen legal, sino que son construcciones jurisprudenciales del Tribunal Constitucional, 
Por lo tanto, al no constituirse en una ficción jurídica (puesto que estas solo se establecen por ley), 
ello no origina que se tome como tiempo de prestación efectiva de labores al periodo que transcurre 
entre el despido y la reposición del trabajador afectado.   
 
2. Que, a diferencia de lo establecido por el Art. 40° del T.U.O del D. L N° 728 para el 
caso de los despidos nulos, no existe ninguna norma que establezca que el trabajador víctima de un 
despido incausado o fraudulento tenga derecho al pago de sus remuneraciones devengadas.  
 
3. Dado que la reposición como medida de reparación judicial cumple con restituir las 
cosas al estado anterior de la afectación, al trabajador que alcanza la reposición frente a un despido 
incausado o fraudulento corresponde la indemnización de todos los daños y perjuicios (incluyendo 
lucro cesante, daño emergente y daño moral) que hubiera sufrido, y esto porque, se indica, que de 
ese modo se alcanza la reparación frente a la vejación de un derecho constitucional. Asimismo, se 
indica que el trabajador podrá tomar la ausencia del pago de remuneraciones como indicador de 
cálculo del monto de la indemnización (lucro cesante) y que corresponde al juez valorar los medios 
probatorios que sustentan la pretensión indemnizatoria. 
 
4. La pretensión del pago de indemnización por daños y perjuicios puede acumularse a 
la pretensión de reposición interpuesta contra un despido incausado o fraudulento, siempre y cuando 
exista conexidad entre ellas por referirse al mismo conflicto provocado por un despido. 
 
5. La pretensión del pago de indemnización por daños y perjuicios sustituye cualquier 
pretensión por remuneraciones devengadas por lo que esta última resulta improcedente. 
 
6. Corresponde que de oficio se entregue al trabajador al cual se le reconozca el pago 
de una indemnización por daños y perjuicios, el concepto de daños punitivos cuyo monto no excederá 
al que el trabajador aportaba al sistema pensionario del que fuese afiliado.  
 
 
 Restricción del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva al limitar acumulación 
de pretensiones 
  
La decisión tomada por acuerdo de mayoría en el V PJSLP indica de modo taxativo que: 
“La indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión por remuneraciones 
devengadas”.  
 
En este apartado, es necesario analizar si la pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios puede satisfacer y, por ende, sustituir en puridad, a la pretensión de remuneraciones 
devengadas; o si, por el contrario, dicho acuerdo en mayoría recorta, restringe y limita la tutela 
satisfactoria que puede invocar un trabajador al solicitar la restitución de los derechos conculcados 
por la comisión de un despido incausado o fraudulento.  
 
Por ello, corresponde proceder a analizar las naturalezas jurídicas de ambas pretensiones 
y determinar si es que resultan igualmente satisfactorias en cuanto a los fines que perciben y los 
efectos que tendrían.  
 
Por una parte, se tiene que la indemnización por daños y perjuicios constituye una 
institución de naturaleza civil e indemnizatoria, toda vez que persigue “la reconstrucción del 
patrimonio del lesionado” y, con ello, la generación de un remedio capaz de reparar las consecuencias 
dañinas que provocaron la afectación de quien le solicita. (Messineo, 1954). 
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La indemnización por daños y perjuicios involucra un componete patrimonial, en el que 
se incluyen al daño emergente (que consite en la disminución del patrimonio afectado que sobreviene 
por el incumpliento de un contrato o bien por la comisión de un acto ilegal o vejatorio de derechos) 
y al lucro cesante (que respecta todo aquello que debía procurar un incremtno patrimonial pero que, 
a causa del daño, se vio trunco); y un componente de carácter extrapatrimonial, en este caso 
representado por el daño moral que, a su vez, importa un menoscabo en la dimensión subjetiva, 
personal y, por supuesto, en las expectativas y proyecto de vida del afectado.  
 
De ahí que puede concluirse que la finalidad de un petitorio de indemnización por daños 
y perjuicios es la de tutelar los derechos de carácter patrimonial y extrapatrimonial de quien lo invoca, 
a objeto de conseguir la reparación de las consecuencias del daño sufrido. Y, conforme apunta 
Bustamante (2016), en tanto que la indemnización constituye una institución de naturaleza civil, 
“tiene un fin netamente protector de los derechos del individuo en su calidad de persona huaman, 
una connotación (…) que crea una obligación de resarcir un dao a quien le fue producido sin sustento 
legal”.  
Por el contrario, cuando se alude al concepto de pago de remuneraciones devengadas,  
estamos frente a un instituto de naturaleza restituria que pertenece al Derecho del Trabajo y que 
procede frente a la perpetración de un despido contrario a los derechos fundamentales del trabajador 
(siendo que en nuestra legislación la ley lo ha tipificado para los casos de nulidad de despido). De 
esta manera, en mérito al pago de remuneraciones devengadas, el empleador que cometió el despido 
lesivo debe pagar al trabajador afectado el integro de la remuneración, beneficios sociales, abonos 
pensionarios y de seguro social, y otras prerrogativas que este hubiera recibido con normalidad de 
no haberse producido el cese ilegal y unilateral.  
 
En ese sentido, las remuneraciones devengadas distan pues de ser equiparables a un 
concepto de naturaleza civil como las indemnizaciones, en tanto que en este último, al pertenecer al 
fuero civil, prima el principio de igualdad entre las partes y ante la ley, siendo que la actividad 
probatoria tiene un peso gravitante para la acreditación del daño y sus consecuencias. Mientras que 
en la pretensión del pago de remuenraciones devengadas, se concretizan diferentes principios del 
derecho del trabajo tales como el principio de continuidad y subsistencia del vínculo laboral, así 
como del pincipio tuitivo o pro operario, toda vez que en una relación de trabajo se evidencia una 
situación asimétrica entre las figuras del empelador y el trabajador. 
 
Blancas (2013) reconoce la naturaleza restituria de las remuenraciones devengadas y 
señala que de ningún modo podría considerársele indemnizatoria “(…) porque el derecho a su 
percepción deriva de la declaración de subsistencia de la relación de trabajo, tratándose por 
consiguiente de un supuesto de mora accipiens”. Añadido a ello se debe considerar que el acto de 
despido ilegal se encuentra viciado con nulidad desde su origen, por lo tanto carece de eficacia 
jurídica real para disolver la relación de trabajo.  
 
En suma, se señala que la falta de prestación de los servicios del trabajador por causa 
no imputable a este, “no libera al empleador de cumplir con su contraprestación, como es regla 
indiscutible en los contratos con prestaciones recíprocas (C. Civ. Art. 1426) [sino que] esta subsiste 
y se mantienen intactos los derechos y obligaciones derivados. Por ello, sería incoherente, que la 
reposición del trabajador no estuviera acompañada del pago de las remuneraciones devengadas 
durante su ausencia”. 
 
Ahora bien, el V PJSLP restringe al trabajador el que pueda formular una pretensión de 
pago de remuneraciones devengadas amparandose en el hecho de que el pago de la indemnización 
lo sustituye en cuanto a su finalidad reparadora. Y, si bien en términos teóricos, como señala Arce 
(2015), puede equipararse la indemnización por lucro cesante al pago de las remuneraciones 
devengadas, por cuanto dichas remuneraciones constituyen las que dejó de percibir el trabajador por 
consecuencia del despido ilegal inconstitucional; “el cómputo de la indemnización siempre será más 
complejo, ya que primero habrá que ver si hay daños y después habrá que cuantificar los mismos. La 
carga de la prueba juega un rol importante en este caso”. En ese mismo sentido, a objeto de 
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ejemplificar la arbitrariedad que soslaya en muchas ocasiones la labor de magistrado, y que no pocas 
veces se cubre por el manto de la razonabilidad, menciona como ejemplo lo siguiente: “En un caso, 
en que el trabajador reclamaba indemnización por lucro cesante por un despido perpetrado por su 
empleadora Telefónica del Perú S.A., el monto de S/. 143,000.00 nuevos soles, calculado en primera 
instancia, fue reducido a S/. 60,000.00 en la sentencia de la Sala alegando simplemente el criterio de 
razonabilidad (Sentencia expedida por la Tercera Sala Laboral de Lima y recaída sobre el Exp. 609-
2007-IND)”. 
 
Tal y como puede apreciarse, el que se haya impedido al trabajador acumular el pago 
de devengados y únicamente se le reconozca su derecho a acumular un pago de naturaleza 
indemnizatoria en mérito a los argumentos expuestos por el V PSJLP, acarrea una serie de efectos 
negativos. Así, Toyama (2015) señala que considerar a las remuneraciones devengadas como 
indemnizaciones afectaría negativamente los derechos de carácter remuneativo, pensionario y 
cualquier aporte legal obligatorio que sea de abono del empleador, por cuanto afirma que “las 
indemnizaciones no califican como remuneración ya que no se entregan como contraprestación por 
los servicios prestados sino en calidad de compensación o reparación por el despido arbitrario o nulo 
del trabajador. Al no encontrarnos ante una remuneración, la indemnización no forma parte de la 
base sobre la cual se calculan los beneficios sociales y, además, no califica como remuneración 
computable para el cálculo de los tributos y aportes legales que inciden en la remuneración”. 
 
Frente a lo vertido líneas arriba, se puede concluir que la pretensión del pago de 
indemnización por daños y perjuicios no sustituye, ni subsume, ni reemplaza, a la pretensión de pago 
de remuneraciones devengadas. Aducir lo contrario, sería desnaturalizar la esencia de tales institutos 
desconociendo la tutela de los derechos para los cuales se concibieron, siendo la indemnización un 
mecanismo de reparación civil patrimonial y extrapatrimonial frente a las consecuencias lesivas de 
un daño que deben ser acreditadas; y teniéndose en el pago de las remuneraciones devengadas a una 
institución laboral de naturaleza restitutoria y remunerativa, destinada al pago de los salarios caídos, 
beneficios sociales y demás prerrogativas que se vieron truncas durante el periodo de tiempo que va 
desde el despido inconstitucional hasta la reposición efectiva del trabajador afectado.  
 
Es por todo lo anterior que pretender que el trabajador despedido de manera incausada 
o fraudulenta acumule a su demanda de reposición únicamente una pretensión de indemnización que 
“sustituye cualquier pretensión por remuneraciones devengadas”, lo limita y, en consecuencia, lo 
orilla a abstenerse de demandar un concepto que, como se verá más adelante, es de su 
correspondencia, renunciando a los efectos que pudieran redundar en un beneficio para sí y, aún más, 
desconociéndole el derecho a demandar ya sea alternativa o copulativamente (de acreditarse el daño 
sufrido) ambas pretensiones. 
 
4.1.1.2. Variable dependiente 
 
El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y 
Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela jurisdiccional 
efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la 
jurisdicción laboral. 
 
 Afectación a la tutela jurisdiccional efectiva 
 
La tutela jurisdiccional efectiva, a decir de Gonzáles (1985), es una institución de origen 
constitucional que se compone de distintas instituciones sustantivas y procesales y que tiene por 
propósito cautelar el acceso libre, material e irrestricto de los justiciables a la prestación 
jurisdiccional del Estado a través de las garantías del debido proceso que permitan la eficacia de la 
legislación vigente, la producción de una sentencia de fondo, las garantías del derecho de acción y 
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contradicción , el respeto por la doble instancia y la ejecutoriedad de las sentencias, lo cual permite 
asegurar los valores fundamentales sobre los que se fundan el orden jurídico en su integridad.  
 
Asimismo, se indica que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva ampara al 
justiciable desde que se accede a la justicia en busca de salvaguarda para sus derechos, en el 
desarrollo sustantivo y procesal (debido proceso), y al producirse sentencia, lo cual alcanza también 
al cumplimiento de lo resuelto en esta. (Gonzáles, 1985). 
 
En ese sentido, cabe evaluar si la restricción que el V PJSLP plantea respecto de que el 
trabajador que fue víctima de un despido incausado o fraudulento únicamente puede acumular a su 
demanda de reposición el pago de una indemnización por daños y perjuicios, toda vez que esta 
cumple con sustituir cualquier pretensión de remuneraciones devengadas. A efecto de valorar la 
afectación a la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador que se halla en dicho supuesto y que ve 
recortado, cuando no impedido, su derecho a peticionar el pago de un concepto que, tal y como se 
verá, es de su correspondencia.  
En primer lugar, la Constitución de 1993 prevé en el Art. 27° una adecuada protección 
frente al despido arbitrario por lo cual ha establecido el pago de una indemnización tarifada por ley 
(Art. 38° del T.U.O del D.L N° 728) frente a los despidos arbitrarios y directos, y la reposición más 
el pago de las remuneraciones devengadas frente al despido nulo (Art. 29° y 40° de la precitada 
norma), este último un acto que se caracteriza por ser de númerus clausus bajo observancia del 
Principio de Legalidad.  
En segundo lugar, se tiene que el desarrollo de la jurisprudencia constitucional instituyó, 
primero, la reposición laboral frente al despido arbitrario en la vía constitucional del amparo (Exp. 
Nº 1124-2001-AA/TC - Caso FETRATEL c/ Telefónica); y segundo, el establecimiento de que los 
efectos restitutorios (reposición) derivados de los despidos arbitrarios o de los despidos lesivos de 
derechos se generan en los casos de Despido nulo, Despido incausado y Despido fraudulento (Exp. 
Nº 00976-2001-AA/TC - Caso Eusebio Llanos Huasco). 
En tercero, los despidos incausado y fraudulento son manifestaciones de despidos 
lesivos de derechos constitucionales que enervan la nulidad del acto, tal y como ocurre con el despido 
nulo, y, por tanto, deben ser asistidos por la misma consecuencia directa de la nulidad del despido. 
Ello puesto que en dichos despidos de carácter pluriofensivos, antes de que sea cesado, el trabajador 
tiene derecho a todos los beneficios que establece la ley y los que se establecen por convenio en su 
trabajo, incluyendo los pensionarios y los que se refieren al tiempo de servicios.   
En cuarto lugar, se llega a la determinación de que restringir únicamente la pretensión 
a acumular al pago de la indemnización por daños y perjuicios terminaría perjudicando al trabajador 
al constituir en INVIABLE la posibilidad de que pueda acumular el pago de sus remuneraciones, el 
abono de los beneficios sociales y pensionarios, así como el reconocimiento del tiempo de servicios 
para los cómputos que involucran periodo efectivo de labores, CTS, jubilación, etc.  
A este respecto, compete aclarar que, si bien es cierto el pago de remuneraciones 
devengadas como pretensión accesoria de reposición en los despidos incausados y fraudulentos no 
se encuentra tipificados por ley, como sí ocurre con el caso de la nulidad de despidos (Art. 40° del 
T.U.O. del D. L. N° 728, tampoco existe norma expresa que prohíba su aplicación, razón por la cual 
constituye un claro ejemplo de vacío legal o laguna del derecho que la jurisprudencia ha debido llenar 
en virtud del Art. VIII del Título Preliminar del Código Civil, el que prescribe que los jueces no 
pueden dejar de administrar justicia por defecto o deficiencia de la Ley.  
Sin embargo, conforme se ha tratado en el acápite titulado “Antecedentes normativos 
y jurisprudenciales de las remuneraciones devengadas”, los criterios de la Corte Suprema 
relacionados a la procedibilidad del pago de las remuneraciones devengadas viraron de forma abrupta 
y antagónica, pasando de conceder al trabajador el derecho al pago, a reafirmar, una y otra vez, su 
improcedencia en ejecutorias que devienen en perjudiciales para el reconocimiento pleno de derechos 
de los trabajadores. 
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Se debe reconocer que los derechos fundamentales reconocidos tanto en el fuero 
supranacional como el constitucional, y aquellos que deriven de las máximas principistas en las que 
se asienta la tradición jurídica, no requieren ser positivizados para hallarse en plena vigencia o para 
ser invocados en busca de su tutela y cumplimiento. Asimismo, en virtud del principio de 
progresividad, los derechos fundamentales no deberían interpretarse de modo restrictivo, parcial o in 
peius, sino que, por el contrario, debería procurarse la máxima tutela en consonancia con los 
principios pro homine o pro operario, el principio de irrenunciabilidad de derechos, el de no 
discriminación y el carácter tuitivo que es fundamental en materia de derechos sociales. Este punto 
queda demostrado con la admisión del acuerdo al acuerdo del Tema III del II Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia laboral, pleno en el que se estableció que las acciones de reposición por despido 
incausado o fraudulento presentan un plazo de caducidad de 30 días, llenado de ese modo un vacío 
legislativo, toda vez que el Art. 36° del T.U.O del D. L N° 728 no hace referencia en modo alguno 
al despido incausado y fraudulento (puesto que ambos tipos de despido son de factura jurisprudencial 
posterior a la dación de la norma en cuestión). En consecuencia, mutatis mutandi, el mismo 
razonamiento y justificación tendría equiparar los efectos del despido incausado y fraudulento a los 
efectos del despido nulo. 
En esa misma línea argumental, Navarrete (2017) afirma que los efectos despido nulo 
son equiparables a los de la reposición por despido incausado o fraudulento debido al reconocimiento 
de una tutela igualitaria frente a los despidos que lesionan derechos fundamentales, por lo que al estar 
en presencia de tres tipos de despido inconstitucionales que poseen la misma connotación 
pluriofensiva, no solo debe adoptarse la reposición en el empleo como mecanismo de restitución de 
derechos, sino también la restitución integra de las remuneraciones dejadas de percibir, pues no 
guarda lógica ni coherencia alguna el que aquella pretensión se garantice en el despido nulo y no 
frente a los despidos incausados y fraudulentos, siendo que estos últimos resultan igualmente lesivos 
de derechos fundamentales.  
Y lo mismo opera frente al reparo que incide en que las remuneraciones devengadas 
adolecen, en el despido incausado y fraudulento, de una naturaleza restitutoria y remunerativa y que, 
en su lugar, responden a una pretensión indemnizatoria, pues no cumplen con el carácter de 
contraprestatividad que distingue a la remuneración.  
Con relación a este reparo, se tiene que Neves (2012) sostiene que, en efecto, “la 
remuneración tiene carácter contraprestativo, pero no se agota en éste. En otras palabras, es el pago 
que corresponde al trabajador por la puesta a disposición de su actividad”. Además, Neves añade que 
“[la remuneración] es más que contraprestación, ya que la inactividad temporal del trabajador 
originada en ciertas causas, no conlleva la suspensión de la remuneración. Este es el caso, por 
ejemplo, del descanso vacacional o de la licencia por enfermedad, en que opera lo que la doctrina y 
nuestra legislación llama una suspensión imperfecta de la relación laboral, en la que la interrupción 
de la prestación de trabajo no acarrea la de pago (artículo 11º de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral)”.  
Por su parte, Pizarro (2006) concuerda con lo antes escrito y sostiene que, dadas las 
características peculiares de un contrato de trabajo, debe entenderse que la prestación del trabajador 
se cumple con la puesta a disposición de su fuerza de trabajo, por cuanto la relación que le une con 
su empleador es de subordinación y si es que el empleador no le proporciona las indicaciones, 
directrices o condiciones necesarias para la ejecución del servicio, entonces el trabajador se haya 
imposibilitado de cumplir correctamente con la parte obligacional que le corresponde. En 
consecuencia, se concluye que el cumplimiento por parte del trabajador se encuentra supeditado a la 
actuación del empleador. Ello implica que, si el trabajador se encontró impedido de desenvolverse 
en las funciones que le correspondían, aun cuando cumplió con ponerse a disposición del empleador; 
y dicha imposibilidad se debió por culpa del empleador y la comisión de un acto ilegal (despido 
lesivo de derechos), entonces debe ser este el que asuma las consecuencias del daño causado con el 
despido y restituya los derechos conculcados (reposición y pago de remuneraciones dejadas de 
percibir), ello en vista de que no puede verse favorecido del no pago de derechos violentados por su 
proceder. Es importante notar que tal suspensión de labores no compromete ni el pago de la 
 61 
 
remuneración/beneficios sociales debidos, ni extingue el contrato de trabajo, ni mucho menos crea 
una nueva relación a partir de la restitución, como tampoco lo hace la suspensión contemplada por 
norma legal o acuerdo individual o colectivo. 
Siendo que la sola postura de naturaleza contraprestativa exclusiva o sinalagmática 
deviene insuficiente para impedir que frente a un despido declarado ilegal (entiéndase, nulo) no 
corresponde como consecuencia la reposición y el pago de las remuneraciones dejadas de percibir 
durante el periodo que duró el cese unilateral y lesivo impuesto por el empleador.  
En vista de las consideraciones antes esgrimidas es que, en su mayoría, los señores 
Jueces Supremos Titulares Vicente Rodolfo Walde Jáuregui, Jacinto Julio Rodríguez Mendoza 
y Omar Toledo Toribio, producen un voto singular orientado a recalcar que “en los procesos de 
reposición por despido incausado y fraudulento el trabajador tiene derecho al pago de las 
remuneraciones devengadas, sin perjuicio de que pueda solicitar el pago de una indemnización por 
daños y perjuicios por los conceptos no cubiertos por las remuneraciones devengadas. 
Alternativamente, de considerarlo, el trabajador puede demandar exclusivamente por indemnización 
por daños y perjuicios. Ambas pretensiones pueden solicitarse acumulativamente en la demanda de 
reposición”, suscribiendo el siguiente acuerdo: 
 
Voto en minoría: 
“En los procesos de reposición por despido incausado y fraudulento el 
trabajador tiene derecho al pago de las remuneraciones devengadas y/o al pago 
de una indemnización por daños y perjuicios, pretensiones que pueden 
acumularse a la demanda de reposición”. 
Es pertinente indicar que al mismo voto en minoría arriba el señor Juez Supremo 
Provisional Carlos Giovanni Arias Lazarte. Y que, dentro del ínterin de su formulación 
argumental, añade que, en la vía ordinaria, para el caso de los procedimientos de impugnación de 
despidos incausados y fraudulentos la tutela jurisdiccional de los derechos satisfactoria implica el 
que se atienda a la formulación de la pretensión de remuneraciones devengadas (en cuanto a conocer, 
tramitar y resolver ese tipo de causas se refiere). Y de ningún modo debería ser la propia jurisdicción, 
y menos un acuerdo plenario, el que restringa el derecho del trabajador a reconocer un derecho 
fundamental que le es legítimo.  
En conclusión, se puede determinar que, aunque el V PJSLP representa una cierta 
concesión favorable a los trabajadores víctimas de un despido inconstitucional por cuanto ahora 
pueden acumular a su demanda de reposición una pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios, se constata que existe una afectación negativa a la tutela jurisdiccional efectiva del 
trabajador debido a que, como se ha dejado en claro, una pretensión indemnizatoria no puede sustituir 
a la pretensión restitutoria de derechos, aun cuando en algún supuesto pudieran coincidir, ya sea 
formulándose copulativa o alternativamente. Ambas tienen y atienden a tutelas de derechos y a 
naturalezas jurídicas distintas, por lo que el impedimento a la formulación de tal pretensión que 
debería conducir a una reparación integral, termina afectando negativamente al trabajador en o que 
a su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, su derecho de acción y al debido proceso se refiere en 
tanto que sus facultades se ven recortadas e impedidas de siquiera recibir pronunciamiento alguno 
en sede judicial. 
 
4.1.2. Hipótesis específica 
 
“Sí, sería posible extender el pago de las remuneraciones devengadas previsto en el 
Art. 40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de la reposición 
por nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral su reposición por 
despido incausado y fraudulento; debido a los principios del derecho laboral y la naturaleza jurídica 
restitutoria y remunerativa de las remuneraciones devengadas”. 
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4.1.2.1. Variable Independiente 
 
Debido a los principios del derecho laboral y la naturaleza jurídica restitutoria y 
remunerativa de las remuneraciones devengadas. 
 
 Los principios del derecho laboral  
 
En el Perú, el derecho al trabajo y los demás derechos conexos no solo tienen un 
reconocimiento especial a nivel constitucional, sino que además gozan de la protección y tratamiento 
que corresponde a los derechos fundamentales, reconocidos a nivel supranacional en tratados, 
convenios y acuerdos internacionales ratificados por el Estado. 
 
Y los derechos al trabajo, a una remuneración justa y suficiente, al pago de los 
beneficios que la ley y los convenios establezcan para el trabajador, la protección adecuada frente al 
despido arbitrario y demás prerrogativas inherentes a la condición propia del ser humano, en tanto 
que conforman parte activa de su desarrollo social, personal, y hasta de su manutención y sostén 
cotidiano, deben ser interpretados a la luz del principio de progresividad y de un enfoque de 
maximización, entendiendo que, al igual que los principios, en este caso, del derecho del trabajo, no 
necesariamente requieren haber sido postivizados en una norma expresa para recién adquirir vigencia 
plena a partir de su publicación, sino que trascienden la mera taxatividad y, aun, el principio de 
legalidad, para dotar de contenido a la dignidad que salvaguardan.  
 
Tenemos en consecuencia que, el desarrollo de los acápites que anteceden al presente 
ejercicio probatorio, demuestran que sí procede el pago de las remuneraciones devengadas frente a 
los despidos incausados y fraudulentos en función a que su procedibilidad se encuentra en 
consonancia con los principios que insuflan al ordenamiento laboral.  
 
El principio pro operario, encarnación del principio tuitivo o pro homine que llena de 
contenido a la naturaleza de los derechos sociales, se propone frente a la alternativa legalista que 
propugna la sola admisión de las remuneraciones devengadas donde exista norma expresa (casos de 
nulidad de despido), sin considerar que la creación jurisprudencial del despido incausado y 
fraudulento fue posterior a la emisión del T. U. O. del D. L N° 728, y sin tomar en cuenta que ambos 
constituyen un ejemplo de despidos pluriofensivos de derechos. De este modo, atendiendo a que los 
pagos de las remuneraciones devengadas enervan un correcto cumplimiento integral de la restitución 
que el trabajador víctima de un despido inconstitucional merece, el principio pro operario integra y 
solivianta las interpretaciones restrictivas a través de la aplicación de la regla de la condición más 
beneficiosa (favorabilidad) y contribuye a integrar los vacíos normativos. 
 
Con respecto al principio de continuidad en relación a la materia que nos atañe, sobre 
la procedibilidad del pago de remuneraciones devengadas para los casos en los que el trabajador 
sufriera un despido incausado o fraudulento, se manifiesta que es la perduración en el tiempo de la 
vigencia de la relación laboral, máxime cuando esta se ha visto afectada por un acto de origen nulo, 
viciado o ilegal como lo es un despido inconstitucional y repulsivo al ordenamiento jurídico. Frente 
a ello, en virtud del principio de continuidad se obra una suspensión imperfecta por el periodo que 
dure el despido inconstitucional, esto es, desde la fecha del cese pírrico hasta la fecha en que se haga 
efectiva la reposición, siendo que, aunque pudiera argüirse la falta de una contraprestación efectiva 
y por ende el no pago de la remuneración, la suspensión obrada implica que el trabajador se vio 
imposibilitado de cumplí con la parte de su obligación por culpa expresa del empleador que procedió 
en su contra con un acto arbitrario y unilateral. De esta manera, una vez que se alcanza la orden de 
reposición corresponde el pago de los salarios caídos y todos los beneficios sociales, remunerativos 
y pensionarios que el trabajador hubiera recibido de no haber sido despedido. La reposición, como 
se detalló líneas arriba, no implica la extinción de una relación de trabajo para, inmediatamente, 
reanudar otra, sino que sigue siendo la misma relación laboral sin solución de continuidad.  
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Conviene referirse a los principios de irrenunciabilidad de derechos y de igualdad de 
trato y no discriminación. El primero sostiene que el trabajador no puede disponer en abandono o 
renunciar, como su denominación lo indica, de los derechos, prerrogativas y atribuciones que la 
Constitución, la ley, los convenios y los tratados le reconocen, ya sea que desee hacerlo de forma 
voluntaria o en perjuicio suyo al ser orillado por un tercero, frecuentemente, alguien con posibilidad 
de incidir jerárquicamente o con el que guarda cierta relación de dependencia.  
 
En particular, la irrenunciabilidad impide que el trabajador sufra un menoscabo al 
abandonar los derechos legítimos que le corresponden, en tanto que, en relación directa con el 
principio de igualdad de trato y no discriminación, el pago de las remuneraciones devengadas 
beneficia a trabajadores que se hallan en un mismo supuesto de afectación y daños provocados por 
la manifestación de un despido inconstitucional, nulo, viciado, arbitrario, pluriofensivo de derechos 
fundamentales, pero que en virtud de posturas que buscan desconocer su carácter remunerativo o 
incidir en que resulta improcedente debido a su falta de legislación expresa, deviene en la 
manifestación de un acto discriminatorio en función a que pretende dotar de diferente tratamiento y 
efectos jurídicos a supuestos de hecho que presentan un mismo origen en un despido inconstitucional 
(despido incausado y fraudulento vs. Despido nulo). 
 
 
4.1.2.2. Variable dependiente 
 
Sería posible extender el pago de las remuneraciones devengadas previsto en el 
Art. 40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de la 
reposición por nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral 
su reposición por despido incausado y fraudulento. 
“El método de integración jurídica de la analogía se utiliza cuando se considera que nos 
encontramos ante una laguna del derecho, (…) y [en el caso particular] las lagunas del derecho serían: 
i) La no existencia de regulación jurídica expresa respecto al pago de remuneraciones devengadas al 
obtenerse un pronunciamiento favorable que ordene la reposición en un proceso de amparo; y ii) la 
no existencia de regulación jurídica expresa respecto al pago de remuneraciones devengadas al 
declararse fundada una demanda de reposición por despido incausado o fraudulento”. (Rojas, 2017). 
Así pues, continúa Rojas (2017), que dado que la interpretación analógica no ha sido 
reconocida como método de integración en nuestro país, se tiene a bien que su aplicación se admite 
de forma pacífica cuando no existen excepciones ni se restringe derechos, según lo que a contrario 
sensu el artículo 139.9 de la Constitución (principio de inaplicabilidad de la analogía en la ley penal 
y en las normas que restrinjan derechos) y el artículo IV del Título Preliminar del Código Civil de 
1984 (La ley que establece excepciones o restringe derechos no se aplica por analogía). 
Ante lo expuesto, es menester dilucidar si procede la interpretación analógica del Art. 
40° del T.U.O. del D. L. N° 728, mismo que norma la procedencia del pago de remuneraciones 
devengadas frente a casos de despido nulo, y si tal interpretación resiste ser aplicada en torno a los 
supuestos de reposición por despido incausado y fraudulento, en tanto que método de integración 
jurídica. Para determinar aquello, conviene citar el texto del Art. 40° del T.U.O. del D. L. N° 728 el 
cual incide en lo siguiente: 
“Al declarar fundada la demanda de nulidad de despido, el juez ordenará el pago de las 
remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo, con deducción de los períodos 
de inactividad procesal no imputables a las partes. Asimismo, ordenará los depósitos 
correspondientes a la compensación por tiempo de servicios y, de ser el caso, con sus intereses”. 
 Ahora bien, se tiene que el precitado artículo no establece ni excepciones, ni mucho 
menos restringe derechos. El artículo en comentario concede como consecuencia natural, inmediata 
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y directa a la reposición el pago de las remuneraciones devengadas que por causa del acto ilegal 
perpetrado en perjuicio del trabajador (esto es, del despido nulo) se hubieran generado.  
Habiéndose determinado que tanto los despidos incausados y fraudulentos constituyen, 
junto a los despidos nulos, actos lesivos del derecho fundamental al trabajo y los derechos conexos; 
se procedió además a concluir que dada la naturaleza remunerativa y retributiva de los despidos 
incausados y fraudulentos, les asistía también la restitución íntegra del periodo que dejó de trabajarse 
por culpa imputable al empleador (periodo que se toma como una suspensión imperfecta). Además, 
en tanto que obra un vacío o laguna del derecho, puesto que los despidos incausados y fraudulentos 
reputan tipicidad legal, corresponde proceder a su integración teniendo en cuenta los principios del 
derecho del trabajo tales como el de pro operario, continuidad, irrenunciabilidad de derechos,   
igualdad y no discriminación.  
En ese sentido, dado que los despidos inconstitucionales en pleno reputan los mismos 
hechos detonadores (despido pluriofensivo) y consecuencia restitutoria (reposición en el centro de 
labores y nulidad del acto ilegal), corresponde el que se proceda a realizar una interpretación 
analógica a fin de salvaguardar los derechos de los trabajadores que sufren las consecuencias dañinas 
de un despido vejatorio de sus derechos constitucionales, sin que se haga distingüendo entre los tipos 
particulares de despidos lesivos. Además, el propio Art. 40° no ha establecido ni excepciones ni ha 
restringido derechos.   
Asimismo, debe considerarse el hecho de que los despidos inconstitucionales tuvieron 
un origen que se remonta al desarrollo jurisprudencial del Tribunal Constitucional, lo cual, 
ciertamente, les hace posteriores a la dación del T.U.O del D. L N° 728, pero a objeto de que pudiera 
presentarse cualquier interpretación que pudiera perjudicar los intereses del trabajador y sus derechos 
conculcados, siempre se debe aplicar la más favorable conforme al principio in dubio pro operario. 
En conclusión, en vista de que el supuesto de hecho es el mismo (despido 
inconstitucional) se le debe conceder la misma consecuencia jurídica al dársele el mismo tratamiento 
restitutivo. Lo cual tiene un antecedente inmediato, según refiere Jorge (2017), en el I PJSLP en el 
que se otorgó competencia al juez especializado de trabajo para que conozca los casos de reposición 
por despido incausado y fraudulento dentro de un proceso abreviado, ello en uso de la interpretación 
analógica en virtud de la cual se equiparó al proceso de nulidad de despido por constituir, en conjunto, 
tipos de despidos vejatorios de derechos fundamentales. Así también, conforme lo hemos 
desarrollado previamente, ocurrió con respecto al plazo de caducidad de 30 días que se estableció 
para los despidos incausados y fraudulentos al ser equiparados con el despido nulo en el acuerdo 
concebido por el II PJSLP. 
 
4.2. PROBANZA DE LA HIPÓTESIS Y CONTRASTACIÓN DE 
VARIABLES 
 
Después de realizar la probanza jurídico-doctrinal de las variables de la hipótesis 
general y específica, se procederá a contrastarlas con la finalidad de verificar que la hipótesis general 
y específica planteadas por el tesista son susceptibles de comprobarse en su totalidad. 
Para ello, es propicio reiterar las hipótesis planteadas para poder evaluar si la probanza 
fue negativa o positiva. Así, pues, las hipótesis general y específica son las siguientes: 
Hipótesis General: 
“El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y 
Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela jurisdiccional 
efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado en la 
jurisdicción laboral, puesto que se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión de 
indemnización por daños y perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de 
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remuneraciones devengadas, aun cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas 
pueden  acumularse simultáneamente”. 
Hipótesis Específicas: 
“Sí, sería posible extender el pago de las remuneraciones devengadas previsto en el Art. 
40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de la reposición por 
nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral su reposición por 
despido incausado y fraudulento; debido a los principios del derecho laboral y la naturaleza jurídica 
restitutoria y remunerativa de las remuneraciones devengadas”. 
Al respecto de la hipótesis general, conforme se concluyó en la probanza jurídico-
doctrinal de la variable independiente, se ha comprobado que la pretensión del pago de 
indemnización por daños y perjuicios no sustituye, ni subsume, ni reemplaza, a la pretensión de pago 
de remuneraciones devengadas. Y que aducir lo contrario, implicaría desnaturalizar la esencia de 
tales institutos al desconocer la tutela de los derechos para los cuales se concibieron, siendo la 
indemnización un mecanismo de reparación civil frente a las consecuencias lesivas de un daño que 
deben ser acreditadas; y teniéndose en el pago de las remuneraciones devengadas a una institución 
laboral de naturaleza restitutoria y remunerativa, destinada al pago de los salarios caídos, beneficios 
sociales y demás prerrogativas que se vieron truncas durante el periodo de tiempo que va desde el 
despido inconstitucional hasta la reposición efectiva del trabajador afectado.  
Pretender que el trabajador despedido de manera incausada o fraudulenta acumule a su demanda de 
reposición únicamente una pretensión de indemnización que “sustituye cualquier pretensión por 
remuneraciones devengadas”, lo limita y, en consecuencia, lo orilla a abstenerse de demandar un 
concepto que, como se verá más adelante, es de su correspondencia, renunciando a los efectos que 
pudieran redundar en un beneficio para sí y, aún más, desconociéndole el derecho a demandar ya sea 
alternativa o copulativamente (de acreditarse el daño sufrido) ambas pretensiones 
Asimismo, en lo concerniente a la variable dependiente, se determinó que aunque el V 
PJSLP representa una cierta concesión favorable a los trabajadores víctimas de un despido 
inconstitucional por cuanto ahora pueden acumular a su demanda de reposición una pretensión de 
indemnización por daños y perjuicios, se constata que existe una afectación negativa a la tutela 
jurisdiccional efectiva del trabajador, as su derecho de acción y al debido proceso, debido a que sus 
facultades se ven recortadas e impedidas de siquiera recibir pronunciamiento alguno en sede judicial, 
lo cual deviene en indefensión. 
De ese modo, habiendo realizado la contrastación jurídico doctrinal de la variable 
independiente con la variable dependiente, se ha logrado probar la hipótesis formulada por el tesista, 
llegando a la conclusión de que: “El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia 
Laboral y Previsional sobre indemnización y remuneraciones devengadas afectaría la tutela 
jurisdiccional efectiva del trabajador que demanda su reposición por despido fraudulento o incausado 
en la jurisdicción laboral, puesto que se limita al trabajador a acumular a la demanda una pretensión 
de indemnización por daños y perjuicios, impidiendo que formule cualquier pretensión de 
remuneraciones devengadas, aun cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y tutelas distintas 
pueden acumularse simultáneamente”. 
En cuanto a la hipótesis específica, conforme se determinó en la probanza jurídico-
doctrinal de la variable independiente, se determinó que en función al carácter tuitivo del derecho 
laboral y gracias a los principios pro operario, de continuidad, de no discriminación e igualdad y de 
irrenunciabilidad de derechos es que se puede sustentar la procedencia del pago de las 
remuneraciones devengadas en los casos de despido incausado y fraudulento.  
Y, en lo que atañe a la variable dependiente se reafirmó que a través de la interpretación 
análoga se pueden hacer extensivos los efectos que la ley considera para la nulidad de despido hacia 
los despidos incausados y fraudulentos.  
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Finalmente, habiendo realizado la contrastación jurídico doctrinal de la variable 
independiente con la variable dependiente, se ha logrado probar la hipótesis formulada por el tesista, 
llegando a la conclusión de que: “sería posible extender el pago de las remuneraciones devengadas 
previsto en el Art. 40° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral como consecuencia de 
la reposición por nulidad de despido para el trabajador que demanda en la jurisdicción laboral su 
reposición por despido incausado y fraudulento; debido a los principios del derecho laboral y la 
naturaleza jurídica restitutoria y remunerativa de las remuneraciones devengadas”. 
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CONCLUSIONES 
 
1. Las remuneraciones devengadas poseen naturaleza restitutoria y remunerativa de derechos 
fundamentales, misma que resulta no equiparable con la naturaleza indemnizatoria propia 
de los resarcimientos por daños y perjuicios. 
 
2. La indemnización por daños y perjuicios involucra un componente patrimonial, en el que se 
incluyen al daño emergente (que consiste en la disminución del patrimonio afectado que 
sobreviene por el incumpliendo de un contrato o bien por la comisión de un acto ilegal o 
vejatorio de derechos) y al lucro cesante (que respecta todo aquello que debía procurar un 
incremento patrimonial pero que, a causa del daño, se vio trunco); y un componente de 
carácter extrapatrimonial, en este caso representado por el daño moral que, a su vez, importa 
un menoscabo en la dimensión subjetiva, personal y, por supuesto, en las expectativas y 
proyecto de vida del afectado. 
 
3. Se concluye, también, que la remuneración debe ser considerada como aquel concepto que 
el trabajador percibe por la puesta a disposición de sus servicios. En vista de ello, una vez 
declarada la ilegalidad del despido, y tras evidenciarse que fue el empleador quien impidió 
al trabajador prestar sus servicios, no solo debe ordenarse la reposición del trabajador, sino 
también debe ordenarse el pago de todos los beneficios que este dejó de percibir durante el 
tiempo que duró el despido. En suma, el fundamento del pago de las remuneraciones es la 
puesta a disposición de la fuerza de trabajo y no solo el aspecto contraprestativo.  
 
4. Los despidos incausado y fraudulento son manifestaciones de despidos lesivos de derechos 
constitucionales que enervan la nulidad del acto, tal y como ocurre con el despido nulo, y, 
por tanto, deben ser asistidos por la misma consecuencia directa de la nulidad del despido. 
Ello puesto que en dichos despidos de carácter pluriofensivos, antes de que sea cesado, el 
trabajador tiene derecho a todos los beneficios que establece la ley y los que se establecen 
por convenio en su trabajo, incluyendo los pensionarios y los que se refieren al tiempo de 
servicios.   
 
5. Para la Corte IDH la plena restitución, o restitutio in integrum, implica que el trabajador 
víctima de un despido ilegal no solo le asiste el derecho a la reposición en su centro y puesto 
de labores, sino que también aquello acarrea el pago de los salarios caídos, además del abono 
de los beneficios laborales que son de su correspondencia.  
 
6. Es la propia Corte IDH la que prescribe el derecho que tiene el trabajador de recibir una 
compensación adecuada (indemnización) por los daños e inconvenientes que le causó el 
despido lesivo. Lo que de forma indubitable hace referencia a que tanto el pago de las 
remuneraciones caídas y el derecho a peticionar el pago de una indemnización por daños y 
perjuicios no son contrapuestas, mucho menos alternativas, esto es, que se concedería una 
en reemplazo de la otra. Si bien poseen naturalezas diferentes y persiguen conceptos que se 
reputan disimiles aun cuando poseen el mismo detonador (el despido ilegal), aquello no los 
hace ni intercambiables ni pasables de sustituir al otro. 
 
7. Considerar a las remuneraciones devengadas como indemnizaciones afectaría negativamente 
los derechos de carácter remuneativo, pensionario y cualquier aporte legal obligatorio que 
sea de abono del empleador, por cuanto las indemnizaciones al no entregarse como 
contraprestación, sino como monto resarcitorio, no forman parte de la base sobre la cual se 
calculan los beneficios sociales y no son computables para el cálculo de los tributos, tiempo 
de servicios y aportes legales que inciden en la remuneración. 
 
8. La pretensión del pago de indemnización por daños y perjuicios no sustituye, ni subsume, ni 
reemplaza, a la pretensión de pago de remuneraciones devengadas. Hacerlo implicaría 
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desnaturalizar la esencia de tales institutos al desconocer la tutela de los derechos para los 
cuales se concibieron, siendo la indemnización un mecanismo de reparación civil frente a 
las consecuencias lesivas de un daño que deben ser acreditadas; y teniéndose en el pago de 
las remuneraciones devengadas a una institución laboral de naturaleza restitutoria y 
remunerativa, destinada al pago de los salarios caídos, beneficios sociales y demás 
prerrogativas que se vieron truncas durante el periodo de tiempo que va desde el despido 
inconstitucional hasta la reposición efectiva del trabajador afectado. 
 
9. La prestación del trabajador se cumple con la puesta a disposición de su fuerza de trabajo, 
por cuanto la relación que le une con su empleador es de subordinación y si es que el 
empleador no le proporciona las indicaciones, directrices o condiciones necesarias para la 
ejecución del servicio, entonces el trabajador se haya imposibilitado de cumplir 
correctamente con la parte obligacional que le corresponde. Ello implica que, si el trabajador 
se encontró impedido de desenvolverse en las funciones que le correspondían, aun cuando 
cumplió con ponerse a disposición del empleador; y dicha imposibilidad se debió por culpa 
del empleador y la comisión de un acto ilegal (despido lesivo de derechos), entonces debe 
ser este el que asuma las consecuencias del daño causado con el despido y restituya los 
derechos conculcados (reposición y pago de remuneraciones dejadas de percibir), ello en 
vista de que no puede verse favorecido del no pago de derechos violentados por su proceder. 
Es importante notar que tal suspensión de labores no compromete ni el pago de la 
remuneración/beneficios sociales debidos, ni extingue el contrato de trabajo, ni mucho 
menos crea una nueva relación a partir de la restitución, como tampoco lo hace la suspensión 
contemplada por norma legal o acuerdo individual o colectivo. 
 
10. En ningún caso no debería usarse al principio de legalidad para fomentar una interpretación 
que lesione el derecho al trabajo, puesto que atribuir solo a la nulidad de despido el pago de 
remuneraciones devengadas dejaría en indefensión a los demás trabajadores víctimas de 
despidos inconstitucionales.  
 
11. Aunque el V PJSLP representa una cierta concesión favorable a los trabajadores víctimas de 
un despido inconstitucional por cuanto ahora pueden acumular a su demanda de reposición 
una pretensión de indemnización por daños y perjuicios, se constata que existe una 
afectación negativa a la tutela jurisdiccional efectiva del trabajador debido a que, como se 
ha dejado en claro, una pretensión indemnizatoria no puede sustituir a la pretensión 
restitutoria de derechos, aun cuando en algún supuesto pudieran coincidir, ya sea 
formulándose copulativa o alternativamente. Ambas tienen y atienden a tutelas de derechos 
y a naturalezas jurídicas distintas, por lo que el impedimento a la formulación de tal 
pretensión que debería conducir a una reparación integral, termina afectando negativamente 
al trabajador en lo que, a su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, su derecho de acción 
y al debido proceso se refiere en tanto que sus facultades se ven recortadas e impedidas de 
siquiera recibir pronunciamiento alguno en sede judicial. 
 
12. En función al carácter tuitivo del derecho laboral y gracias a los principios pro operario, de 
continuidad, de no discriminación e igualdad y de irrenunciabilidad de derechos es que se 
puede sustentar la procedencia del pago de las remuneraciones devengadas en los casos de 
despido incausado y fraudulento. Y, en lo que atañe a la variable dependiente se reafirmó 
que a través de la interpretación análoga se pueden hacer extensivos los efectos que la ley 
considera para la nulidad de despido hacia los despidos incausados y fraudulentos.  
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RECOMENDACIONES 
 
1. Se recomienda al Congreso de la República del Perú modificar el Art. 40° del T.U.O. del D. 
L. N° para incluir dentro de los supuestos de despido a los que procede el pago de 
remuneraciones devengadas al despido incausado y fraudulento, resultando en la siguiente 
propuesta de modificación legislativa:  
 
" Al declarar fundada la demanda de reposición por despido nulo, incausado, fraudulento 
o cualquier otra forma de despido lesivo de derechos fundamentales, el juez ordenará las 
remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo. Con deducciones de 
los períodos de inactividad procesal no imputables a las partes. Asimismo, ordenará los 
depósitos correspondientes a la compensación por tiempo de servicio y, de ser el caso, con 
sus intereses".   
 
2. En vista de que el acuerdo en mayoría contenido en el III Tema del V PJSLP no reviste de 
vinculatoriedad horizontal y vertical, sino que permite que los magistrados puedan apartarse 
de lo acordado desarrollando una motivación suficiente, se recomienda a los magistrados 
reorientar sus criterios de resolución a la siguiente formula: 
 
“En los procesos de reposición por despido incausado y fraudulento el trabajador tiene 
derecho al pago de las remuneraciones devengadas y/o al pago de una indemnización por 
daños y perjuicios, pretensiones que pueden acumularse a la demanda de reposición”. 
 
Ello porque tal proposición reconoce el hecho de que el justiciable pueda ejercer una tutela 
efectiva de derechos al incoar los petitorios que respondan a la satisfacción de sus intereses 
conculcados, sin que se le coacte a tener que abandonar un derecho que le corresponde (el 
pago de remuneraciones devengadas).  
 
3. Sin perjuicio de las propuestas hasta ahora formuladas, se debe considerar que desde que la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo entró en vigencia, han pasado poco más de ocho años sin 
que hasta la fecha la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de la República haya 
convocado a un Pleno de Jueces Supremos a fin de que se produzca un precedente vinculante 
que pueda solucionar la aún subsistente discusión. En dicho caso, debería procurarse que 
dicho acuerdo vinculante se convenga en el sentido de que en los casos de despido incausado 
o fraudulento se ordene el pago de las remuneraciones devengadas, sin perjuicio de que el 
justiciable pueda formular un petitorio de indemnización por daños y perjuicios 
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ANEXOS 
 
 
ANEXO 01 
CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN 
 
CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
 
AÑO 
  
2018 
ACTIVIDADES Junio Julio Agosto Setiembre Octubre Noviembre Diciembre 
ETAPA DE ANÁLISIS – METODOLÓGICA 
Análisis Previo X       
Planteamiento 
del Problema 
X       
Recopilación y 
ordenamiento de 
datos 
X       
Clasificación de 
datos 
 X      
Análisis Crítico 
e Interpretativo 
 X      
ETAPA ELABORATIVA 
Análisis 
metódico 
 X X X X X  
Redacción 
Inicial 
  X     
Presentación del 
proyecto 
  X     
 74 
 
Aprobación del 
proyecto 
   X    
Interpretación 
de la 
información 
  X X X   
Segunda 
redacción 
    X   
Preparación 
bibliográfica, 
citas, anexos y 
cuadros 
estadísticos. 
     X  
Corrección e 
impresión de la 
tesis. 
     X X 
Sustentación       X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 75 
 
ANEXO 02 
PRESUPUESTO 
 Recursos:  
 
 
 Gastos de Presupuesto: 
 
RUBRO CONCEPTO COSTO 
GASTOS 
ADMINISTRATIVOS 
TASAS ADMINISTRATIVAS S/. 140.00 
BIENES IMPRESORA EPSON S/. 750.00 
CARTUCHOS Y TINTA S/. 100.00 
HOJAS A 4 S/. 150.00 
MATERIAL DIDÁCTICO S/. 280.00 
SERVICIOS PASAJES Y VIATICOS  S/. 635.50 
SERVICIO DE COPIAS S/. 170.80 
SERVICIO DE TRASPORTE S/. 200.50 
INTERNET E IMPRESIONES S/. 321.80 
SERVICIO DE ANILLADO 
EMPASTADO 
S/. 250.00 
ASESORIA  S/. 4370.40 
 
FINANCIAMIENTO 
Los recursos utilizados en el presente trabajo de investigación son sustentados por los 
ingresos del Tesista. 
 
 
 
 
 
 
INVERSIÓN A LA INVESTIGACIÓN S/. 7 369.00 
FUENTE DE FINANCIAMIENTO INGRESOS PROPIOS. 
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ANEXO 03 
MATRIZ BÁSICA DE CONSISTENCIA 
  
Título del Proyecto: “Las remuneraciones devengadas en los despidos fraudulentos e incausados: Implicaciones del V Pleno Jurisdiccional Supremo 
en materia Laboral y Previsional” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 PREGUNTAS HIPÓTESIS OBJETIVO 
General 
 
¿De qué manera el acuerdo plenario del V 
Pleno Jurisdiccional Supremo en materia 
Laboral y Previsional sobre indemnización 
y remuneraciones devengadas afecta la 
tutela jurisdiccional  efectiva del trabajador 
que demanda su reposición por despido 
fraudulento o incausado en la jurisdicción 
laboral? 
El acuerdo plenario del V Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia Laboral y Previsional 
sobre indemnización y remuneraciones 
devengadas afectaría la tutela jurisdiccional 
efectiva del trabajador que demanda su 
reposición por despido fraudulento o incausado 
en la jurisdicción laboral, puesto que se limita 
al trabajador a acumular a la demanda una 
pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios, impidiendo que formule cualquier 
pretensión de remuneraciones devengadas, aun 
cuando ambas al tener naturalezas jurídicas y 
tutelas distintas pueden  acumularse 
simultáneamente. 
 
Analizar de qué manera  el acuerdo plenario 
del V Pleno Jurisdiccional Supremo en 
materia Laboral y Previsional sobre 
indemnización y remuneraciones 
devengadas afecta la tutela jurisdiccional  
efectiva del trabajador que demanda su 
reposición por despido fraudulento o 
incausado en la jurisdicción laboral. 
Específica 1 
 
¿Es posible extender el pago de las 
remuneraciones devengadas previsto en el 
Art. 40° de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral como consecuencia 
de la reposición por nulidad de despido para 
el trabajador que demanda en la jurisdicción 
laboral su reposición por despido 
fraudulento o incausado? 
 
Sí, sería posible extender el pago de las 
remuneraciones devengadas previsto en el Art. 
40° de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral como consecuencia de 
la reposición por nulidad de despido para el 
trabajador que demanda en la jurisdicción 
laboral su reposición por despido fraudulento o 
incausado; debido a los principios del derecho 
laboral y la naturaleza jurídica restitutoria y 
remunerativa de las remuneraciones 
devengadas.  
Determinar si es posible extender el pago de 
las remuneraciones devengadas previsto en 
el Art. 40° de la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral como consecuencia 
de la reposición por nulidad de despido para 
el trabajador que demanda en la jurisdicción 
laboral su reposición por despido 
fraudulento o incausado. 
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AÑO DEL BUEN SERVICIO AL CIUDADANO 
 
 
Corte Suprema de Justicia de la República 
V Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia Laboral 
y Previsional 
 
SEPARATA ESPECIAL 
 
Viernes 4 de agosto de 2017 
 
ANEXO 04 
V PLENO JURISDICCIONAL SUPREMO EN MATERIA LABORAL Y PREVISIONAL 
 
 
En la ciudad de Lima, el día 19 de octubre de 2016, se reunieron los Jueces Supremos Integrantes de las Salas 
de Derecho Constitucional y Social Permanente, Primera y Segunda Transitoria de la Corte Suprema de Justicia 
de la República para la realización de la audiencia pública del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia 
Laboral y Previsional. La sesión se llevó a cabo en el Auditorio del Edificio Carlos Zavala Loayza, sito en el 
Jirón Manuel Cuadros 182, de esta ciudad con los siguientes Jueces Supremos: Vicente Rodolfo Walde 
Jáuregui, Jacinto Julio Rodríguez Mendoza, Javier Arévalo Vela, Héctor Lama More, Elina Hemilce 
Chumpitaz Rivera, Ricardo Guillermo Vinatea Medina, Eduardo Raymundo Ricardo Yrivarren Fallaque, 
Isabel Cristina Torres Vega, Elizabeth Roxana Margaret Mac Rae Thays, Juan Chaves Zapater, Silvia Consuelo 
Rueda Fernández, Omar Toledo Toribio, Carlos Giovanni Arias Lazarte, Mariem Vicky de la Rosa Bedriñana 
y Víctor Raúl Malca Guaylupo. Asimismo, con la participación de los expertos en Derecho Laboral y 
Previsional, señores Javier Neves Mujica, Luis Manuel Vinatea Recoba, Fernando Elías Mantero, Adolfo 
Ciudad Reynaud, Elmer Arce Ortiz y Ramón Huapaya Tapia, en calidad de amicus curiae. 
Los señores coordinadores del Pleno, Jueces Supremos Dr. Jacinto Julio Rodríguez Mendoza y Dr. Javier 
Arévalo Vela, luego de constatar la asistencia de los magistrados convocados, declararon instalada la sesión 
del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materias Laboral y Previsional; asimismo señalaron como mecanismo 
de trabajo: 1) Presentación de los temas sometidos al Pleno; 2) Formulación del punto, o puntos, de debate; 3) 
Debate; 4) Votación y 5) Acuerdo. 
Luego de los debates, se tomaron los siguientes acuerdos; dejando constancia del voto en minoría de los 
Señores Jueces Supremos Vicente Rodolfo Walde Jáuregui, Jacinto Julio Rodríguez Mendoza, Omar Toledo 
Toribio y Carlos Giovanni Arias Lazarte respecto del acuerdo de indemnización y remuneraciones devengadas 
en los casos de despido fraudulento y despido incausado. 
I. NORMA APLICABLE RESPECTO DE LA NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES 
ECONÓMICOS. 
El Pleno acordó por unanimidad: 
Las normas aplicables para determinar las causales de nulidad, que se pueden invocar válidamente en un 
proceso de impugnación de laudo arbitral económico en materia laboral son las siguientes: 
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Los artículos 63º a 66º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado 
por el Decreto Supremo Nº 010-2003-TR. 
El artículo 56º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 010-2003-TR, en concordancia con el artículo 65 de la misma norma y el artículo 57º de 
su Reglamento, regulado por el Decreto Supremo Nº 011-92-TR. 
Los literales b y d del inciso 1 del artículo 63º de la Ley General de Arbitraje, Decreto Legislativo Nº 1071. 
 
II. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 3º DE LA LEY 28449. 
El Pleno acordó por unanimidad: 
Se interpreta que el artículo 3º de la Ley 28449 al establecer que “El monto máximo mensual de las pensiones 
de cesantía, invalidez y sobrevivientes del régimen de pensiones regulado por el Decreto Ley 20530 es de 2 
Unidades Impositivas Tributaria, vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”, ordena que 
cada pensión máxima mensual sea equivalente a 2 Unidades Impositivas Tributarias vigentes al momento en 
que se realiza el pago efectivo de cada monto pensionario. 
Ss. 
WALDE JÁUREGUI 
RODRÍGUEZ MENDOZA 
ARÉVALO VELA 
LAMA MORE 
CHUMPITAZ RIVERA 
VINATEA MEDINA 
YRIVARREN FALLAQUE 
TORRES VEGA 
MAC RAE THAYS 
CHAVES ZAPATER 
RUEDA FERNÁNDEZ 
TOLEDO TORIBIO 
ARIAS LAZARTE 
DE LA ROSA BEDRIÑANA 
MALCA GUAYLUPO 
 
III. INDEMNIZACIÓN Y REMUNERACIONES DEVENGADAS EN LOS CASOS DE DESPIDO 
FRAUDULENTO Y DESPIDO INCAUSADO. 
El Pleno acordó por mayoría: 
En los casos de despido incausado y despido fraudulento, el trabajador tiene derecho a demandar la reposición 
en el empleo, además podrá acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y perjuicios 
sufridos, las que incluyen el daño emergente, lucro cesante y el daño moral. 
La indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión por remuneraciones devengadas. 
El juez valorará los medios probatorios para determinar la existencia del daño, la relación de causalidad con 
el despido, el factor subjetivo de atribución de responsabilidad, y el cálculo de la suma indemnizatoria, según 
el petitorio y los hechos; asimismo, en caso se le reconozca al trabajador un monto indemnizatorio por daños 
y perjuicios, el juez de oficio ordenará pagar una suma por daños punitivos, la misma cuyo monto máximo 
será equivalente al monto que hubiera correspondido al trabajador aportar al Sistema Privado de Pensiones, 
Sistema Nacional de Pensiones o cualquier otro régimen previsional que corresponda. 
Ss. 
ARÉVALO VELA 
LAMA MORE 
CHUMPITAZ RIVERA 
VINATEA MEDINA 
YRIVARREN FALLAQUE 
TORRES VEGA 
MAC RAE THAYS 
CHAVES ZAPATER 
RUEDA FERNÁNDEZ 
DE LA ROSA BEDRIÑANA 
MALCA GUAYLUPO 
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EL VOTO EN MINORÍA DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO TITULAR VICENTE RODOLFO WALDE 
JÁUREGUI, SEÑOR JUEZ SUPREMO TITULAR JACINTO JULIO RODRÍGUEZ MENDOZA, 
SEÑOR JUEZ SUPREMO PROVISIONAL OMAR TOLEDO TORIBIO Y SEÑOR JUEZ SUPREMO 
PROVISIONAL CARLOS GIOVANNI ARIAS LAZARTE ES EL SIGUIENTE: 
En los procesos de reposición por despido incausado y fraudulento el trabajador tiene derecho al pago de las 
remuneraciones devengadas y/o al pago de una indemnización por daños y perjuicios, pretensiones que pueden 
acumularse a la demanda de reposición 
Ss. 
WALDE JÁUREGUI 
RODRÍGUEZ MENDOZA 
TOLEDO TORIBIO 
ARIAS LAZARTE 
 
 
I. NORMA APLICABLE RESPECTO DE LA NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES 
ECONÓMICOS. 
1.1. Planteamiento 
Existe incertidumbre respecto a cuáles son las causales de nulidad que pueden ser aplicadas respecto de los 
laudos arbitrales económicos en materia laboral, en tanto existen tres normas que se refieren a dichas causales 
de manera algo desordenada. 
Por un lado, tenemos el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo (TUOLRCT), 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 010-2003-TR y su Reglamento contenido en el Decreto Supremo Nº 011-
92-TR. Por otro lado está la “Ley General de Arbitraje” emitida mediante Decreto Legislativo Nº 1071. 
La aplicabilidad de cada una de estas tres normas y, por ende, de las diversas causales que ellas regulan, es la 
materia que este Pleno Jurisdiccional debe resolver, pues como ha quedado dicho esta confluencia de normas 
legales, genera problemas de elección de la norma aplicable tanto por la materia, por el rango y por la 
especialidad, lo que lleva a plantear algunas preguntas. 
1.2. ¿Cuáles son las normas aplicables para determinar las causales de nulidad de un laudo arbitral 
económico en materia laboral? 
1.2.1. Los artículos 63º a 66º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo 
La norma especial que regula las causales de nulidad de laudo arbitral económico en materia laboral es el Texto 
Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo (TUOLRCT). 
Efectivamente, el artículo 66º del TUOLRCT establece que el Laudo Arbitral es impugnable por razones de 
nulidad y por establecer menores derechos a los reconocidos por ley a favor de los trabajadores. 
Artículo 66.- El laudo, cualquiera sea la modalidad del órgano arbitral, es inapelable y tiene carácter 
imperativo para ambas partes. Es susceptible de impugnación ante la Sala Laboral de la Corte Superior, en 
los casos siguientes: a) Por razón de nulidad. b) Por establecer menores derechos a los contemplados por la 
ley en favor de los trabajadores. La interposición de la acción impugnatoria no impide ni posterga la ejecución 
del laudo arbitral, salvo resolución contraria de la autoridad judicial competente. 
Entre los artículos 63º y 65º de la propia norma se establecen requisitos referidos al sometimiento a arbitraje, 
a la competencia del órgano arbitral y al contenido del laudo. Por la trascendencia y tipificación legal de dichos 
requisitos su inobservancia debe ser sancionada con la nulidad del laudo arbitral respectivo. 
En tal sentido, las omisiones de los requisitos a los que se refieren los artículos 63º, 64º y 65º del TUOLRCT, 
constituyen las razones de nulidad a las que se refiere el artículo 66º de la propia norma. 
Siendo esta la norma especial, que se refiere a la materia específica de arbitraje laboral económico, las razones 
de nulidad que ella regula son aplicables a los laudos laborales económicos. 
1.2.2. El artículo 56º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo. 
El artículo 65º del TUOLRCT, que regula las razones de nulidad del laudo arbitral laboral, referidas a su 
contenido, nos remite al artículo 56º de la propia norma en los siguientes términos: 
Artículo 65.- El laudo no podrá establecer una solución distinta a las propuestas finales de las partes ni 
combinar planteamientos de una y otra. El laudo recogerá en su integridad la propuesta final de una de las 
partes. Sin embargo, por su naturaleza de fallo de equidad, podrá atenuar posiciones extremas. Para la 
decisión deberán tenerse presente las conclusiones del dictamen a que se refiere el artículo 56. (Resaltado 
nuestros). 
A su vez, el artículo 56º del TUOLRCT establece: 
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Artículo 56.- En el curso del procedimiento, a petición de una de las partes o de oficio, el Ministerio de Trabajo 
y Promoción del Empleo, a través de una oficina especializada, practicará la valorización de las peticiones 
de los trabajadores y examinará la situación económico - financiera de las empresas y su capacidad para 
atender dichas peticiones, teniendo en cuenta los niveles existentes en empresas similares, en la misma 
actividad económica o en la misma región. Asimismo estudiará, en general, los hechos y circunstancias 
implícitos en la negociación. La Oficina especializada podrá contar con el asesoramiento del Ministerio de 
Economía y Finanzas, la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (CONASEV) y de otras 
instituciones cuando la naturaleza o importancia del caso lo requiera. El dictamen correspondiente, 
debidamente fundamentado y emitido sobre la base de la documentación que obligatoriamente presentarán 
las empresas y de las investigaciones que se practiquen será puesto en conocimiento de las partes para que 
puedan formular su observación. 
En tal sentido, si el laudo se emite sin que exista el dictamen correspondiente, en el supuesto que manda la 
norma, entonces dicho laudo incurre en una causal de nulidad, ya que, como hemos explicado, el artículo 65º 
establece las razones de nulidad referidas al contenido de laudo. 
Esta causal de nulidad es ratificada por el artículo 57º del Reglamento de la Ley Relaciones Colectivas, 
regulado por el Decreto Supremo Nº 011-92-TR, que establece: 
Artículo 57.- El laudo del árbitro o del Tribunal Arbitral en su caso, deberán recoger en su integridad la 
propuesta final de una de las partes, no pudiendo establecer una solución distinta de las propuestas por las 
partes ni combinar los planteamientos de una y otra. Empero, cuando por razones de equidad se hubiere 
estimado necesario atenuar algún aspecto de la propuesta elegida, por considerarlo extremo, en concordancia 
con el Artículo 65 de la Ley, el árbitro o el Tribunal deberá precisar en el laudo en que consiste la 
modificación o modificaciones y las razones que se ha tenido para adoptarla. 
Para emitir laudo se tendrá presentes las conclusiones del dictamen a que se refiere el artículo 56 de la 
Ley, tal como lo ordena el artículo 65 de la misma. El laudo ordenará el pago de las costas y honorarios que 
corresponda al árbitro o a los miembros del Tribunal Arbitral en su caso, en los términos fijados en el 
compromiso arbitral. (Resaltado nuestros). 
No es el Reglamento el que establece la causal de nulidad, sino la Ley en su artículo 65º, vía remisión a su 
artículo 56º, pero el Reglamento ratifica las exigencias que establecen ambos artículos, de manera genérica y 
específica, respectivamente. Por ende no hay ciertamente ningún problema de jerarquía normativa porque el 
Reglamento no crea causales de nulidad y es coherente con la Ley. 
1.2.3. Artículo 63º de la Ley General Arbitraje 
La “Ley General de Arbitraje”, Decreto Legislativo Nº 1071, regula en su artículo 63º supuestos específicos 
de nulidad del laudo arbitral. Esta es la norma general respecto de los laudos arbitrales económicos en materia 
laboral, y por tanto su aplicación solamente es supletoria, allí donde la norma especial guarde silencio. 
La Ley General de Arbitraje, Decreto Legislativo Nº 1071, también es aplicable para regular las causales de 
nulidad de un laudo arbitral económico en materia laboral, de manera supletoria. 
Así lo establece el artículo 1º inciso 1º del Decreto Legislativo Nº 1071 
“El presente Decreto Legislativo se aplicará a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio peruano, 
sea el arbitraje de carácter nacional o internacional, sin perjuicio de lo establecido en tratados o acuerdos 
internacionales de los que el Perú sea parte, o en leyes que contengan disposiciones especiales sobre 
arbitraje, en cuyo caso las normas de este Decreto Legislativo serán de aplicación supletoria”. (Resaltado 
nuestro). 
Sin embargo, no basta el silencio de la norma especial, Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, para aplicar 
esta cláusula de supletoriedad. Es necesario, además que el supuesto de nulidad regulado en la norma general, 
Ley General de Arbitraje, sea compatible con la materia laboral económica que es decidida en el laudo. 
Este Pleno Jurisdiccional, determinará cuáles de las causales de nulidad de laudo arbitral reguladas por el 
artículo 63º de la Ley General de Arbitraje, son aplicables al laudo arbitral laboral económico, a fin de unificar 
criterios al respecto. 
El artículo 63º del Decreto Legislativo Nº 1071, Ley General de Arbitraje, establece: 
Artículo 63.- Causales de anulación. 
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación alegue y pruebe: 
a. Que el convenio arbitral es inexistente, nulo, anulable, inválido o ineficaz. 
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del nombramiento de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales, o no ha podido por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. 
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c. Que la composición del tribunal arbitral o las actuaciones arbitrales no se han ajustado al acuerdo entre 
las partes o al reglamento arbitral aplicable, salvo que dicho acuerdo o disposición estuvieran en conflicto 
con una disposición de este Decreto Legislativo de la que las partes no pudieran apartarse, o en defecto de 
dicho acuerdo o reglamento, que no se han ajustado a lo establecido en este Decreto Legislativo. 
d. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias no sometidas a su decisión. 
e. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias que, de acuerdo a ley, son manifiestamente no 
susceptibles de arbitraje, tratándose de un arbitraje nacional. 
f. Que según las leyes de la República, el objeto de la controversia no es susceptible de arbitraje o el laudo es 
contrario al orden público internacional, tratándose de un arbitraje internacional. 
g. Que la controversia ha sido decidida fuera del plazo pactado por las partes, previsto en el reglamento 
arbitral aplicable o establecido por el tribunal arbitral. 
2. Las causales previstas en los incisos a, b, c y d del numeral 1 de este artículo sólo serán procedentes si 
fueron objeto de reclamo expreso en su momento ante el tribunal arbitral por la parte afectada y fueron 
desestimadas. 
3. Tratándose de las causales previstas en los incisos d. y e. del numeral 1 de este artículo, la anulación 
afectará solamente a las materias no sometidas a arbitraje o no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan 
separarse de las demás; en caso contrario, la anulación será total. Asimismo, la causal prevista en el inciso e 
podrá ser apreciada de oficio por la Corte Superior que conoce del recurso de anulación. 
4. La causal prevista en el inciso g. del numeral 1 de este artículo sólo será procedente si la parte afectada lo 
hubiera manifestado por escrito de manera inequívoca al tribunal arbitral y su comportamiento en las 
actuaciones arbitrales posteriores no sea incompatible con este reclamo. 
5. En el arbitraje internacional, la causal prevista en el inciso a. del numeral 1 de este artículo se apreciará 
de acuerdo con las normas jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, por las normas 
jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho peruano, lo que resulte más favorable a la 
validez y eficacia del convenio arbitral. 
6. En el arbitraje internacional, la causal prevista en el inciso f. podrá ser apreciada de oficio por la Corte 
Superior que conoce del recurso de anulación. 
7. No procede la anulación del laudo si la causal que se invoca ha podido ser subsanada mediante 
rectificación, interpretación, integración o exclusión del laudo y la parte interesada no cumplió con 
solicitarlos. 
8. Cuando ninguna de las partes en el arbitraje sea de nacionalidad peruana o tenga su domicilio, residencia 
habitual o lugar de actividades principales en territorio peruano, se podrá acordar expresamente la renuncia 
al recurso de anulación o la limitación de dicho recurso a una o más causales establecidas en este artículo. Si 
las partes han hecho renuncia al recurso de anulación y el laudo se pretende ejecutar en territorio peruano, 
será de aplicación lo previsto en el título VIII. 
Los supuestos que no se encuentran subsumidos en las causales de nulidad que regula la Ley Especial, y, que 
son compatibles de manera genérica con los laudos arbitrales económicos en materia laboral, son lo que regulan 
los literales b y d del inciso 1 del artículo 63 º de la Ley General de Arbitraje, con las especificaciones 
establecidas en los incisos siguientes del mismo artículo. 
En tal sentido, las causales de nulidad aplicables son: 
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del nombramiento de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales, o no ha podido por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. 
d. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias no sometidas a su decisión. 
1.3. Acuerdo Plenario 
Las normas aplicables para determinar las causales de nulidad, que se pueden invocar válidamente en un 
proceso de impugnación de laudo arbitral económico en materia laboral son las siguientes: 
Los artículos 63º a 66º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado 
por el Decreto Supremo Nº 010-2003-TR. 
El artículo 56º del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 010-2003-TR, en concordancia con el artículo 65 de la misma norma y el artículo 57º de 
su Reglamento, regulado por el Decreto Supremo Nº 011-92-TR. 
Los literales b y d del inciso 1 del artículo 63º de la Ley General de Arbitraje, Decreto Legislativo Nº 1071. 
II. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 3º DE LA LEY 28449. 
2.1. Planteamiento 
El artículo 3º de la Ley 28449 establece: “El monto máximo mensual de las pensiones de cesantía, invalidez y 
sobrevivientes del régimen de pensiones regulado por el Decreto Ley 20530 es de 2 Unidades Impositivas 
Tributaria, vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”. 
Las dos interpretaciones que recaen sobre esta norma son las siguientes: 
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1.- En la frase “vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”, “pago” se refiere al 
“otorgamiento” de la pensión, de manera que la UIT vigente al momento de dicho otorgamiento es la UIT 
histórica y es la que debe aplicarse de manera permanente por todo el tiempo que se deban pagar las 
prestaciones mensuales máximas. 
2.- En la frase “vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”, “pago” se refiere al cumplimiento 
mensual de la obligación ante el pensionista, de manera que la UIT vigente al momento de dicho cumplimiento, 
es la UIT vigente a dicha fecha, y por ende el monto máximo de la pensión recoge las variantes de la Unidad 
Impositiva Tributaria. 
La interpretación que se elija, entre estas dos, respecto del artículo 3º de la Ley 28449 debe tomar en cuenta 
entonces el concepto de “pensión máxima” y la finalidad que ella cumple en el sistema previsional. 
2.2. El supuesto reajuste pensionario 
Existe un error jurídico cuando se afirma que, según el artículo 3º de la Ley 28449, el monto de pago de la 
pensión de jubilación se fija de forma inalterable al momento del reconocimiento de la pensión. Según esta 
posición, a partir de la fecha del otorgamiento de la pensión, las modificaciones de la Unidad Impositiva 
Tributaria no rigen, y por ende, no se puede determinar una reactualización de la pensión. 
Desde ese punto de vista, toda petición que haga el pensionista referido al cálculo de su pensión debe entenderse 
como un reajuste pensionario, y por ende resulta infundado, pues el artículo 4º de la propia Ley 28449 establece 
que, por un lado, se encuentra prohibida la nivelación de pensiones, y por otro lado, restringida la eventual 
posibilidad de reajuste. 
Dicha lectura de la norma se basa en una errónea concepción de la pensión máxima, según la cual una pensión 
por ser máxima nunca puede ser elevada en su monto, más allá del que se calculó al momento de ser otorgada. 
El error de esta concepción radica en confundir “monto máximo” con “monto definitivo”, pues ciertamente un 
monto pensionario puede ser el máximo permitido por ley, pero la propia norma puede programar un sistema 
de cálculo que recoge un referente de cálculo que aumente el monto de la pensión, como sucede con el artículo 
3º de la Ley 28449. 
2.3. La interpretación del artículo 3º de la Ley 28449 
En la frase “vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”, la palabra “pago” se refiere al 
cumplimiento mensual de la obligación ante el pensionista, de manera que la UIT vigente al momento de dicho 
cumplimiento, es la UIT vigente a dicha fecha, y por ende el monto máximo de la pensión recoge las variantes 
de la Unidad Impositiva Tributaria. 
La pensión es la prestación mensual que percibe su beneficiario. El obligado debe cumplir con su pago 
periódicamente, de manera que literalmente no existe manera de interpretar que el mandato legislativo se refiere 
al momento en el cual se reconoce el derecho a percibir una pensión, en tanto que dicho acto declarativo no es 
propiamente el pago. 
Si bien es cierto denominamos comúnmente “otorgamiento” de pensión, al primer acto por el cual se determina 
que el pensionista cumple con los requisitos legales, no hay en él propiamente un acto de entrega, sino como 
ha quedado dicho, un acto declarativo de reconocimiento del derecho. Los actos de cumplimiento de la 
obligación periódica de dar un monto pensionario, ocurren posteriormente, cada vez que el pensionista recibe 
efectivamente su pensión en dinero. 
En ese orden de ideas, el Tribunal Constitucional en la sentencia emitida en el Expediente Nº 4933-2012-
PC/TC, de 3 de octubre de 2013, en uno de los votos en mayoría que formaron resolución, estableció que el 
goce de la pensión de cesantía, en cada oportunidad de pago, debe estar acorde a lo equivalente a dos Unidades 
Impositivas Tributarias vigentes a la fecha. 
2.4. Acuerdo Plenario 
Se interpreta que el artículo 3º de la Ley 28449 al establecer que “El monto máximo mensual de las pensiones 
de cesantía, invalidez y sobrevivientes del régimen de pensiones regulado por el Decreto Ley 20530 es de 2 
Unidades Impositivas Tributaria, vigentes a la fecha en que corresponde el pago de la pensión”, ordena que 
cada pensión máxima mensual sea equivalente a 2 Unidades Impositivas Tributarias vigentes al momento en 
que se realiza el pago efectivo de cada monto pensionario. 
Ss. 
WALDE JÁUREGUI 
RODRÍGUEZ MENDOZA 
ARÉVALO VELA 
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LAMA MORE 
CHUMPITAZ RIVERA 
VINATEA MEDINA 
YRIVARREN FALLAQUE 
TORRES VEGA 
MAC RAE THAYS 
CHAVES ZAPATER 
RUEDA FERNÁNDEZ 
TOLEDO TORIBIO 
ARIAS LAZARTE 
DE LA ROSA BEDRIÑANA 
MALCA GUAYLUPO 
 
III. INDEMNIZACIÓN Y REMUNERACIONES DEVENGADAS EN LOS CASOS DE DESPIDO 
FRAUDULENTO Y DESPIDO INCAUSADO. 
3.1. Planteamiento 
En el I Pleno Jurisdiccional en Materia Laboral, celebrado en mayo del año 2012, las Salas Constitucionales y 
Sociales de la Corte Suprema acordaron que, en la vía laboral, se podía demandar la reposición tanto por 
despido fraudulento como por despido incausado, por ser una vía igualmente satisfactoria que el proceso de 
amparo. 
Efectivamente, en sus fundamentos el referido Pleno estableció: 
“Como se puede apreciar, con la nueva estructura procesal diseñada por la Ley 29497, existen suficientes 
fundamentos para concluir que el proceso abreviado laboral se erige como la vía igualmente satisfactoria para 
la solución de conflictos en los que se discuta la existencia de despido incausado o fraudulento y se pretenda 
exclusivamente como pretensión principal única la reposición al centro de trabajo”. 
Posteriormente, la Jurisprudencia Nacional ha desarrollado posiciones diversas para determinar si el trabajador 
tiene derecho al pago de indemnización y al pago de remuneraciones devengadas en los casos de despido 
fraudulento y despido incausado, y sobre la acumulación de las correspondientes pretensiones. 
Asimismo, en caso que la pretensión de indemnización fuese fundada, se plantean variables respecto de los 
criterios para calcular la indemnización de daños y perjuicios en casos de despidos fraudulentos e incausados 
y nulos. 
En tal sentido, este Pleno Jurisdiccional responde a cuatro preguntas: 
¿Tiene el trabajador, que ha sufrido un despido incausado o fraudulento, derecho al pago de remuneraciones 
devengadas por el periodo no laborado? 
¿Tiene el trabajador derecho al pago de una indemnización por los daños derivados de un despido incausado o 
fraudulento? 
En los casos en los que corresponda el pago de una indemnización vinculada a un despido incausado o 
fraudulento ¿Cuáles deben ser los criterios que el juez debe tomar en cuenta para fijar el monto de la 
indemnización? 
¿Se puede acumular a la pretensión de reposición por despido incausado o despido fraudulento una pretensión 
conexa de pago? 
3.2. Sobre el derecho al pago de remuneraciones devengadas por periodo no laborado luego de un 
despido fraudulento o de un despido incausado. 
El despido constituye una resolución unilateral del contrato de trabajo. En tal sentido el empleador con su 
acción de despido extingue el vínculo laboral, y por ende el trabajador se encuentra jurídicamente impedido de 
realizar labores efectivas, de poner a disposición del empleador su fuerza de trabajo. El despido entonces, no 
es solamente un acto de hecho, sino que tiene trascendencia jurídica para comprender la situación en la que 
quedan las partes de la extinta relación laboral. 
No hay diferencia en los casos del despido incausado y del despido fraudulento en tanto ambos tipo de despido 
no tienen origen legal sino que son construcciones jurisprudenciales del Tribunal Constitucional. Es cierto que 
en ellos se advierte la afectación directa a derechos constitucionales, sin embargo de ello no se deriva la 
existencia de una ficción jurídica que determine el desarrollo de labor efectiva en el periodo que transcurre 
entre el despido y la reposición del trabajador. 
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Las ficciones jurídicas o las presunciones absolutas solo pueden ser predeterminadas por Ley. En el 
ordenamiento jurídico nacional no existe ninguna norma legal que establezca que luego de un despido 
incausado o de un despido fraudulento la relación laboral persiste en su existencia, o que el trabajador tiene 
derecho al pago de remuneraciones, derecho que se genera dentro de una relación laboral producto de una labor 
efectiva. Distinto es el caso, por ejemplo, del despido nulo en el que corresponde el pago de remuneraciones 
por mandato legal del artículo 40º del Decreto Supremo 003-97-TR. 
Sin perjuicio de la vía procesal, en la que el Poder Judicial conozca un conflicto vinculado a un despido 
incausado o a un despido fraudulento, es evidente que el deber de reponer las cosas al estado anterior a la 
afectación del derecho constitucional, se limita a la reposición del trabajador en su puesto de trabajo, la cual se 
produce desde el mandato judicial en adelante. 
La protección judicial de un derecho constitucional no implica, inclusive en el ámbito laboral, la construcción 
de ficciones jurídicas, no solo porque tal construcción corresponde a la Ley, sino porque la reparación judicial 
está diseñada para evitar que se continúe afectando el derecho en adelante. Para la agresión ya sufrida la 
respuesta jurídica pertinente es la indemnización. 
Efectivamente, el empleador que agrede un derecho laboral de rango constitucional merece una sanción 
impuesta por el sistema jurídico, y esta consiste en la indemnización de todos los daños y perjuicios que el 
trabajador ha sufrido; en este caso, como consecuencia de un despido incausado o de un despido fraudulento. 
La ausencia de pago de remuneraciones es un hecho evidente y por tanto un daño cierto, que podría ser 
calificado como lucro cesante, de manera que el monto de dichas remuneraciones pueda servir como un 
indicador de cálculo del monto de la indemnización, además de otros conceptos y montos que el trabajador 
invoque como daños sufridos como consecuencia del despido. 
3.3. Sobre el derecho al pago de indemnización de daños y perjuicios por despido fraudulento o por 
despido incausado. 
El trabajador tiene derecho al pago de la indemnización de daños y perjuicios por despido fraudulento o por 
despido incausado. Será siempre el juez quien determine en sentencia cuáles son los daños y perjuicios 
probados y a cuánto asciende el monto de la indemnización. 
En tal virtud, cabe reiterar que no existe limitación alguna para que el trabajador sea indemnizado por los daños 
y perjuicios que le haya causado un despido fraudulento o un despido incausado, no solo en cuanto a la 
violación de sus derechos constitucionales, sino, en general, a todo tipo de daño: daño emergente, lucro cesante 
y daño moral, que se encuentren debidamente acreditados. 
3.4. Sobre los criterios que el juez debe tomar en cuenta para fijar el monto de la indemnización. 
El juez debe considerar que en estos casos no existe una indemnización tasada legalmente como en el caso del 
despido arbitrario, y serán los medios probatorios los que determinen la existencia del daño, la relación de 
causalidad con el despido, el factor subjetivo de atribución de responsabilidad, y el cálculo de la suma 
indemnizatoria, según pretensión de la demanda. 
Se reconoce que el trabajador es libre de utilizar la falta de pago de remuneraciones entre el despido y la 
reposición como uno de los criterios para sustentar su pretensión de indemnización. 
Asimismo, resulta pertinente que el Juez analice además de los criterios clásicos de los daños, es decir, lucro 
cesante, daño emergente y daño moral; el tema relativo a los daños punitivos. 
Como se conoce el propósito general de las acciones indemnizatorias es reparar el perjuicio causado al 
demandante, pero a diferencia de ello, los daños punitivos tienen como propósito castigar a quien produce un 
daño y disuadir tanto al causante del perjuicio como a otros posibles infractores de repetir la misma acción 
dañina1. 
Por lo que puede entenderse a los daños punitivos como la suma de dinero que el Juez ordenará pagar, no con 
la finalidad compensatoria, sino como una sanción con fines ejemplarizantes. 
En otras palabras, los daños punitivos son una forma de pena privada, donde el beneficiario de esas sumas de 
dinero es la víctima del daño causado. Así, dicha suma de dinero reconocida por el juez, por encima de aquella 
que corresponde a la reparación del perjuicio, se otorga en los casos en que el acto causante del perjuicio ha 
estado rodeado de circunstancias que lo hacen particularmente ultrajante, vejatorio o penoso para la víctima2. 
En ese orden de ideas, no se aplicará los daños punitivos a todos los supuestos de despidos regulados en la ley 
o establecidos por la jurisprudencia, sino solamente al despido fraudulento y al despido incausado debido a su 
naturaleza principalmente vejatoria contra el trabajador. 
Como puede verse, los daños punitivos son siempre accesorios, es decir no tienen vida por sí mismos, 
requiriendo la presencia de un daño esencial o principal, y solo ameritara otorgar el daño punitivo en 
circunstancias propias de cada caso particular3. 
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Es importante tener presente que nuestro ordenamiento no regula en forma expresa los daños punitivos, sin 
embargo, la aplicación de esta institución jurídica se puede realizar por una aplicación extensiva de los daños 
morales y tal como hemos señalado en forma accesoria al daño principal causado y reclamado. 
En este caso, con la finalidad que el monto que se ordene pagar por daños punitivos no sea exagerado, ni 
diminuto, se debe establecer un patrón objetivo para calcular el mismo. Así, se ha tomado en consideración 
como monto máximo por daños punitivos una suma equivalente al monto dejado de aportar por el trabajador, 
sea al Sistema Privado de Pensiones, Sistema Nacional de Pensiones o cualquier otro sistema previsional al 
que esté obligado pertenecer por mandato de ley. 
Bajo ninguna circunstancia debe entenderse que el criterio objetivo utilizado como patrón para el cálculo de 
los daños punitivos: el monto dejado de aportar por el trabajador a su sistema previsional, implique un 
reconocimiento al trabajador de derechos de carácter remunerativo, los mismos que no le corresponden para el 
caso del despido fraudulento y el despido incausado, tal como se ha señalado en los puntos precedentes. 
Se establece un monto máximo, debido a la naturaleza sancionadora de los daños punitivos, cuyo objetivo no 
solo es sancionar al causante del daño, sino también disuadir a terceros de cometer los mismos actos contra sus 
trabajadores. Sustentándose la figura del daño punitivo en el caso peruano, por la misma naturaleza vejatoria 
del despido fraudulento y del despido incausado contra el trabajador. 
Dado su carácter sancionador y monto predeterminado, los daños punitivos no necesitan ser demandados, pero 
al tener un carácter accesorio y no principal, si es necesario que se le reconozca al demandante en forma previa 
un monto indemnizatorio por daño emergente, lucro cesante o daño moral. 
3.5. Sobre la acumulación de pretensiones en los casos de despido fraudulento o por despido incausado. 
El Primer Pleno Laboral de la Corte Suprema determinó que la pretensión de reposición por despido 
fraudulento o por despido incausado, en los procesos tramitados con la Nueva Ley Procesal del Trabajo, se 
debía tramitar en el proceso abreviado laboral cuando la pretensión se planteara como única de acuerdo con el 
artículo 2 inciso 2 de la Ley, de manera que dejó abierta la posibilidad de la acumulación de pretensiones. 
En el caso de acumulación de pretensiones, que es perfectamente posible, debe transitarse el camino de la vía 
ordinaria laboral. En tal sentido, como desarrollo de los principios de economía y concentración procesales, es 
manifiesto que toda pretensión conexa de pago de indemnización por daños y perjuicios referida al despido 
fraudulento o al despido incausado se puede acumular a la pretensión de reposición por la comisión de uno de 
dichos despidos. 
Como hemos expuesto en este Pleno, el trabajador tiene derecho al pago de indemnización por los daños y 
perjuicios que le hubiere causado el despido incausado o el despido fraudulento, de manera que es procedente 
la acumulación de pago de indemnización a la pretensión de reposición, siempre que exista conexidad entre 
ellas por referirse al mismo conflicto provocado por un despido fraudulento o un despido incausado, y por ser 
ambas jurídicamente posibles, sin perjuicio de lo que el juez resuelva sobre el fondo de la materia. 
3.6. Acuerdo Plenario en Mayoría 
En los casos de despido incausado y despido fraudulento, el trabajador tiene derecho a demandar la reposición 
en el empleo, además podrá acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y perjuicios 
sufridos, las que incluyen el daño emergente, lucro cesante y el daño moral. 
La indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión por remuneraciones devengadas. 
El juez valorará los medios probatorios para determinar la existencia del daño, la relación de causalidad con 
el despido, el factor subjetivo de atribución de responsabilidad, y el cálculo de la suma indemnizatoria, según 
el petitorio y los hechos; asimismo, en caso se le reconozca al trabajador un monto indemnizatorio por daños 
y perjuicios, el juez de oficio ordenará pagar una suma por daños punitivos, la misma cuyo monto máximo 
será equivalente al monto que hubiera correspondido al trabajador aportar al Sistema Privado de Pensiones, 
Sistema Nacional de Pensiones o cualquier otro régimen previsional que corresponda. 
Ss. 
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MALCA GUAYLUPO 
 
FUNDAMENTOS DEL VOTO EN MINORÍA DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO TITULAR VICENTE 
RODOLFO WALDE JÁUREGUI, SEÑOR JUEZ SUPREMO TITULAR JACINTO JULIO 
RODRÍGUEZ MENDOZA Y DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO PROVISIONAL OMAR TOLEDO 
TORIBIO 
El voto del Señor Juez Supremo Titular Vicente Rodolfo Walde Jáuregui y del Señor Juez Supremo Provisional 
Omar Toledo Toribio es el siguiente: 
1. La Constitución Política del Perú de 1993 en su artículo 27 prevé que “La ley otorga al trabajador adecuada 
protección contra el despido arbitrario”. En función al mandato constitucional el Decreto Legislativo Nº 728, 
ha establecido tres tipos de despido ilegal diseñando un sistema de protección del trabajador de tal forma que 
en algunos supuestos procede la tutela resarcitoria como es el caso del despido arbitrario y el despido indirecto, 
en los que sólo cabe el pago de una indemnización tasada (artículo 38 del TUO del Decreto Legislativo Nº 728, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 003-97-TR)4 en tanto que solo cuando se configura el despido nulo 
procede la reposición o reinstalación del trabajador. 
2. El artículo 29 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, aprobado por el Decreto Supremo Nº 003-97-TR, en adelante TUO, establece que es 
nulo el despido que tenga por motivo: a) La afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales; 
b) Ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa calidad; c) Presentar una 
queja o participar en un proceso contra el empleador ante las autoridades competentes, salvo que configure la 
falta grave contemplada en el inciso f) del Artículo 25 (despido por reacción o por represalia); d) La 
discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión, idioma, discapacidad o de cualquiera otra índole; e) 
El embarazo, si el despido se produce en cualquier momento del período de gestación o dentro de los 90 
(noventa) días posteriores al parto (fuero de maternidad). A las causales antes citadas debe agregarse la 
dispuesta por la Ley Nº 26626, referida al despido por ser portador del VIH-Sida. 
3. Como es de advertirse, la norma establece taxativamente las causales por las cuales se puede calificar a un 
acto de despido como nulo, las que se caracterizan por ser numerus clausus. En consecuencia, no se puede 
agregar una causal adicional a las que el legislador consigna a través de la referida norma, esto en aplicación 
del Principio de Legalidad. 
4. Por otro lado, el artículo 34 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral, aprobado por el Decreto Supremo Nº 003-97-TR, define el despido arbitrario, 
señalando su consecuencia, en los siguientes términos: “si el despido es arbitrario por no haberse expresado 
causa o no poderse demostrar está en juicio, el trabajador tiene derecho al pago de la indemnización establecida 
en el artículo 38 del mismo cuerpo normativo, como única reparación por el daño sufrido. Podrá demandar 
simultáneamente el pago de cualquier otro derecho o beneficio social pendiente”. 
5. Finalmente el despido indirecto se configura cuando frente a un acto de hostilidad el trabajador opta por la 
terminación de la relación laboral o se da por despedido, lo cual se halla regulado por el artículo 35, inciso b) 
del TUO. En este caso el trabajador tiene derecho al pago de la indemnización a que se refiere el artículo 38 
del TUO, independientemente de la multa y de los beneficios sociales que puedan corresponderle. 
6. Sin embargo, el Tribunal Constitucional en la sentencia emitida en el Expediente Nº 1124-2001-AA/TC 
(Caso FETRATEL c/ Telefónica) ha señalado que: 
“Ahora bien, el segundo párrafo del artículo 34 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, Decreto Supremo Nº 003-97-TR, establece que frente a un despido 
arbitrario corresponde una indemnización “como única reparación”. No prevé la posibilidad de 
reincorporación. El denominado despido ad nutum impone sólo una tutela indemnizatoria. Dicha disposición 
es incompatible con la Constitución, a juicio de este Tribunal, por las siguientes razones: El artículo 34º, 
segundo párrafo, es incompatible con el derecho al trabajo porque vacía de contenido este derecho 
constitucional. En efecto, si, como quedó dicho, uno de los aspectos del contenido esencial del derecho al 
trabajo es la proscripción del despido salvo por causa justa, el artículo 34º, segundo párrafo, al habilitar el 
despido incausado o arbitrario al empleador, vacía totalmente el contenido de este derecho constitucional. La 
forma de aplicación de esta disposición por la empresa demandada evidencia los extremos de absoluta 
disparidad de la relación empleador/trabajador en la determinación de la culminación de la relación laboral. 
Ese desequilibrio absoluto resulta contrario al principio tuitivo de nuestra Constitución del trabajo que se infiere 
de las propias normas constitucionales tuitivas del trabajador (irrenunciabilidad de derechos, pro operario y los 
contenidos en el artículo 23º de la Constitución) y, por lo demás, como consecuencia inexorable del principio 
de Estado social y democrático de derecho que se desprende de los artículos 43º (“República” “social”) y 3º de 
la Constitución, respectivamente. El constante recurso de la demandada a este dispositivo legal es la evidencia 
de cómo este principio tuitivo desaparece con la disparidad empleador/trabajador respecto a la determinación 
de la conclusión de la relación laboral. La forma de protección no puede ser sino retrotraer el estado de cosas 
al momento de cometido el acto viciado de inconstitucionalidad, por eso la restitución es una consecuencia 
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consustancial a un acto nulo. La indemnización será una forma de restitución complementaria o sustitutoria si 
así lo determinara libremente el trabajador, pero no la reparación de un acto ab initio inválido por 
inconstitucional”. 
7. De esta forma, a partir de la indicada sentencia, que, dicho sea de paso, marcó un antes y un después en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional en temas de carácter laboral, existe la posibilidad de la tutela 
resarcitoria (reposición) si el trabajador acude a la vía constitucional del amparo invocando el despido 
incausado. 
8. Posteriormente, y en virtud de que a partir de la expedición de la sentencia recaída en el expediente Nº 
01124-2001-AA/TC se observó una tendencia creciente a la amparización de las acciones impugnatorias del 
despido arbitrario y en el marco de lo regulado por la derogada Ley Nº 23506, Ley de Habeas Corpus y Amparo, 
-que establecía el amparo alternativo-, el Tribunal Constitucional emitió la sentencia de fecha 13 días de marzo 
del 2003 en el expediente Nº 00976-2001-AA/TC, Caso Eusebio Llanos Huasco, prevé que los efectos 
restitutorios (readmisión en el empleo) derivados de despidos arbitrarios o con infracción de determinados 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución o los tratados relativos a derechos humanos, se generan 
en los tres casos siguientes: a) Despido nulo, b) Despido incausado y, c) Despido fraudulento. 
9. En efecto, a partir de esta sentencia se produce una nueva clasificación del despido a efectos de su evaluación 
en sede constitucional. De esta forma, conforme a esta sentencia se produce el denominado despido nulo 
cuando se despide al trabajador por su mera condición de afiliado a un sindicato o por su participación en 
actividades sindicales, se despide al trabajador por su mera condición de representante o candidato de los 
trabajadores (o por haber actuado en esa condición), se despide al trabajador por razones de discriminación 
derivados de su sexo, raza, religión, opción política, etc.; se despide a la trabajadora por su estado de embarazo 
(siempre que se produzca en cualquier momento del periodo de gestación o dentro de los 90 días posteriores al 
parto), se despide al trabajador por razones de ser portador de Sida (Cfr. Ley N.º 26626 ) y se despide al 
trabajador por razones de discapacidad (Cfr. Ley 27050). 
Por otro lado, se produce el Despido incausado cuando se despide al trabajador, ya sea de manera verbal o 
mediante comunicación escrita, sin expresarle causa alguna derivada de la conducta o la labor que la justifique 
y por último, se configura el denominado Despido fraudulento, cuando se despide al trabajador con ánimo 
perverso y auspiciado por el engaño, por ende, de manera contraria a la verdad y la rectitud de las relaciones 
laborales; aun cuando se cumple con la imputación de una causal y los cánones procedimentales, como sucede 
cuando se imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o imaginarios o, asimismo, se le 
atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el principio de tipicidad. (Fundamento 15)5. 
ACERCA DEL PAGO DE REMUNERACIONES DEVENGADAS EN LAS ACCIONES 
IMPUGNATORIAS DE DESPIDO INCAUSADO Y DESPIDO FRAUDULENTO. 
10. El pago de las remuneraciones devengadas constituye consecuencia necesaria de una demanda de nulidad 
de despido declarada fundada, como lo establece el artículo 40 del Decreto Supremo No. 003-97-TR, Texto 
Único Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, siendo que el otorgamiento de dichos 
sueldos caídos no resulta sino de la aplicación del principio jurídico de que lo accesorio sigue la suerte de lo 
principal, tanto más si como lo establece el artículo 87, in fine, del Código Procesal Civil, aplicable 
supletoriamente al proceso laboral, cuando la accesoriedad está expresamente prevista por la ley, se consideran 
tácitamente integradas a la demanda. 
11. La discusión que se suscita en la jurisprudencia laboral consiste en que si el trabajador afectado por un 
despido incausado o fraudulento tiene derecho al pago de las remuneraciones devengadas, en los términos de 
lo previsto para el despido nulo en el artículo 40 del TUO del Decreto Legislativo Nº 728, o únicamente tendría 
derecho a una indemnización por daños y perjuicios. 
NATURALEZA DEL DESPIDO INCAUSADO Y EL DESPIDO FRAUDULENTO. 
El despido incausado y el despido fraudulento no son sino manifestaciones de un despido lesivo de derechos 
constitucionales que trae como consecuencia la nulidad del acto y por lo tanto los efectos de la declaratoria de 
un despido incausado o fraudulento deben ser exactamente iguales al despido nulo. 
Por otro lado, en los procesos de impugnación de despido incausado y fraudulento, es preciso contrastar la 
situación laboral que detentaba el trabajador antes y después del distracto, a efectos de determinar los alcances 
y extensión de la declaración judicial a través del cual se invalida el acto lesivo: a) antes de ser cesado el 
trabajador tenía derecho a percibir todos los beneficios económicos legales y convencionales aplicables 
en su centro de trabajo, incluso los pensionarios que no obstante ser futuros se acumulan durante el 
tiempo de servicios; b) al cesar pierde absolutamente todo lo anterior. 
Sin embargo, al restituirse el derecho conculcado y reincorporarse al trabajador a su empleo se restablece 
automáticamente la relación laboral entre las partes como si este nunca hubiese sido interrumpido, pues el acto 
lesivo sobre el cual ha recaído pronunciamiento es el acto mismo del despido; en consecuencia, jurídicamente 
el tiempo transcurrido fuera del empleo debe ser idéntico al transcurrido antes del cese, por ello corresponde 
al empleador asumir las consecuencias de su conducta lesiva dado que de no sancionarse este hecho implicaría 
una autorización tácita para que los empleadores destituyan indebidamente a sus trabajadores quienes no sólo 
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se verían perjudicados por la pérdida inmediata de sus remuneraciones y beneficios sociales, sino, que también 
se afectaría su futura pensión de jubilación, lo que constituiría un ejercicio abusivo del derecho proscrito por 
el artículo 103 de la Constitución Política del Perú y que nace para enfrentar los excesos del derecho subjetivo6. 
RAZONES POR LAS QUE CONSIDERAMOS QUE EL TRABAJADOR REPUESTO POR DESPIDO 
INCAUSADO Y FRAUDULENTO TIENE DERECHO AL PAGO DE LAS REMUNERACIONES 
DEVENGADAS 
Consideramos que el trabajador repuesto como consecuencia de haberse estimado una demanda de despido 
incausado o fraudulento tiene derecho al pago de las remuneraciones devengadas y/o al pago de una 
indemnización por daños y perjuicios pudiendo acumular, en su caso, las citadas pretensiones a la demanda de 
reposición7. 
Declarar que el trabajador sólo tiene derecho a la indemnización por daños y perjuicios con ocasión de un 
despido incausado o fraudulento haría inviable la posibilidad de que el trabajador pueda acumular su tiempo 
de servicios, sus beneficios sociales y la posibilidad de que el empleador, al ser condenado al pago de las 
remuneraciones dejadas de percibir, tenga que efectuar las aportaciones de carácter previsional, aspectos que 
serían jurídicamente inviables solicitarlos vía indemnización por daños y perjuicios. 
Por otro lado, se cuestiona que el pago de las remuneraciones devengadas en el despido incausado y fraudulento 
no tendría respaldo legal, a diferencia del caso de las remuneraciones devengadas por despido nulo. En relación 
a ello debemos indicar que precisamente el Pleno Jurisdiccional se caracteriza por establecer acuerdos que 
superan vacíos legislativos y que permiten solucionar aspectos controversiales a nivel de la jurisprudencia. Tal 
es el caso del acuerdo del II Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral que estableció que, precisamente, 
las acciones de reposición por despido incausado o fraudulento están sujetas al plazo de caducidad de 30 días 
(Tema Nº3), acuerdo que llenó un vacío legislativo pues el artículo 36 del TUO del Decreto Legislativo 728 
no hace referencia en modo alguno al despido incausado y fraudulento, mutatis mutandi, el mismo 
razonamiento y justificación tendría equiparar los efectos del despido incausado y fraudulento a los efectos del 
despido nulo. 
Finalmente, la justicia supranacional se ha referido al pago de los salarios caídos y otros beneficios sociales en 
el caso de los magistrados del Tribunal Constitucional. En efecto, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano versus Perú, en la sentencia de fecha treinta 
y uno de enero del dos mil uno, en cuyo considerando ciento veintiuno ha señalado que: “esta Corte ha 
manifestado, en relación al daño material en el supuesto de víctimas sobrevivientes, que el cálculo de la 
indemnización debe tener en cuenta, entre otros factores, el tiempo que éstas permanecieron sin trabajar 
(68), La Corte considera que dicho criterio es aplicable en el presente caso (69), y para tal efecto dispone 
que el Estado debe pagar los montos correspondientes a los salarios caídos y demás derechos laborales 
que correspondan a los magistrados destituidos, de acuerdo con su legislación. Asimismo, el Estado deberá 
compensar a los funcionarios por todo otro daño que éstos acrediten debidamente y que sean consecuencia de 
las violaciones declaradas en la presente sentencia. El Estado deberá proceder a fijar, siguiendo los trámites 
nacionales pertinentes, los montos indemnizatorios respectivos, a fin de que las víctimas los reciban en el plazo 
más breve posible” (sic). El subrayado es nuestro. 
Por las consideraciones que anteceden mi voto es porque en los procesos de reposición por despido incausado 
y fraudulento el trabajador tiene derecho al pago de las remuneraciones devengadas, sin perjuicio de que pueda 
solicitar el pago de una indemnización por daños y perjuicios por los conceptos no cubiertos por las 
remuneraciones devengadas. Alternativamente, de considerarlo, el trabajador puede demandar exclusivamente 
por indemnización por daños y perjuicios. Ambas pretensiones pueden solicitarse acumulativamente en la 
demanda de reposición. 
Por estas consideraciones, nuestro VOTO ES PORQUE SE ACUERDE LO SIGUIENTE: 
En los procesos de reposición por despido incausado y fraudulento el trabajador tiene derecho al pago de las 
remuneraciones devengadas y/o al pago de una indemnización por daños y perjuicios, pretensiones que pueden 
acumularse a la demanda de reposición. 
Ss. 
WALDE JÁUREGUI 
RODRÍGUEZ MENDOZA 
TOLEDO TORIBIO 
 
 
FUNDAMENTOS DEL VOTO EN MINORÍA DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO PROVISIONAL 
CARLOS GIOVANNI ARIAS LAZARTE 
El voto del Señor Juez Supremo Provisional Carlos Giovanni Arias Lazarte es el siguiente: 
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1. El problema a dilucidar se orienta a determinar si el trabajador, que ha sufrido un despido incausado o 
fraudulento, tiene –o no- derecho al pago de remuneraciones devengadas por el periodo no laborado. O si en 
tales supuestos sólo tendría derecho al pago de una indemnización por los daños derivados del despido 
incausado o fraudulento, según sea el caso. 
2. Sobre el particular corresponde precisar que si bien no hay norma expresa que autorice o disponga dicho 
pago de remuneraciones devengadas, sin embargo, de conformidad con lo establecido en el artículo VIII del 
Título Preliminar del Código Civil, los jueces no pueden dejar de administrar justicia por defecto o deficiencia 
de la Ley, y concordante con los principios del Derecho del Trabajo– corresponde precisar que el precepto del 
artículo 40º de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral (LPCL), puede ser interpretado 
extensivamente a estos efectos, debido a que nos encontramos frente al mismo supuesto, es decir, la reposición, 
por lo que podemos aseverar que sí le corresponde al trabajador el pago por las remuneraciones dejadas de 
percibir, monto que comprende todos los beneficios económicos, legales y convencionales, así como los 
pensionarios que se hubiesen generado en el mencionado periodo de inactividad. 
3. Al respecto, el Tribunal Constitucional, en la STC Nº 976-2001 AA/TC, Llanos Huasco, ha precisado lo 
siguiente: 
a) Los efectos restitutorios (readmisión en el empleo) derivados de despidos arbitrarios o con infracción de 
determinados derechos fundamentales reconocidos en la Constitución o los tratados relativos a derechos 
humanos, se generan en los tres casos siguientes: Despido nulo, despido incausado y despido fraudulento. 
b) La protección adecuada contra el despido arbitrario previsto en el artículo 27º de la Constitución ofrece 
dualmente una opción reparadora (readmisión en el empleo) o indemnizatoria (resarcimiento por el daño 
causado), según sea el caso. 
c) Cual sea la opción que adopte un trabajador con el fin de obtener una “protección adecuada” contra el 
despido arbitrario, ésta parte de una consideración previa e ineludible. El despido arbitrario, por ser 
precisamente “arbitrario”, es repulsivo al ordenamiento jurídico. 
d) Por ello, cuando el artículo 27º de la Constitución establece que, contra el despido arbitrario, la ley dispensará 
una “protección adecuada”, tal disposición no puede entenderse en el sentido de que con ella se está 
constitucionalizando el derecho del empleador de despedir arbitrariamente. Al amparo de un acto arbitrario, 
como el despido inmotivado, no puede reclamarse el reconocimiento de derecho constitucional alguno. 
e) La extinción unilateral de la relación laboral, fundada única y exclusivamente en la voluntad del empleador, 
está afectada de nulidad –y por consiguiente el despido carecerá de efecto legal- cuando se produce con 
violación de los derechos fundamentales de la persona, reconocidos por la Constitución o los tratados relativos 
a la promoción, defensa y protección de los derechos humanos. 
f) La pérdida de toda eficacia legal de cierto tipo de despidos (incausados, fraudulentos y nulos), deriva de la 
conexión directa e inmediata entre el acto de extinción de la relación laboral y la contravención de la 
Constitución o los tratados en materia de derechos humanos. Así, se encontrará afectada de plena nulidad toda 
aquella voluntad de empleador que restrinja, limite, disminuya, impida o conculque el goce de los referidos 
derechos a uno o más de sus dependientes. 
g) En este singular caso, la naturaleza misma del acto inconstitucional es la que determina la ineficacia legal 
del despido, en razón de que el principio de primacía constitucional, contenido en el artículo 51º de nuestra 
Norma Fundamental, no admite que puedan reputarse como legítimas y eficaces aquellas conductas y 
actuaciones que importan la vulneración de los derechos que dicho conjunto normativo consagra. 
h) Frente a tales actos la obligación de la jurisdicción debe ser “disponer a favor del agraviado la tutela más 
amplia, efectiva y rápida posible, restituyéndole en el goce integral y en el ejercicio pleno de su derecho 
amenazado o vulnerado; lo que se conseguirá mediante la cesación del acto lesivo y la privación de efecto 
legal alguno que por arbitrariedad el empleador quisiese consumar”. 
4. En tal sentido, el artículo 40º de la LPCL, dispone que al declararse fundada la demanda de nulidad de 
despido: “el juez ordenará el pago de las remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha en que se produjo, 
con deducción de los períodos de inactividad procesal no imputables a las partes. Asimismo, ordenará los 
depósitos correspondientes a la compensación por tiempo de servicios y, de ser el caso, con sus intereses (...)”. 
5. Ello ocurre así, porque dicho despido se sustenta en los supuestos establecidos en el artículo 29º de la LPCL, 
en tanto son despidos pluriofensivos, que afectan el derecho al trabajo y a otros derechos que han adquirido 
relevancia en el marco del desarrollo histórico y social de nuestro país. De la misma naturaleza participan los 
despidos lesivos: incausados y fraudulentos. 
6. En efecto, el razonamiento del Tribunal Constitucional en la STC Nº 976-2001 AA/TC, Llanos Huasco, 
conduce a considerar que los despidos lesivos, en tanto no son admitidos, tampoco debe tolerarse los efectos 
que ocasionen; tal como lo ha sancionado el artículo 40º de la LPCL. 
7. En el despido nulo la LPCL aplica una triple sanción en caso se declare fundada la demanda de nulidad de 
despido, esto es, dispone la reposición del trabajador a sus labores habituales, el pago de las remuneraciones 
dejadas de percibir durante todo el tiempo que duró el despido y el depósito de la compensación por tiempo de 
servicios. Es decir, el modelo adoptado por nuestro ordenamiento jurídico frente al despido lesivo de derechos 
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fundamentales no contempla sólo una reincorporación del trabajador en su puesto de labores, sino que por el 
contrario, otorga una protección especial (o integral) ya que otorga una restitución en el sentido más amplio 
del término. 
8. De desestimarse la petición de remuneraciones devengadas en los casos de despido fraudulentos e incausados 
bajo el argumento de que su abono se encuentra reservado sólo para cuando el trabajador impugne el despido 
mediante la acción de Nulidad de Despido prevista por el artículo 29º de la LPCL, conllevaría a que frente a 
hechos iguales (actos lesivos de derechos constitucionales) se estaría otorgando consecuencias jurídicas 
distintas. Dicha decisión importaría la inobservancia de lo previsto por el artículo III del Título Preliminar del 
Código Procesal Civil en virtud del cual el Juez está en la obligación de tener presente que la finalidad abstracta 
del proceso es lograr la paz social en justicia, asimismo, contravendría el principio de igualdad consagrada en 
el artículo 2.2 de la Norma fundamental que es la norma que mejor protege el derecho del trabajador en el caso 
planteado: “a igual razón, igual derecho”. 
9. No debe soslayarse que mediante la reposición del trabajador a su puesto de trabajo, en los casos de despidos 
incausados o fraudulentos, se restablece automáticamente el vínculo laboral como si éste nunca se hubiere 
interrumpido, pues el acto lesivo sobre el cual ha caído pronunciamiento es el acto mismo del despido, no se 
crea derecho nuevo alguno en favor del trabajador; en consecuencia, jurídicamente el tiempo transcurrido 
durante el despido debe ser idéntico al transcurrido antes de él, toda vez que lo contrario significaría vaciar de 
contenido a la eficacia restitutoria, motivo por el cual la protección al derecho constitucional antes señalado 
debe efectuarse en toda su extensión, comprendiéndose dentro de él al abono de las remuneraciones 
devengadas, ya que la parte empleadora, en mérito a acto propio declarado judicialmente inconstitucional, no 
puede verse favorecida con el no pago de ellas, toda vez que ello conllevaría a que siga manteniendo esa actitud, 
que, además, tiene un efecto negativo frente a todos los otros empleadores del país. 
10. Por ello corresponde al empleador asumir las consecuencias de su conducta lesiva dado que de no 
sancionarse este hecho implicaría una autorización tácita para que los empleadores despidan indebidamente a 
sus trabajadores quienes no sólo se verían perjudicados por la pérdida inmediata de sus remuneraciones y 
beneficios sociales, sino que también se afectaría su futura pensión de jubilación, u otros derechos colaterales 
derivados de la percepción de la remuneración8, lo que constituiría un ejercicio abusivo del derecho proscrito 
por el Título Preliminar del Código Civil y que nace para enfrentar los excesos del derecho subjetivo. 
11. Resulta relevante señalar que en caso de acreditarse un despido fraudulento o incausado la falta de labor 
efectiva no obedeció a una decisión injustificada del trabajador, sino a la decisión inconstitucional del 
empleador de pretender romper el vínculo laboral. 
12. Respecto a la naturaleza que tendrían las remuneraciones devengadas, DE FERRARI9, descarta un 
provecho indebido en su percepción por parte del trabajador, pues ello obedece a una decisión arbitraria del 
empleador. Así, señala: «cuando el trabajador recibe el salario sin prestar el servicio, no puede decirse que 
percibe un provecho indebido. En realidad, en tales casos el empleador indemniza la inactividad a que condena 
al trabajador cuyos servicios contrató, porque sabe que el obrero vive de su trabajo y que el salario es su único 
ingreso». 
13. La reposición por nulidad no constituye una nueva relación laboral, en el marco de un nuevo contrato, sino 
se mantiene vigente la misma relación laboral que el despido no puede extinguir, por lo que todo el tiempo que 
duro el despido debe ser adecuadamente protegido. 
14. En caso el demandante no haya solicitado el pago de remuneraciones devengadas en un proceso de despido 
incausado o fraudulento, en atención a lo señalado en el artículo 87º del Código Procesal Civil que establece 
que en caso la accesoriedad está expresamente prevista por la ley, se considerarán tácitamente integradas a la 
demanda. Por consiguiente, corresponderá al Juez laboral tener presente lo señalado en el acto de calificación 
de demanda y/o al saneamiento y fijación de los puntos controvertidos que serán objeto de la decisión. 
15. De lo señalado anteriormente, el despido nulo es equiparado al despido incausado, como al fraudulento en 
su gravedad, efectos y consecuencias, todos ellos participan de la misma naturaleza se trata de despidos 
pluriofensivos, que afectan a un conjunto de derechos fundamentales, no solo de naturaleza laboral, que 
requieren protección no solo resarcitoria, sino también restitutoria, y que tal restitución deberá realizarse en el 
goce integral y en el ejercicio pleno del derecho amenazado o vulnerado. 
16. Más aún, si la consecuencia para todas esas modalidades de despido lesivo (nulo, incausado y 
fraudulento) es la pérdida de toda eficacia legal, en razón que se derivan de la conexión directa e inmediata 
entre el acto de extinción de la relación laboral y la contravención de la Constitución o los tratados en materia 
de derechos humanos, por tanto su nulidad es manifiesta dado que no podría admitirse que produzca algún 
efecto válido para el orden jurídico aquella voluntad del empleador que restrinja, limite, disminuya, impida o 
conculque el goce de los referidos derechos a uno o más de sus dependientes. 
17. Lo señalado precedentemente constituye el marco de protección que a través del proceso de amparo se 
brinda a los trabajadores frente al despido incausado o fraudulento. Protección que tuvo su origen en sede 
Constitucional, y no en la vía ordinaria sobre la base de la consideración de que el bien protegido a través de 
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la nulidad de despido, despido incausado y fraudulento, no es la estabilidad laboral del trabajador, sino el goce 
y ejercicio de sus derechos constitucionales. (STC Nº 976-2002-AA/TC). 
18. Sin embargo, en el I Pleno Jurisdiccional en Materia Laboral, celebrado en mayo del año 2012, las Salas 
Constitucionales y Sociales de la Corte Suprema acordaron, que, en la vía laboral, se podía demandar la 
reposición tanto por despido fraudulento como por despido incausado, por ser una vía igualmente satisfactoria 
que el proceso de amparo. 
19. Lo relevante es ahora señalar qué se entiende por vía igualmente satisfactoria, a fin de poder asumir una 
posición sobre el problema planteado. Para tal fin, es oportuno acudir al precedente vinculante establecido en 
la STC Nº 2383-2013 AA/TC, en la que el Tribunal Constitucional establece criterios para determinar cuando 
existe una vía ordinaria igualmente satisfactoria10. 
20. En efecto, en dicha sentencia se sostiene que la existencia de una vía ordinaria igualmente satisfactoria no 
supone verificar, simplemente, si existen “otras vías judiciales” mediante las cuales también se tutelen derechos 
constitucionales, sino que debe analizarse si tales vías ordinarias serían igual o más efectivas, idóneas o 
útiles que el proceso de amparo para lograr la protección requerida. 
21. Consecuentemente, cuando la Corte Suprema acuerda que la jurisdicción ordinaria especializada –en 
materia laboral - es una vía igualmente satisfactoria que el amparo, es consciente que está reconociendo y 
comprometiéndose a brindar una tutela igual o más efectiva, idónea o útil que el amparo en materia de 
pretensiones derivadas de la reposición laboral por despidos incausados o fraudulentos. 
22. Lo señalado en el fundamento que antecede nos obliga a entender que la vía especializada laboral no sólo 
puede limitarse a brindar tutela resarcitoria respecto de los derechos y/o beneficios laborales afectados por el 
despido incausado o fraudulento, sino que también debe brindar tutela restitutoria de tales derechos, cuando 
ello corresponda. 
23. Tratándose de las remuneraciones dejadas de percibir, y demás beneficios que se derivan de su percepción, 
por razón de despido incausado o fraudulento, es evidente que una tutela jurisdiccional –que se reclama ser- 
igualmente satisfactoria que el amparo no podría dejar de atenderla (conocer, tramitar y resolver ese tipo de 
pretensiones). No es la jurisdicción la que deba restringir el derecho del trabajador a pretender el 
reconocimiento de un derecho, pues ni siquiera la ley podría disponer, en el marco del Estado Constitucional 
actual, que de los actos fraudulentos o incausados, el empleador pudiera obtener alguna ventaja, como sería el 
no pago de las remuneraciones dejadas de percibir. 
24. En tal sentido, la pretensión resarcitoria no puede sustituir –como regla- a la pretensión restitutoria de 
derechos, aun cuando en algún supuesto pudieran coincidir. Ambas tienen y atienden a tutelas distintas. 
25. Por lo expuesto y atendiendo a la naturaleza del acuerdo si bien no sería necesario precisar la existencia – 
o no - de un cambio de criterio, no obstante, de ser necesario, sustento el voto en lo previsto por el artículo 22º 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Por estas consideraciones, mi VOTO ES PORQUE SE ACUERDE LO SIGUIENTE: 
En los procesos de reposición por despido incausado o fraudulento el trabajador tiene derecho al pago de las 
remuneraciones devengadas y/o al pago de una indemnización por daños y perjuicios, pretensiones que pueden 
acumularse a la demanda de reposición. 
Ss. 
ARIAS LAZARTE 
 
10 Visto: http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2015/02383-2013-AA.pdf. 
1550981-1 
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ANEXO 05 
EXP N.º 555-99-AA/TC 
LIMA 
ROSIE MARIE RÍOS VIVANCO 
 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
            En Lima, a los cuatro días del mes de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, reunido el 
Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los señores Magistrados: Acosta 
Sánchez, Presidente; Díaz Valverde, Vicepresidente; Nugent y García Marcelo, pronuncia sentencia: 
  
ASUNTO: 
  
            Recurso Extraordinario interpuesto por doña Rosie Marie Ríos Vivanco contra la Resolución expedida 
por la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, 
de fojas setecientos cincuenta y siete, su fecha doce de mayo de mil novecientos noventa y nueve, que declaró 
improcedente la Acción de Amparo. 
  
ANTECEDENTES: 
  
            Doña Rosie Marie Ríos Vivanco interpone demanda de Acción de Amparo contra la empresa Telefónica 
del Perú S.A., por violación a sus derechos constitucionales al trabajo, al debido proceso y a la protección 
contra el despido arbitrario, solicitando que sea repuesta en su cargo y puesto de trabajo, así como el pago de 
las remuneraciones dejadas de percibir. Alega que la demandada le cursó una carta de fecha veintisiete de 
noviembre de mil novecientos noventa y seis, mediante la cual le comunicaba que había incurrido en falta 
grave contemplada en los incisos a) y f) del artículo 58º del Texto Único Ordenado de la Ley de Fomento del 
Empleo-TUOLFE, otorgándosele el plazo pertinente para que proceda a efectuar su descargo. Formulado éste, 
la demandada le cursó una carta por la que se le comunicó que quedaba despedida, al considerarse que no había 
podido desvirtuar los cargos imputados. Agrega que la demandada ha vulnerado su derecho constitucional a la 
defensa, toda vez que la falta grave imputada mediante la carta de despido difiere sustancialmente de la que 
oportunamente se especificó en la carta de imputación de cargos; que, en la carta de imputación no se precisaron 
los hechos que configuran la supuesta falta grave, toda vez que se omitió precisar la fecha, las circunstancias 
y la identidad de los “altos directivos” para que pudiesen ser refutados, conforme lo exige la ley. 
  
El apoderado de la empresa Telefónica del Perú S.A., contesta la demanda, aseverando que la demandante ha 
sido despedida por falta acreditada, al haber difamado a altos directivos de la empresa atribuyéndoles actos 
contrarios a la realidad, incurriendo en las causales previstas en la ley. Manifiesta que su representada es una 
empresa cuya administración responde a criterios de eficiencia y respeto entre sus miembros, razón por la 
constantemente evalúa el comportamiento de su personal y en el ejercicio de sus facultades, toma las decisiones 
sobre su continuidad laboral. 
  
El Tribunal Constitucional, por Sentencia de fecha cuatro de marzo de mil novecientos noventa y ocho, de 
fojas doscientos ochenta y seis, declaró nulo lo actuado, a efectos de que el Juez de primera instancia integre 
en la relación procesal a Telefónica Perú Holding S.A. Reiniciado el proceso, dicha empresa contestó la 
demanda manifestando que la Acción de Amparo no puede utilizarse para presuntos casos de despido arbitrario, 
toda vez que por su complejidad requieren ser debatidos en una vía más amplia que permita una actuación 
probatoria, que no lo permite la sumariedad de dicha acción de garantía. Manifiesta que la demandante ha sido 
despedida justificadamente, por haber incurrido en falta grave, habiéndose seguido el procedimiento 
establecido por la ley. 
  
El Primer Juzgado Corporativo Transitorio Especializado en Derecho Público de Lima, a fojas quinientos 
cuarenta y nueve, con fecha veintitrés de octubre de mil novecientos noventa y ocho, declaró improcedente las 
excepciones propuestas y fundada en parte la demanda, por considerar que al imputársele a la demandante 
hechos de manera genérica sin precisar datos esenciales como fecha, circunstancias e identidad de los altos 
directivos supuestamente agraviados, es evidente que se ha limitado el ejercicio del derecho fundamental a la 
defensa. Asimismo, declara improcedente el extremo de la demanda en que se solicita el pago de las 
remuneraciones dejadas de percibir. 
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La Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, a 
fojas setecientos cincuenta y siete, con fecha doce de mayo de mil novecientos noventa y nueve, confirmó la 
apelada en el extremo que declara improcedente las excepciones propuestas y la revocó en el extremo que 
declara fundada la demanda y reformándola la declara improcedente, por considerar que la Acción de Amparo 
no es la vía idónea para reclamar la pretensión que se invoca en la demanda, por carecer de etapa probatoria, 
toda vez que su objeto es la confirmación de los derechos existentes y que hayan sido vulnerados, mas no así 
la de declaración de derechos. Contra esta resolución, la demandante interpone Recurso Extraordinario. 
  
FUNDAMENTOS: 
1.      Que, a efectos de un pronunciamiento válido sobre el fondo del asunto controvertido, en relación a las 
condiciones de procedibilidad de la presente demanda, este Tribunal considera pertinente desestimar: 
  
a)      La excepción de falta de legitimidad para obrar pasiva propuesta por la empresa Telefónica del Perú S.A., 
teniéndose en cuenta que dicha empresa, en su condición de persona jurídica, es la que ha procedido a concluir 
unilateralmente el vínculo laboral con la demandante a través de la Subgerencia de Relaciones Industriales, por 
lo que es ella la responsable del supuesto acto lesivo del que habría sido objeto la demandante. 
  
b)      La excepción de falta de competencia por razón de la materia, por cuanto en el presente caso, el Juez 
Constitucional no pretende conocer un proceso de calificación de despido en los términos de la entonces 
llamada Ley de Fomento del Empleo aprobado por el Decreto Supremo N.° 05-95-TR, vigente en la fecha de 
ocurrido los hechos, sino que es materia de su evaluación el determinar si el despido laboral de la demandante 
resulta o no lesivo a derechos fundamentales; por tanto, constituye materia propia de la competencia del Juez 
Constitucional, de conformidad con el inciso 2) del artículo 200º de la vigente Constitución Política del Estado 
y del artículo 2º de la Ley N.° 23506, de Hábeas Corpus y Amparo. 
  
2.      Que, conforme se ha establecido en reiteradas ejecutorias, cabe precisar que en el presente caso, este 
Tribunal no realiza una calificación del despido como arbitrario en los términos establecidos por el artículo 67º 
del Texto Único Ordenado de la Ley de Fomento del Empleo aprobado por el Decreto Supremo N.° 05-95-TR, 
vigente en la fecha de ocurrido los hechos, para que pueda discutirse si procede la reposición de la demandante 
o el pago de una indemnización, sino que efectúa la evaluación de un acto –el despido laboral–, en la medida 
que resulte o no lesivo de sus derechos fundamentales. Por lo tanto, en caso de que ello se verifique, 
ineludiblemente deberá pronunciar su sentencia conforme al efecto restitutorio propio de las acciones de 
garantía, de conformidad con lo prescrito por el artículo 1º de la Ley N.° 23506. 
  
3.      Que lo señalado en el fundamento anterior, no se contrapone a lo establecido por el artículo 67º de la 
citada ley laboral, sino que dicha norma legal la interpreta de conformidad y en coherencia con el inciso 2) del 
artículo 200º de la Constitución Política del Estado, en aplicación del principio constitucional de interpretación 
de las leyes desde la Constitución, contemplado en la Primera Disposición General de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional en cuanto establece la interpretación de las normas del ordenamiento legal “según los 
principios y preceptos constitucionales”. Por tanto, la interpretación del precepto laboral citado no debe 
entenderse excluyente de la tutela jurisdiccional a través del amparo, sino convergente, debiéndose resaltar 
enfáticamente que dicha evaluación tendrá que efectuarse  casuísticamente. 
  
4.      Que, conforme al artículo 2º, inciso 24), literal “d”, de la Constitución Política del Estado, el principio de 
tipicidad impone que los hechos (actos u omisiones) tipificados como infracciones punibles deben ser 
establecidos de forma expresa e inequívoca, lo cual no se ha cumplido, conforme se advierte del texto de la 
carta de imputación de cargos, mediante la cual la demandada atribuye a la demandante la comisión de falta 
grave. En efecto, la “falta” imputada carece de tipicidad, pues en el caso concreto, la carta de imputación 
atribuye a la demandante la supuesta falta grave de haber “difamado e injuriado a altos directivos de la 
Empresa” y se limita simplemente a citar la norma legal que considera pertinente, sin preocuparle en absoluto 
establecer la relación de causalidad entre las características del tipo normativo con la conducta supuestamente 
infractora. 
  
5.      Que la circunstancia de que la respectiva carta de imputación que la demandada notificó a la demandante 
no identificó los hechos que configuren la supuesta comisión de la falta grave, así como la ausencia de medios 
probatorios que los acrediten, atenta contra el derecho de defensa de la demandante amparado por el artículo 
2º inciso 23) y del artículo 139º inciso 14) de la Constitución Política del Estado. En efecto, si la carta de 
imputación no identifica los hechos que configuran la falta grave, la demandante no pudo efectuar eficazmente 
el descargo correspondiente, porque desconocía los hechos que tendría que aclarar a efectos de salvar su 
responsabilidad. Aspecto éste que, por lo demás, se infiere del artículo 44º del Reglamento de la Ley de 
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Fomento del Empleo aprobado por el Decreto Supremo N.° 001-96-TR, aplicable al caso, el mismo que 
establece que los hechos imputados que den lugar a la falta deben estar “debidamente determinados”. Por otra 
parte, la ausencia de sustento probatorio de la comisión de la falta imputada, como aparece en autos, generó un 
acto lesivo en perjuicio del derecho de defensa de la trabajadora, toda vez que si el emplazado, con la carta de 
imputación, desconoce las pruebas que tiene que controvertir, no podrá defenderse eficazmente de la 
imputación efectuada y, así, evitar una sanción injusta. 
  
6.      Que el derecho de defensa es un aspecto constitutivo del debido proceso amparado por el inciso 3) del 
artículo 139º de la Constitución, en la medida que garantiza estándares mínimos de justicia que, junto a otros 
que lo conforman, hacen posible una tutela judicial válida y legítima. Por consiguiente, si conforme se afirmó 
en fundamentos anteriores, el acto de la demandada resultó lesivo del derecho de defensa, es además el derecho 
al debido proceso el que ha resultado conculcado. Circunstancia ésta que permite, a este Supremo Intérprete 
de la Constitución, reiterar la plena eficacia, erga omnes, de los derechos fundamentales de orden procesal, 
constitutivos del denominado derecho constitucional procesal,  también en el seno de las instituciones privadas 
–como es el caso de la demandada–  en mérito a la eficacia inter privatos o eficacia frente a terceros, del que 
ellos se hallan revestidos, como todo derecho constitucional; en consecuencia, cualquier acto que dentro de 
aquel ámbito, pretenda conculcarlos o desconocerlos, como el efectuado por la demandada, resulta 
inexorablemente inconstitucional. 
  
7.      Que la circunstancia de que se haya despedido a la demandante a través de un acto lesivo a los derechos 
constitucionales antes señalados, trae consigo también la afectación al derecho al trabajo reconocido por el 
artículo 22º de la vigente Constitución Política del Estado, en cuanto a que la conservación de un puesto de 
trabajo que aquél implica ha sido conculcado por un acto desprovisto de juridicidad, esto es, viciado de 
inconstitucionalidad. 
  
8.      Que la remuneración constituye una contraprestación por un servicio realmente efectuado, lo que no ha 
ocurrido en el presente caso durante el período no laborado. 
  
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confieren la Constitución 
Política del Estado y su Ley Orgánica; 
FALLA: 
REVOCANDO en parte la Resolución expedida por la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho 
Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas setecientos cincuenta y siete, su fecha doce de mayo 
de mil novecientos noventa y nueve, en el extremo que declara improcedente la Acción de Amparo y 
reformándola la declara FUNDADA; en consecuencia, inaplicable a la demandante la decisión contenida en la 
comunicación de fecha cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y seis, y ordena que la demandada 
Telefónica del Perú S.A. proceda a reincorporar a doña Rosie Marie Ríos Vivanco en el cargo que venía 
desempeñando a la fecha en que se produjo su cese, sin abono de las remuneraciones dejadas de percibir durante 
el período no laborado, y la confirma en lo demás que contiene. Dispone su notificación a las partes, su 
publicación  en el diario oficial El Peruano y la devolución de los actuados. 
  
SS. 
  
ACOSTA SÁNCHEZ 
DÍAZ VALVERDE 
NUGENT 
GARCÍA MARCELO 
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ANEXO 06 
EXP. N.° 2349-2003-AA/TC 
CALLAO 
JIMMY CARLOS 
CHIRINOS GARAVITO 
  
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
  
En Lima, a los 23 días del mes de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con la asistencia 
de los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 
  
ASUNTO 
  
Recurso extraordinario interpuesto por don Jimmy Carlos Chirinos Garavito contra la sentencia de la Primera 
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao, de fojas 451, su fecha 2 de junio de 2003, que declara 
improcedente la demanda de autos. 
  
ANTECEDENTES 
  
Con fecha 8 de mayo de 2002, el recurrente interpone acción de amparo contra la Superintendencia Nacional 
de Aduanas (SUNAD), solicitando que se declare inaplicable la Carta de Despido N.° 196-2002-ADUANAS-
INRH, del 27 de marzo de 2002, recepcionada el 8 de abril del mismo año, y que, por consiguiente, se disponga 
su reposición más el reintegro de las sumas dejadas de percibir. Manifiesta que luego de haberse formado en 
la Escuela Nacional de Aduanas, comenzó a laborar en la entidad demandada desde el 27 de septiembre de 
1993, mediante contrato a plazo fijo, y que, posteriormente fue contratado a plazo indeterminado mediante 
Resolución N.° 02220; que, durante todo ese tiempo ejerció sus funciones sin contratiempos, pese a lo cual, 
con fecha 24 de enero de 2002, sorpresivamente recibió la Carta N.° 42-2002-ADUANAS-INRH, de Preaviso 
de Despido, mediante la cual se le imputaba haber dado información falsa por omitir declarar que su tía, la 
señora Carmen Chirinos Herrera, también era trabajadora de la demandada, transgrediendo el inciso “d” del 
artículo 25° del D.S. N.° 003-97-TR (TUO-LP-CL-728) y el inciso “a” del artículo 41° de su Reglamento 
Interno de Trabajo;  y que en su defensa alegó que ignoraba que su pariente trabajase para la demandada, y 
que, en todo caso, no mantenía comunicación con ella; agregando que, poco tiempo después, se le notificó la 
carta de despido sustentada en los Informes N.os 059-99 ADUANAS y 067-2001-CG-B345 y en el Examen 
Especial a la Intendencia Nacional de Recursos Humanos de la Superintendencia Nacional de Aduanas, Periodo 
Mayo 1999-Octubre 2000, del 19 de octubre de 2001; y que, producido su despido, solicitó la reconsideración 
de dicha medida, pedido que no fue resuelto, por lo que decidió acogerse al silencio administrativo negativo. 
  
El Procurador Público encargado de los asuntos judiciales de la SUNAD, contesta la demanda aduciendo que 
la pretensión de la recurrente requiere ser dilucidada en una vía idónea, distinta del amparo, por lo que resulta 
improcedente en aplicación del artículo 40° de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, que establece que 
por la declaración de inconstitucionalidad de una norma no recobran vigencia las disposiciones legales que ella 
hubiera derogado, cual es el caso de  la Ley N.° 26792, del 20 de marzo de 1996, derogada por el Decreto 
Legislativo N.° 900, del 28 de mayo de 1998. 
  
El Tercer Juzgado Especializado Laboral del Callao, con fecha 18 de setiembre de 2002, declara improcedente 
la demanda, por considerar que el despido del actor obedeció a causa justa prevista en la Ley de Competitividad 
y Productividad Laboral y en el Reglamento Interno de Trabajo; e infundada la excepción de incompetencia, 
argumentando que la Sala Laboral de la Corte Superior de Justicia del Callao ha dispuesto que los juzgados de 
trabajo pueden conocer las acciones de garantía relativas a temas típicamente laborales. 
  
La recurrida confirma la apelada, por los mismos fundamentos. 
  
FUNDAMENTOS 
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1.      El objeto de la presente demanda es que se declare inaplicable a la recurrente la Carta de Despido N.° 
196-2002-ADUANAS-INRH, del 27 de marzo de 2002 y que, por consiguiente, se disponga su reposición, 
más el reintegro de las sumas dejadas de percibir. 
  
2.      En el caso de autos, no cabe alegar que el amparo no sea la vía idónea porque supuestamente lo que se 
dilucida en autos son derechos constitucionales laborales, dado que esta acción tiene carácter alternativo y el 
justiciable puede optar libremente por la vía procesal que resulte más adecuada para proteger sus derechos, 
siempre que estos sean de relevancia constitucional. 
  
3.      Si bien es cierto que, conforme al artículo 13° del Reglamento Interno de Trabajo de 1992, existía la 
prohibición expresa de que los trabajadores de Aduanas tuviesen parientes directos laborando en la misma 
institución, y que el recurrente pudo haber cometido una falta al no haber declarado dicha situación al momento 
de su ingreso (1994), no lo es menos que dicha falta debió ser determinada como tal en la fecha en que 
presuntamente fue cometida, resultando inadmisible y contrario al principio de inmediatez que, después de 
tantos años transcurridos, la demandada pretenda atribuirle tal falta. Por otro lado, aunque la emplazada ha 
pretendido extender la comisión de los hechos presuntamente irregulares a las declaraciones de datos 
personales de la demandante de los años 1998 y 2000, tal proceder resulta inválido, puesto que ya no existía la 
prohibición expresa contemplada en el citado Reglamento Interno del año 1992, al haber quedado derogada tal 
norma mediante Resolución de Superintendencia Nacional de Aduanas N.° 001607, del 2 de julio de 1997, 
mediante la cual se aprobó el Nuevo Reglamento Interno de Trabajo. En ese contexto es indubitable que el 
despido fue planteado maliciosamente; vale decir, con un claro y evidente fraude a la ley. 
  
4.      Teniendo la reclamación de pago de las remuneraciones dejadas de percibir naturaleza indemnizatoria y 
no, obviamente, restitutoria, debe dejarse a salvo el derecho del demandante para que lo haga valer, en todo 
caso, en la forma legal que corresponda. 
  
  
Por estos fundamentos el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del 
Perú, 
  
HA RESUELTO 
                                               
1.      Declarar FUNDADA la acción de amparo. 
2.      Ordena reponer al demandante en el cargo que desempeñaba al momento de su destitución, o en otro de 
igual nivel o categoría. 
3.      Declarar IMPROCEDENTE el pago de las remuneraciones dejadas de percibir, conforme al Fundamento 
N.° 4 de la presente sentencia. 
  
Publíquese y notifíquese. 
  
SS. 
  
ALVA ORLANDINI 
BARDELLI LARTIRIGOYEN 
GARCÍA TOMA  
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ANEXO 07 
 
Sala Constitucional y Social Transitoria 
CAS: N° 044 - 2002.- LIMA. 
Pago de Remuneraciones 
Lima, veinticinco de abril 
del año dos mil dos.- 
 
LA SALA TRANSITORIA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
 
VISTOS: 
La causa número cero cuarenticuatro del dos mil dos; en Audiencia Pública de la fecha; y producida la votación 
con arreglo a Ley, emite la siguiente Sentencia. 
 
MATERIA DEL RECURSO 
 
Se trata del Recurso de Casación interpuesto por Amelia Tarcila Pacheco Vasquez de Delfin, mediante escrito 
de fojas doscientos veinticuatro, contra la Sentencia de Vista de fojas doscientos veintidós, expedida por la 
Segunda Sala Laboral de la Corte Superior de Justicia de Lima que, confirmando la apelada declara infundada 
la excepción de Falta de Legitimidad para Obrar del demandante y la Sentencia de fojas ciento ochenticuatro, 
su fecha veintiocho de mayo del año dos mil uno. 
 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO 
 
La recurrente, sustenta su recurso en causal prevista en el inciso b) del artículo cincuentiséis de la Ley Procesal 
del Trabajo, modificada por L.veintisiete mil veintiuno, denunciando: 
1. Interpretación errónea del artículo cuarenta del Texto Unico Ordenado del Decreto Legislativo 
setecientos veintiocho, Ley de Productividad y Competitividad Laboral. 
2. Interpretación errónea del artículo doscientos inciso dos de la Constitución Política del Perú. 
3. Interpretación errónea del artículo uno de la Ley veintitrés mil quinientos seis, Ley de Habeas Corpus 
y Amparo. 
 
CONSIDERANDO 
 
Primero 
 
Que, en cuanto a los agravios contenidos en los literales b) y c), la recurrente denuncia la interpretación errónea 
del artículo doscientos, inciso dos de la Constitución Política y del artículo uno de la Ley de Habeas Corpus 
y A., sin tener en cuenta que dichas normas no han formado parte del sustento y fundamento jurídico de la 
sentencia impugnada, que además este Supremo Tribunal ha señalado reiteradamente que no procede la 
denuncia de una norma constitucional en sede de casación, a no ser que exista incompatibilidad entre ésta y 
una norma legal ordinaria, que la recurrente no señala en su recurso, por lo que dicha causal es improcedente. 
 
Segundo 
 
Que, respecto a la causal contenida en el literal a) corresponde el pronunciamiento de fondo al haberse 
cumplido con el requisito señalado en el inciso b) del artículo cincuentiocho de la Ley Procesal del Trabajo. 
 
Tercero 
 
Que, en el presente caso, la demandante reclama el pago de las remuneraciones dejadas de percibir desde la 
fecha de separación a la de reposición efectiva como Profesora Principal de la demandada, en mérito a una 
Acción de A. que concluyó con sentencia expedida por la Sala de Derecho Público que ordenó su reposición y 
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declaró improcedente el pago de las remuneraciones antes aludidas por considerar que la vía de Amparo 
Constitucional no resultaba idónea para ese propósito. 
 
Cuarto 
 
Que, la impugnante sostiene que la naturaleza de la sentencia de amparo que declara nulo y sin efecto un acto 
de separación o despido laboral, es similar al efecto reconocido por el artículo cuarenta del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo setecientos veintiocho, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, 
respecto a la acción de nulidad del despido. 
 
Quinto 
 
Que, al respecto es necesario destacar que cuando el artículo uno de la ley veintitrés mil quinientos seis, señala 
que el objeto de la acción de garantía es reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de 
violación de un derecho constitucional, su aplicación supone una necesaria armonía y congruencia entre la 
oportunidad de la declaración judicial y la retroactividad de la misma al caso. 
 
Sexto 
 
Que, en consecuencia, si a través de una Acción de A. se ordena la reposición laboral, tal declaración supone 
la generación de efectos jurídicos sobre el período transcurrido desde que se produce la violación del 
derecho hasta su restitución por mandato judicial, con la finalidad que la situación laboral del trabajador sea 
exactamente la misma, por cuanto que el efecto de esta Garantía Constitucional guarda relación con una nulidad 
de despido, ya que la reposición al empleo no se logra sólo por la actividad material del empresario dirigida a 
permitir el acceso del trabajador a la Empresa; sino que es necesario que la reincorporación sea una restitución 
completa del estado anterior, sin alteraciones unilateralmente establecidas por la Empresa en relación al 
contrato que unía a las partes, la reposición debe respetar también, igualmente todas las situaciones, 
obligaciones y derechos subjetivos pertenecientes al trabajador antes de la terminación contractual ilegítima.  
 
No habrá reposición si no se conservan situaciones nacidas del contrato como la categoría, la retribución o la 
antigüedad. 
 
Sétimo 
 
Que, al establecer la Sala de mérito que el pago de las remuneraciones devengadas previstas en la mencionada 
norma sólo es procedente para los casos de despidos nulos, ha efectuado una interpretación restrictiva de la 
misma. 
 
Octavo 
 
Que, los derechos conculcados, serán liquidados por el Juzgado de origen, conforme lo establece el artículo 
cincuentinueve inciso b) de la Ley Procesal del Trabajo. 
 
Noveno 
 
Que, siendo esto así, se ha incurrido en la causal de casación denunciada, y estando al artículo cincuentinueve 
de la Ley Procesal del Trabajo. 
 
RESOLUCION 
 
Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Amelia Tarcila Pacheco Vasquez de Delfin, a 
fojas doscientos veinticuatro, en consecuencia, NULA la sentencia de vista de fojas doscientos veintidós, su 
fecha veintinueve de agosto del año dos mil uno; y actuando en Sede de Instancia: REVOCARON la sentencia 
apelada de fojas ciento ochenticuatro, del veintiocho de mayo del dos mil uno que declara infundada la 
demanda; 
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REFORMÁNDOLA la declararon FUNDADA;  
ORDENARON que los derechos económicos sean liquidados por el Juzgado de Origen; 
 
DISPUSIERON la publicación del texto de la presente resolución en el Diario Oficial " El Peruano"; en los 
seguidos contra la Universidad de Lima, sobre 
Pago de Remuneraciones; y los devolvieron.- 
 
